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I. TEXTOS LEGISLATIVOS.

Proyectos de Ley (P.L.)

P.L. 4-VII

PRESIDENCIA

El Pleno de las Cortes de Castilla y León, en Sesión
celebrada el 11 de abril de 2005, aprobó el Proyecto de
Ley de la Función Pública de Castilla y León, P.L. 4-VII.

De conformidad con el artículo 64 del Reglamento se
ordena su publicación en el Boletín Oficial de las Cortes
de Castilla y León.

Castillo de Fuensaldaña, a 11 de abril de 2005.

EL SECRETARIO DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: Francisco J. Aguilar Cañedo

EL PRESIDENTE DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: José Manuel Fernández Santiago

APROBACIÓN POR EL PLENO

PROYECTO DE LEY DE LA FUNCIÓN PÚBLICA
DE CASTILLA Y LEÓN

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

TÍTULO I.- OBJETO, ÁMBITO DE APLICACIÓN Y
PRINCIPIOS.

CAPÍTULO I. OBJETO Y ÁMBITO DE
APLICACIÓN.

CAPÍTULO II. PRINCIPIOS RECTORES.

TÍTULO II.- ÓRGANOS SUPERIORES EN MATERIA
DE FUNCIÓN PÚBLICA.

TÍTULO III.- PLANIFICACIÓN Y ORGANIZACIÓN
DE LA FUNCIÓN PÚBLICA.

CAPÍTULO I.- CLASES DE PERSONAL.

CAPÍTULO II. PLANIFICACIÓN Y
PROGRAMACIÓN.

CAPÍTULO III. ORGANIZACIÓN.

TÍTULO IV.- DEL RÉGIMEN ESTATUTARIO DE
LOS FUNCIONARIOS PÚBLICOS.

CAPÍTULO I. CUERPOS Y ESCALAS.

CAPÍTULO II. ADQUISICIÓN Y PÉRDIDA DE
LA CONDICIÓN DE FUNCIONARIO.

CAPÍTULO III. SELECCIÓN Y PROVISIÓN.

SECCIÓN I: SELECCIÓN.

SECCIÓN II: PROVISIÓN.

CAPÍTULO IV. DERECHOS Y DEBERES.

SECCIÓN I: DERECHOS Y DEBERES.

SECCIÓN II: CARRERA ADMINISTRATIVA.

SECCIÓN III: FORMACIÓN.

SECCIÓN IV: INCOMPATIBILIDADES Y
RESPONSABILIDADES.

CAPÍTULO V. RÉGIMEN RETRIBUTIVO Y DE
SEGURIDAD SOCIAL.

CAPÍTULO VI. RÉGIMEN DISCIPLINARIO.

CAPÍTULO VII. SITUACIONES ADMINIS-
TRATIVAS.

TÍTULO V.- REPRESENTACIÓN DE LOS FUNCIO-
NARIOS Y SU PARTICIPACIÓN EN LA DETER-
MINACIÓN DE LAS CONDICIONES DE TRABAJO.

CAPÍTULO I. PRINCIPIOS GENERALES.

CAPÍTULO II. SISTEMAS DE REPRE-
SENTACIÓN.

CAPÍTULO III. NEGOCIACIÓN COLECTIVA EN
LA ADMINISTRACIÓN DE CASTILLA Y LEÓN.

CAPÍTULO IV. SOLUCIÓN EXTRAJUDICIAL DE
CONFLICTOS COLECTIVOS.

TÍTULO VI.- RÉGIMEN ESTATUTARIO DE LOS
FUNCIONARIOS DE LA ADMINISTRACIÓN
LOCAL EN EL ÁMBITO DE LA COMUNIDAD
AUTÓNOMA DE CASTILLA Y LEÓN.

DISPOSICIONES ADICIONALES

Primera. Acceso al empleo público de las personas
con discapacidad.

Segunda. Acceso al empleo público de las personas
en situación o riesgo de exclusión social.

Tercera. Integración de los funcionarios transferidos.

Cuarta. Equivalencia de titulaciones.

Quinta. Promoción Interna al Grupo C.

Sexta. Excepciones a la permanencia voluntaria en la
situación de servicio activo.

Séptima. Procesos de laboralización.

Octava. Procesos de funcionarización.

Novena. Procesos de estatutarización.
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Décima. Deducción de haberes en caso de huelga.

Undécima. Acumulación del crédito horario de los
representantes sindicales.

Duodécima. Personal funcionario nombrado para el
desempeño de puestos comprendidos en el artículo 2,
apartados 1, 2 y 3a) de la Ley de Incompatibilidades
de los miembros de la Junta de Castilla y León y de
otros cargos de la Administración de la Comunidad
Autónoma.

Decimotercera. Derechos del personal afectado por
procesos de transferencia o delegación a las Corpora-
ciones Locales correspondientes a materias compe-
tencia de la Comunidad de Castilla y León.

Decimocuarta. Inspección General de Servicios.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Primera. Escala de guardería “a extinguir”.

Segunda. Personal interino.

Tercera. Integración en los nuevos Cuerpos y
Escalas.

Cuarta. Integración de los Cuerpos y Escalas Sani-
tarios.

Quinta. Acceso a la Función Pública del personal con
contrato administrativo de carácter temporal forma-
lizado con anterioridad al 24 de agosto de 1984.

DISPOSICIÓN DEROGATORIA

DISPOSICIONES FINALES

Primera. Cuerpos y Escalas Sanitarios.

Segunda. Regulación del procedimiento para la apro-
bación de las relaciones de puestos de trabajo.

Tercera. Reglamento del Consejo de la Función
Pública.

Cuarta. Indemnizaciones por razón del servicio.

Quinta. Desarrollo reglamentario.

Sexta. Entrada en vigor.

PROYECTO DE LEY DE LA FUNCIÓN PÚBLICA
DE CASTILLA Y LEÓN

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El artículo 32.1.1ª de la Ley Orgánica 4/1983, de 25
de febrero, de Estatuto de Autonomía de Castilla y León,
atribuye competencias exclusivas a la Comunidad
respecto de la organización, régimen y funcionamiento
de sus instituciones de autogobierno.

Por otro lado, el artículo 39.3, en el ejercicio de la
competencia prevista en el apartado anterior, y de
acuerdo con la legislación del Estado, reconoce a la
Comunidad Autónoma la competencia para establecer el
régimen estatutario de los funcionarios de la Comunidad
y de la Administración Local ubicada en su ámbito terri-
torial, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo
149.1.18ª de la Constitución.

En el ejercicio de tales competencias, de acuerdo con
el Dictamen del Consejo Consultivo de Castilla y León
se dicta la presente Ley de Función Pública, que,
derogando el Decreto Legislativo 1/1990, adecua la
normativa en esta materia a la realidad administrativa
derivada tanto de la asunción de nuevas competencias
por la Comunidad de Castilla y León, como del
incremento de los efectivos de personal que resulta de
aquella, lo que hace necesaria una nueva ordenación
sistemática de los recursos humanos y de la estructura
administrativa relacionada con éstos.

Por otro lado, a lo largo del tiempo, la práctica admi-
nistrativa en materia de personal, ha puesto de relieve la
necesidad de modernizar la regulación existente, así
como de buscar nuevas soluciones a las dificultades que
de aquella se derivan.

Con respecto a la normativa estatal básica y a las
últimas modificaciones incorporadas a la misma por la
Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de
Protección Integral contra la Violencia de Género, la
nueva regulación contenida en la Ley responde a las
características propias de esta Administración, introdu-
ciendo elementos que provienen de la propia entidad de
Castilla y León como Comunidad Autónoma.

I

El Título I se estructura en dos Capítulos, el primero
de ellos regulador del objeto y ámbito de aplicación de la
Ley y el segundo de los principios rectores.

La Ley recoge la aplicación al personal estatutario de
los preceptos en ella contenidos siempre que esto sea
compatible con la naturaleza jurídica de su relación con
la Administración y no se contravenga su normativa
propia.

Respecto del personal docente, se dispone que se
regirá por la normativa básica del Estado y por esta Ley
en lo no regulado por aquella, estableciéndose, tanto
respecto de este personal como del investigador y
sanitario, la posibilidad de dictar normas que adecuen la
Ley a sus peculiaridades.

En el ejercicio de las competencias atribuidas por el
Estatuto de Autonomía respecto de los funcionarios de la
Administración Local, se ha logrado una mayor homoge-
neización con la regulación de los funcionarios de la
Administración Autonómica.
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El Capítulo II, junto a los principios informadores de
ordenación de la Función Pública, fija los valores éticos
de la actuación del personal incluido en el ámbito de
aplicación de esta Ley, que en el desarrollo de sus
funciones actuará conforme a los valores de integridad y
ética profesional, neutralidad, imparcialidad, transpa-
rencia en la gestión, iniciativa, receptividad, coope-
ración, responsabilidad y servicio a los ciudadanos.

II

El Título II, relativo a los órganos superiores en
materia de Función Pública, mantiene la estructura
existente e introduce la posibilidad de delegación de
competencias del Consejero competente en materia de
Función Pública en los Consejeros competentes en
materia de educación y sanidad en cuanto afecten al
personal docente y sanitario.

Por otro lado se prevé la futura creación de la
Comisión Regional de la Función Pública como órgano
de coordinación entre las Administraciones Autonómica
y Local, y como instrumento necesario de homogenei-
zación del régimen de los funcionarios de ambas Admi-
nistraciones Públicas.

III

El Título III estructura la Planificación y Organi-
zación de la Función Pública en tres Capítulos.

El Capítulo I define las clases de personal que la Ley
regula, determina los puestos cuyo desempeño
corresponde a cada una de ellas, y reserva al personal
funcionario, de forma expresa, aquellos que tengan
asignado el ejercicio de potestades públicas, posibi-
litando, igualmente, la reserva de puestos a funcionarios
cuando las funciones que les corresponden exijan una
mayor garantía de objetividad, imparcialidad e indepen-
dencia.

El Capítulo II regula, bajo el epígrafe “Planificación
y Programación”, la figura de los planes de empleo y la
oferta de empleo público, precisando, respecto de ésta
última, su referencia a la cuantificación de las nece-
sidades de recursos humanos y la concreción de los
puestos en el momento de su oferta a los aspirantes
seleccionados.

En el Capítulo III, correspondiente a la organización,
se introducen novedades en la regulación legal de la
plantilla, con la previsión de regulación reglamentaria de
la relación numérica de plazas como expresión cuanti-
tativa de las necesidades de personal en cada momento.

Se regula la relación de puestos de trabajo como el
instrumento de ordenación de los recursos humanos a
través del cual se establecen los requisitos para el
desempeño de cada puesto, y se remite a la regulación
reglamentaria en lo que respecta al procedimiento de su
tramitación.

Se introduce la posibilidad de determinar, a través de
las relaciones de puestos de trabajo, el carácter directivo
de determinados puestos en razón a las funciones que les
son encomendadas con el fin de garantizar la especiali-
zación y evaluación del desempeño de las funciones de
dirección, programación, coordinación y evaluación de
la actuación administrativa, adscribiendo tales puestos al
grupo superior en el que se clasifican los Cuerpos y
Escalas.

Por último, en este Capítulo, se hace referencia al
Registro General de Personal así como a la necesaria
coordinación de éste con el Registro Central y los
Registros de Personal de otras Administraciones
Públicas.

IV

En el Título IV, que comprende la regulación del
Régimen Estatutario de los Funcionarios Públicos, se
ordena en el Capítulo I el sistema de Cuerpos y Escalas,
de forma exhaustiva en lo que respecta a una gran parte
de los recursos humanos y con gran flexibilidad respecto
del personal sanitario y docente, permitiendo la exis-
tencia de regulaciones específicas capaces de adaptarse
al carácter diverso y heterogéneo de sus funciones, pero
siempre respetando los pilares sobre los que se asienta el
sistema, articulado sobre la definición legal precisa de
Cuerpos, Escalas y Especialidades.

Dentro de la Administración Especial, se crean los
Cuerpos de Ingenieros Superiores, con sus distintas espe-
cialidades, y de Arquitectos, como consecuencia de su
peculiar entidad, que se refleja incluso en las titulaciones
exigidas en la normativa básica para la definición del
Grupo A.

Se incorpora el Cuerpo de Letrados de la Comunidad
de Castilla y León, que, de acuerdo con la regulación que
la Ley contiene, tiene la consideración de Cuerpo de
Administración Especial.

Se mantiene el Cuerpo Facultativo Superior, con sus
distintas especialidades, y se crean en él las Escalas de
Archiveros, de Bibliotecarios y de Conservadores de
Museo, que, si bien en el sistema anterior se confi-
guraban como especialidades, no se corresponden con la
definición que legalmente se hace de éstas, puesto que
no se exige titulación específica para el ingreso en ellas y
sí se ajustan, en cambio, a la definición de escala de
Administración Especial, pues tienen asignadas
funciones que no son de carácter administrativo, de
carácter homogéneo y diferenciado en cada una de ellas.

En el Grupo B, de Administración Especial, se crean
los Cuerpos de Ingenieros Técnicos, con sus distintas
especialidades y de Arquitectos Técnicos y Apare-
jadores, estableciendo así una ordenación homogénea
con la propuesta para el Grupo A.
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Se crea el Cuerpo de Técnicos y Diplomados Espe-
cialistas, con sus distintas especialidades, que sustituye
al Cuerpo de Titulados Universitarios de Primer Ciclo.
En él se crean, por razones idénticas a las manifestadas
para el Grupo A, las escalas de Ayudantes de Archivo,
de Ayudantes de Biblioteca y de Ayudantes de Museo.

El Capítulo II, referente a la adquisición y pérdida de
la condición de funcionario, contiene una referencia
expresa a la jubilación, en la que se contempla la prolon-
gación de la permanencia en el servicio activo, así como
la jubilación voluntaria, de acuerdo con lo dispuesto en
la normativa básica estatal.

La selección y provisión son el objeto del Capítulo
III, que se ordena en dos secciones. La primera, relativa
a la selección del personal, sistematiza los sistemas de
selección en razón de la naturaleza jurídica del vínculo
de la clase de personal a la que se refiere.

En la selección del personal laboral establece, con
carácter general, el sistema de concurso oposición, con el
fin de posibilitar la existencia en el proceso selectivo de
las pruebas teóricas y prácticas precisas dirigidas a la
valoración de los conocimientos necesarios para el
desempeño de la profesión u oficio de que se trate.

El artículo 44.4 fija el plazo máximo para el desa-
rrollo de las pruebas selectivas, y recoge, de forma
expresa el carácter negativo del silencio administrativo
en los procedimientos de selección.

Especial atención merece la regulación de la
selección del personal temporal mediante un sistema de
bolsa o lista abierta y pública que, garantizando los prin-
cipios de igualdad, mérito y capacidad, posibilite la
necesaria agilidad en la selección.

Se regula, con carácter general, el contenido de las
convocatorias, el plazo para la resolución de los procedi-
mientos y los posibles cursos de formación así como los
requisitos de los aspirantes y los órganos de selección.

La Sección II fija los sistemas de provisión de
puestos de trabajo, tanto de carácter definitivo como
temporal, y establece, respecto de los primeros, el
contenido mínimo de la convocatoria, el plazo máximo
para su resolución y las condiciones de participación.
Junto a ello regula la movilidad voluntaria por razones
de salud, acoso laboral o violencia de género, la
remoción del puesto de trabajo y la reasignación de
efectivos, así como la posibilidad de que los concursos
tengan fase de resultas.

Como formas de provisión temporal se prevén la
adscripción temporal y la comisión de servicios, supri-
miendo, en esta ultima figura, la distinción entre
voluntaria y forzosa.

El Capítulo IV regula los derechos y deberes de los
funcionarios públicos con importantes innovaciones de
carácter social, a través del establecimiento en la Sección
I, como normativa propia, de un sistema de licencias y

permisos conciliador de la vida laboral y familiar, con
mejoras sustanciales derivadas de una mayor flexi-
bilidad.

La carrera administrativa es objeto de tratamiento en
la Sección II, en la que, junto a la regulación del grado
personal de acuerdo con lo establecido en la normativa
básica, se recoge la posibilidad de su adquisición a través
de la realización de cursos y por el cumplimiento de
otros requisitos.

El artículo 69 regula el derecho de preferencia, supri-
miendo el carácter forzoso de la participación en el
primer concurso de méritos que se convoque desde que
tiene lugar la situación de provisionalidad, y se deja a la
elección del interesado la determinación del concurso en
el que pretende ejercitar su preferencia, con la obligato-
riedad, en este caso, de solicitar todas las plazas
convocadas sobre las que tal preferencia recaiga.

Se prevé un sistema de evaluación del desempeño de
puestos de trabajo a través de comisiones de evaluación,
así como el desarrollo reglamentario de los sistemas de
formación dirigidos a la adquisición de los conoci-
mientos necesarios para el ejercicio de la función
directiva y se atribuye a la Junta de Castilla y León la
competencia para el establecimiento de los requisitos y
condiciones generales para el acceso a los puestos
directivos.

Por último, esta Sección prevé la promoción interna,
tanto a Cuerpos y Escalas del Grupo inmediatamente
superior como del mismo Grupo, recogiendo también la
posibilidad de que exista una promoción cruzada.

La Sección III, relativa a la formación, fomenta el
conocimiento, a través de ésta, en las materias rela-
cionadas con el ejercicio de sus funciones, de las pecu-
liaridades de la Comunidad en sus distintos ámbitos y
aspectos, así como de las nuevas tecnologías, e introduce
la previsión de la regulación reglamentaria de la
formación dirigida al ejercicio de la función directiva.

El Capítulo concluye con una Sección IV, referente
al régimen de incompatibilidades y a la responsabilidad
de los funcionarios públicos.

El régimen retributivo y de Seguridad Social es
objeto de regulación en el Capítulo V, que establece los
principios y conceptos retributivos y la forma de deter-
minación de sus cuantías.

El Capítulo VI contiene el régimen disciplinario en el
que se tipifican las faltas y sanciones e introduce, como
novedad, la tipificación como falta grave del acoso
laboral y de las conductas dirigidas al impedimento del
ejercicio de las funciones o al desprestigio, tanto profe-
sional como personal, de los funcionarios.

Las situaciones administrativas tienen su regulación
en el Capítulo VII, que incorpora a la Ley autonómica la
normativa básica del Estado en la materia con las adapta-
ciones precisas a la Administración de Castilla y León.
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V

La representación de los funcionarios y su partici-
pación en la determinación de las condiciones de trabajo
constituye el objeto del Título V, que, dividido en cuatro
Capítulos, desarrolla la normativa básica en lo que
respecta a este segmento del régimen estatutario de los
funcionarios públicos, que por su relevancia y singu-
laridad es objeto de tratamiento en un Título específico.

VI

En el ejercicio de la competencia establecida en el
artículo 39.3 del Estatuto de Autonomía de Castilla y
León, y respetando las peculiaridades derivadas del
Régimen Local y la distribución de competencias
efectuada en el artículo 149.1.18ª de la Constitución, así
como la autonomía organizativa de las Corporaciones
Locales, el Título VI se refiere al régimen estatutario de
los funcionarios de la Administración local en el ámbito
de la Comunidad de Castilla y León.

VII

Las Disposiciones Adicionales regulan cuestiones
incidentales, que sin embargo, son de gran trascendencia.

La Disposición Adicional Primera prevé el desarrollo
reglamentario de sistemas de integración en la Adminis-
tración Autonómica de las personas con discapacidad,
comprometiendo a la Junta de Castilla y León al desa-
rrollo de políticas activas de sensibilización, infor-
mación, motivación y formación encaminadas, en
cumplimiento del mandato contenido en el artículo 9.2
de la Constitución, a remover los obstáculos que vienen
dificultando, en la práctica, el acceso al empleo público
de ese colectivo de ciudadanos.

La Disposición Adicional Segunda contempla que,
por vía reglamentaria, pueda facilitarse la integración en
la Administración Autonómica de las personas en
situación o riesgo de exclusión social, a través de la
promoción de programas de inserción social para la
ocupación de puestos de carácter no permanente.

La Disposición Adicional Tercera regula la inte-
gración de los funcionarios transferidos, adaptándola a la
nueva ordenación de Cuerpos y Escalas.

Las Disposiciones Adicionales Séptima, Octava y
Novena prevén, respectivamente, la posibilidad de la
existencia de procesos de laboralización, funcionari-
zación y estatutarización.

La Disposición Adicional Decimotercera tiene por
objeto garantizar el respeto de los derechos económicos,
laborales y de protección social del personal al servicio
de la Administración de la Comunidad que pueda verse
afectado por los procesos de transferencia o delegación a
los que se refiere el artículo 26.3 del Estatuto de
Autonomía de Castilla y León.

VIII

Las Disposiciones Transitorias constituyen la
solución a problemas diversos de carácter temporal, y así
la Disposición Transitoria Segunda regula la aplicación
de la regulación establecida del personal interino
respecto del personal sanitario y docente, la Tercera
prevé el sistema de integración de los Cuerpos y Escalas
existentes a la nueva ordenación, la Cuarta regula la inte-
gración de los Cuerpos y Escalas Sanitarios y la Quinta
el acceso a la Función Pública del personal vinculado a
la Administración de la Comunidad de Castilla y León
mediante contrato administrativo de carácter temporal
formalizado con anterioridad al 24 de agosto de 1984.

Por último, en las Disposiciones Finales, se establece
el mandato de regulación legal del sistema de Cuerpos y
Escalas Sanitarios de la Administración de la Comunidad
de Castilla y León, de aprobación del reglamento
regulador del procedimiento de elaboración de las rela-
ciones de puestos de trabajo, del Consejo de la Función
Pública, así como el momento de la entrada en vigor de
la presente Ley.

TÍTULO I.

OBJETO, ÁMBITO DE APLICACIÓN Y PRIN-
CIPIOS.

CAPÍTULO I.- OBJETO Y ÁMBITO DE APLICACIÓN.

Artículo 1.- Objeto. 1. El objeto de esta Ley es la
regulación de la Función Pública de la Administración
de la Comunidad de Castilla y León, en ejercicio de las
competencias atribuidas por los artículos 32.1.1ª y 39.3
del Estatuto de Autonomía y en desarrollo de la
normativa básica del Estado, sin perjuicio de las disposi-
ciones que se refieren al personal al servicio de la Admi-
nistración Local.

2. La Función Pública de la Administración de la
Comunidad de Castilla y León integrada por el personal
a su servicio, es el instrumento a través del cual se
realizan, bajo la dirección de la Junta de Castilla y León,
los intereses públicos que la Constitución, el Estatuto de
Autonomía y las leyes han atribuido como propios a esta
Comunidad a los que se subordinan los intereses indivi-
duales y colectivos de sus miembros.

Artículo 2.- Ámbito de aplicación. 1. El ámbito de
aplicación de esta Ley se extiende a todo el personal al
servicio de la Administración General de la Comunidad
Autónoma de Castilla y León y de sus Organismos
Autónomos que perciba sus retribuciones con cargo a las
correspondientes consignaciones presupuestarias.

Los funcionarios de los entes públicos de derecho
privado se regirán por la legislación sobre Función
Pública que les resulte de aplicación, sin perjuicio de las
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determinaciones que al respecto puedan establecerse en
la respectiva ley de creación del ente público.

2. Los preceptos de la presente Ley serán de apli-
cación al personal docente no universitario en aquellas
materias que no se encuentren reguladas por la
normativa básica y específica que la desarrolla.

3. La presente Ley también será de aplicación al
personal de las Universidades Públicas en los términos
previstos por la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de
diciembre, de Universidades, sin perjuicio del respeto a
la autonomía universitaria.

4. Los preceptos relativos a los Títulos IV y V
contenidos en la presente Ley serán de aplicación al
personal estatutario de los servicios de salud, siempre
que sean compatibles con la naturaleza jurídica de su
relación con la Administración y no contravengan su
normativa propia, en los supuestos que se establezcan
reglamentariamente.

5. En el ámbito de sus competencias, la Junta de
Castilla y León podrá dictar normas específicas para
adecuar esta Ley a las peculiaridades del personal
docente, investigador y sanitario.

Al personal sanitario funcionario que preste sus
servicios en los centros e instituciones sanitarias de la
Gerencia Regional de Salud les será de aplicación lo
previsto en la Ley 55/2003, de 16 de diciembre, del
Estatuto Marco del personal estatutario de los servicios
de salud en todo aquello que no se oponga a la presente
Ley y demás normativa específica de aplicación. La
citada Ley 55/2003, de 16 de diciembre, será igualmente
de aplicación al personal sanitario laboral que preste
servicios en los centros y establecimientos sanitarios de
la Gerencia Regional de Salud si así se prevé en el
correspondiente convenio colectivo.

6.- Las disposiciones de la presente Ley serán de
aplicación a los funcionarios de la Administración Local
en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Castilla y
León, en los supuestos en que así lo establece la legis-
lación en materia de régimen local, según lo dispuesto en
el artículo 149.1.18ª de la Constitución y en el Estatuto
de Autonomía de Castilla y León y con respeto a la
autonomía organizativa de las Corporaciones Locales.

CAPÍTULO II.- PRINCIPIOS RECTORES.

Artículo 3.- Principios. La Función Pública de la
Administración de la Comunidad de Castilla y León se
ordena, para el cumplimiento de sus fines, de acuerdo
con los siguientes principios y criterios informadores:

a) Sometimiento pleno a la ley y al derecho.

b) Igualdad, mérito y capacidad.

c) Inamovilidad en la relación de servicio y en el
desempeño de las funciones, como garantía de la inde-
pendencia en la prestación de servicios.

d) Profesionalización de la carrera administrativa.

e) Eficacia en el servicio a los intereses generales.

f) Eficiencia en la utilización de los recursos.

g) Coordinación, cooperación e información entre las
Administraciones Públicas.

h) Participación y negociación para la determinación
de las condiciones de trabajo.

Artículo 4.- Valores éticos. El personal incluido en el
ámbito de aplicación de esta Ley, en el desarrollo de sus
funciones, actuará conforme a los valores de integridad y
ética profesional, neutralidad, imparcialidad, transpa-
rencia en la gestión, iniciativa, receptividad, coope-
ración, responsabilidad y servicio a los ciudadanos.

La Administración fomentará modelos de conducta
del personal a su servicio que integren los valores éticos
del servicio público en su actuación profesional y en sus
relaciones con los ciudadanos.

TÍTULO II.

ÓRGANOS SUPERIORES EN MATERIA DE
FUNCIÓN PÚBLICA.

Artículo 5.- Órganos superiores en materia de
función pública. Los Órganos Superiores competentes en
materia de Función Pública son:

a) La Junta de Castilla y León.

b) El Consejero competente en materia de Función
Pública.

c) El Consejero competente en materia de política
presupuestaria y de gasto público.

d) El Consejo de la Función Pública.

e) La Comisión Regional de la Función Pública.

Artículo 6.- La Junta de Castilla y León. 1. La Junta
de Castilla y León establece la política de personal,
dirige su desarrollo y aplicación y ejerce la potestad
reglamentaria en materia de Función Pública, sin
perjuicio de las competencias atribuidas a otros órganos.

2. Corresponde en particular a la Junta:

a) Establecer la política global de personal de la
Administración Pública de Castilla y León, señalando los
criterios para su coordinación y colaboración con otras
Administraciones Públicas.

b) Aprobar los Proyectos de Ley y los Decretos
relativos a la Función Pública.

c) Establecer las directrices conforme a las cuales
ejercerán sus competencias, en materia de Función
Pública los distintos órganos de la Administración, con
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arreglo a criterios que permitan una gestión de personal
coordinada y eficaz.

d) Dictar las instrucciones a que deberán atenerse los
representantes de la Administración en relación a la
negociación con la representación sindical de los funcio-
narios en materia de condiciones de empleo y, en
particular, de las establecidas en los apartados l) y r) de
este párrafo, así como aprobar, en su caso, los acuerdos
alcanzados.

e) Establecer las condiciones de empleo para los
casos en que no se produzca acuerdo en la negociación a
que se refiere el apartado anterior, oído el Consejo de la
Función Pública.

f) Establecer los criterios de actuación a que han de
sujetarse los representantes de la Administración en la
negociación colectiva con el personal laboral.

g) Aprobar las directrices sobre programación de las
necesidades de personal a medio y largo plazo.

h) Aprobar las relaciones de puestos de trabajo y su
clasificación, así como, en su caso, los correspondientes
catálogos.

i) Aprobar los intervalos de niveles de puestos de
trabajo asignados a cada Cuerpo o Escala, procurando su
similitud con los establecidos en la Administración del
Estado, y las directrices generales sobre promoción de
los funcionarios.

j) Aprobar la oferta de empleo público.

k) Regular las condiciones generales de ingreso en la
Función Pública de Castilla y León en el marco de esta
Ley.

l) Establecer anualmente las normas y criterios para
la aplicación del régimen retributivo de los funcionarios
y restante personal al servicio de la Administración
Pública de Castilla y León, a iniciativa de los Consejeros
con competencias en materia de Política Presupuestaria y
Gasto Público y de Función Pública, y a propuesta de
este último.

m) Determinar el número de puestos, características y
retribuciones, reservados al personal eventual, dentro de
los créditos presupuestarios consignados al efecto.

n) Determinar las condiciones para la integración de
funcionarios transferidos en los Cuerpos o Escalas esta-
blecidos en esta Ley.

ñ) Resolver, previos los informes o dictámenes perti-
nentes, los expedientes disciplinarios que impliquen
separación definitiva del servicio de los funcionarios.

o) Establecer las especialidades de los Cuerpos o
Escalas que se estimen necesarias para la más eficaz
actuación de los distintos sectores de la actividad admi-
nistrativa.

p) Establecer los diplomas que sean procedentes.

q) Establecer los requisitos y condiciones generales
para el acceso a los puestos directivos de la Adminis-
tración Autonómica.

r) Establecer la jornada de trabajo.

s) Aprobar los planes de empleo a iniciativa de la
Consejería o Consejerías afectadas, a propuesta de
aquella que ostente las competencias en materia de
Función Pública y previo informe de la competente en
materia de Política Presupuestaria y Gasto Público.

t) Aprobar las medidas que garanticen los servicios
mínimos en los casos de huelga de los empleados
públicos que afecte con carácter general a toda la Admi-
nistración autonómica, a propuesta del Consejero con
competencia en materia de Función Pública previa
iniciativa del resto de Consejerías de la Comunidad
Autónoma.

u) Ejercer cualquier otra competencia que le sea
atribuida por la normativa vigente.

3. La Junta, mediante Decreto, fijará las compe-
tencias en materia de personal, no atribuidas a otros
órganos en esta Ley, que corresponden a los Consejeros,
Secretarios Generales, Director General de Función
Pública u otros órganos.

Artículo 7.- El Consejero competente en materia de
Función Pública . 1. Corresponde al Consejero
competente en materia de Función Pública el desarrollo
general, la coordinación y el control de la ejecución de la
política de la Junta de Castilla y León en materia de
Función Pública.

2. En particular le competen las siguientes atribu-
ciones:

a) La elaboración de los proyectos de normas de
general aplicación en materia de Función Pública, propo-
niendo a la Junta su aprobación.

b) Impulsar, coordinar y controlar la ejecución de la
política de personal.

c) Velar por el cumplimiento de las normas de
general aplicación en materia de Función Pública y de
personal por parte de los órganos de la Administración, y
ejercer la inspección general sobre el personal.

d) Impulsar, coordinar y, en su caso, establecer los
planes, medidas y actividades tendentes a mejorar la
formación y promoción del personal al servicio de la
Administración de la Comunidad de Castilla y León.

e) Informar y someter a la aprobación de la Junta las
relaciones de puestos de trabajo, análisis, clasificación y
valoración de los mismos, así como la determinación de
los requisitos necesarios para ocuparlos.

f) Dictar instrucciones y normas para la formali-
zación de las relaciones de puestos de trabajo, así como
para asegurar la unidad de criterios en esta materia.
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g) Proponer a la Junta de Castilla y León los
intervalos de niveles correspondientes a los distintos
Grupos de clasificación de funcionarios.

h) Proponer a la Junta de Castilla y León el estableci-
miento de la jornada de trabajo.

i) La convocatoria y resolución de concursos de
provisión de puestos de trabajo a propuesta de las Conse-
jerías interesadas.

j) Elaborar el proyecto de oferta de empleo público y
proponer a la Junta su aprobación.

k) La convocatoria de pruebas de selección de
personal, a propuesta de las correspondientes Conse-
jerías, estableciendo las bases, programas y contenido de
las mismas.

l) El nombramiento como funcionarios de aquellos
aspirantes que hayan superado las pruebas de acceso a la
función pública de la Administración de Castilla y León
y la expedición de los correspondientes títulos.

m) La resolución de los expedientes sobre incompati-
bilidades del personal al servicio de la Administración de
la Comunidad de Castilla y León.

n) Intervenir en las negociaciones de los convenios
colectivos así como en las de las Mesas de Negociación
que correspondan con los respectivos representantes del
personal según se disponga reglamentariamente, y esta-
blecer los criterios básicos que garanticen la homoge-
neidad y concordancia de los acuerdos.

ñ) Aprobar las normas de desarrollo sobre organi-
zación y funcionamiento del Registro de Personal.

o) Otorgar los premios, recompensas y distinciones
que reglamentariamente se determinen.

p) Reconocer las situaciones administrativas de los
funcionarios.

q) Informar los anteproyectos de ley y proyectos de
disposiciones generales relativos a cuestiones propias de
otras Consejerías en los aspectos que afecten a la política
de personal.

r) Autorizar las comisiones de servicio entre distintas
Consejerías y Organismos Autónomos de la Adminis-
tración de la Comunidad de Castilla y León.

s) Reconocer la adquisición y cambio de grado
personal.

t) Mantener la adecuada coordinación con los
órganos de las demás Administraciones Públicas compe-
tentes en materia de Función Pública.

u) Realizar las clasificaciones pertinentes y aprobar la
integración del personal transferido.

v) Aprobar las medidas que garanticen los servicios
mínimos en los casos de huelga de los empleados

públicos no comprendidas en el artículo 6.2 letra t), a
propuesta del Consejero o Consejeros que correspondan.

x) El ejercicio de las competencias que en materia de
Función Pública y de Personal le sean asignadas por la
normativa vigente así como aquellas otras que no sean
atribuidas expresamente a otros órganos.

Artículo 8.- Delegación de competencias. 1. Sin
perjuicio de la posibilidad de delegación de las compe-
tencias establecidas conforme a lo dispuesto en la
normativa vigente, podrán ser objeto de delegación en
los Consejeros competentes en materia de Educación y
de Sanidad, en cuanto afecten al personal docente y
sanitario respectivamente las establecidas en los
apartados a), b), c), d), i), k), o) y p) del artículo 7.2, así
como la intervención en las negociaciones previstas en el
apartado n), cuando se refieran a sus propios ámbitos, en
la Mesa de negociación que corresponda.

2. La delegación, en su caso, de la competencia
prevista en el apartado c) del artículo 7.2 lo será sin
perjuicio de la inspección general sobre todo el personal
que corresponde al Consejero competente en materia de
Función Pública.

Artículo 9.- Comunicación e Información. En el
ejercicio de las competencias delegadas se garantizará la
adecuada comunicación con la Consejería con compe-
tencias en materia de Función Pública, la cual deberá ser
informada previamente a la adopción de cuantas medidas
puedan llegar a trascender de los ámbitos sanitario y
docente.

Artículo 10.- El Consejero competente en materia de
política presupuestaria y de gasto público. Corresponde
al Consejero competente en materia de política presu-
puestaria y de gasto público:

a) Proponer a la Junta de Castilla y León, en el marco
de la política general económica y presupuestaria, las
directrices a que deberán ajustarse los gastos de personal
al servicio de la Administración de Castilla y León.

b) Informar las medidas en materia de personal que
puedan suponer modificación en el gasto.

c) Informar los planes de empleo, así como las previ-
siones y medidas que se deriven de los mismos y que
tengan incidencia en el gasto público.

Artículo 11.- El Consejo de la Función Pública. 1. El
Consejo de la Función Pública, adscrito a la Consejería
competente en materia de Función Pública, se constituye
como órgano superior colegiado de relación con el
personal al servicio de la Administración de la
Comunidad de Castilla y León incluido en el ámbito de
aplicación de esta Ley, con las funciones de coordi-
nación, consulta, asesoramiento y participación de aquel
en la política de función pública.



12786 22 de Julio de 2005 B.O. Cortes C. y L. N.º 177

2. Estará integrado por:

- El Consejero competente en materia de Función
Pública, que será el Presidente.

- El Director General de la Función Pública, que será
el Vicepresidente.

- Los Secretarios Generales de todas las Consejerías.

- El Director General competente en materia de
presupuestos.

- El Director de los Servicios Jurídicos.

- El Director General competente en materia de orga-
nización, modernización y planificación administrativa.

- El Interventor General.

- Doce representantes del personal, designados por
las Organizaciones Sindicales, en proporción a su repre-
sentatividad respectiva.

- Actuará de Secretario del Consejo de la Función
Pública un funcionario designado a este efecto por Orden
de la Consejería de Presidencia y Administración Terri-
torial, el cual tendrá voz, pero no voto.

3. La composición de todos los órganos internos que
pudieran crearse en el seno del Consejo de la Función
Pública, incluida la Comisión Permanente, garantizará la
representación del personal, procurando mantener
análoga proporción que la que se establece para el
mismo en este artículo.

4. Corresponde al Consejo de la Función Pública:

a) Informar los anteproyectos de ley y los proyectos
de disposiciones generales en materia de personal.

b) Informar sobre las decisiones relevantes en materia
de personal que le sean consultadas por la Junta de
Castilla y León o el Consejero competente en materia de
Función Pública, y en todo caso sobre las señaladas en
los apartados g), h), i), j), k), l), n), ñ), o), r), s) y t) del
artículo 6.2 y apartado v) del artículo 7.2 de la presente
Ley, con la salvedad prevista en el apartado 2 del
artículo 23.

c) Debatir y proponer, por iniciativa propia, las
medidas necesarias para la coordinación de la política de
personal, mejorar la organización de la Función Pública,
las condiciones de empleo, el rendimiento y la conside-
ración social del personal al servicio de la Adminis-
tración de Castilla y León.

d) Elaborar sus normas de organización y funciona-
miento, y su posterior remisión a la Junta para su apro-
bación.

e) Informar los planes de empleo antes de su apro-
bación por la Junta de Castilla y León.

f) Conocer cualquier otro asunto que su Presidente
someta a su consideración.

Artículo 12.- La Comisión Regional de la Función
Pública. La Comisión Regional de la Función Pública,
adscrita a la Consejería competente en materia de
Función Pública, será el órgano superior colegiado de
coordinación, en materia de función pública, entre la
Administración de la Comunidad de Castilla y León y la
Administración Local, y en ella existirán representantes
de ambas, conforme se determine reglamentariamente.

TÍTULO III.

PLANIFICACIÓN Y ORGANIZACIÓN DE LA
FUNCIÓN PÚBLICA.

CAPÍTULO I. CLASES DE PERSONAL.

Artículo 13.- Personal al servicio de la Adminis-
tración de Castilla y León. El personal al servicio de la
Administración de la Comunidad de Castilla y León
incluido en el ámbito de aplicación de esta Ley se
clasifica del modo siguiente:

a) personal funcionario

b) personal interino

c) personal eventual

d) personal laboral

2. A efectos de lo dispuesto en el artículo 2.4 es
personal estatutario el incluido en el ámbito de apli-
cación del Estatuto Marco del personal estatutario de los
servicios de salud y normas de desarrollo, que preste sus
servicios en los centros e instituciones sanitarias del
Servicio de Salud de Castilla y León bajo la relación
funcionarial especial de personal estatutario, conforme
esté establecido en su normativa específica.

Artículo 14.- Personal Funcionario. 1. Es personal
funcionario quien, en virtud de nombramiento legal, está
vinculado a la Administración de la Comunidad de
Castilla y León por una relación estatutaria de carácter
permanente, regulada por el derecho administrativo, para
la prestación de servicios profesionales retribuidos.

2. Con carácter general, los puestos de la Adminis-
tración de la Comunidad de Castilla y León serán desem-
peñados por funcionarios. Se exceptúan de la regla
anterior y podrán desempeñarse por personal laboral:

a) Los puestos cuyas actividades sean propias de
oficios, así como las de vigilancia, custodia, porteo y
otras análogas.

b) Los puestos de carácter instrumental correspon-
dientes a las áreas de mantenimiento y conservación de
edificios, equipos e instalaciones, artes gráficas,
encuestas, protección civil y comunicación social, así
como los puestos de las áreas de expresión artística y los
vinculados directamente a su desarrollo, servicios
sociales y protección de menores.
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c) Los puestos correspondientes a áreas de acti-
vidades que requieran conocimientos técnicos especia-
lizados que no correspondan a Cuerpos o Escalas de
funcionarios.

3. Queda, en todo caso, reservado al personal
funcionario el desempeño de puestos de trabajo que
impliquen el ejercicio de autoridad, fe pública o asesora-
miento legal, control interno de la gestión económico-
financiera y presupuestaria, contabilidad y tesorería así
como cualesquiera otros que supongan el ejercicio de
una función pública o aquellos que, en desarrollo de la
presente Ley, se reserven a dicho personal para la mayor
garantía de la objetividad, imparcialidad e independencia
de su desempeño.

Artículo 15. Personal interino. 1. Es personal interino
el que, por razones de urgente necesidad expresamente
justificadas y mediante nombramiento por plazo no
superior a dos años, bien ocupa provisionalmente
puestos de trabajo vacantes adscritos a funcionarios en
las correspondientes relaciones y dotados presupuesta-
riamente, bien es nombrado para cubrir las vacantes
temporales producidas por funcionarios en los casos o
situaciones en que éstos tengan derecho a reserva de
plaza.

2. Únicamente podrá nombrarse personal interino
cuando, para el normal funcionamiento de los servicios,
resultara estrictamente necesaria la cobertura del puesto
de trabajo y no fuera posible, con la urgencia exigida por
las circunstancias, su provisión por funcionario, ni
siquiera provisionalmente. Tales circunstancias deberán
justificarse en cada caso concreto.

3. La selección de personal interino deberá efectuarse
atendiendo a los principios de publicidad, igualdad,
mérito y capacidad. En todo caso, para ocupar el puesto
de trabajo vacante, deberán reunirse los requisitos
generales de titulación y las demás condiciones exigidas
para participar en las pruebas de acceso a los correspon-
dientes Cuerpos, Escalas o Especialidades como funcio-
narios.

4. El personal interino cesará automáticamente en el
desempeño del puesto de trabajo, sin derecho a indemni-
zación alguna:

a) Cuando el puesto de trabajo sea provisto por
funcionarios por cualquiera de las modalidades
legalmente previstas.

b) Cuando se incorpore el funcionario titular
sustituido.

c) Cuando la plaza sea suprimida en la plantilla o en
las relaciones de puestos de trabajo.

d) Cuando desaparezcan las razones de urgente
necesidad que motivaron la cobertura interina.

e) Cuando transcurra el plazo máximo de dos años
desde la toma de posesión.

5. El puesto de trabajo cubierto interinamente habrá
de ser incluido en el primer concurso anual que se
convoque, sin perjuicio de que pueda incluirse en oferta
de puestos al personal funcionario de nuevo ingreso,
salvo que pertenezca a un funcionario que se encuentre
en alguna de las situaciones que impliquen reserva de
plaza.

6. En ningún caso la prestación de servicios en
calidad de personal interino se considerará mérito
especial para el acceso a la condición de funcionario o
para la promoción interna.

7. Al personal interino le será aplicable por analogía
el régimen general del personal funcionario, salvo en
aquellos aspectos que sean disconformes con la natu-
raleza de su condición, los cuales podrán precisarse,
cuando fuere necesario, en una norma de rango regla-
mentario.

Artículo 16.- Personal eventual. 1. Es personal
eventual el que, en virtud de nombramiento y con
carácter no permanente, realiza funciones en puestos de
trabajo expresamente calificados como de confianza o
asesoramiento especial no reservados a funcionarios o a
personal laboral, y retribuidos con cargo a los créditos
presupuestarios consignados para este fin.

Su nombramiento y cese serán libres, correspon-
diendo exclusivamente a los miembros de la Junta de
Castilla y León y serán publicados en el Boletín Oficial
de Castilla y León.

2. El personal eventual cesará automáticamente al
cesar la Autoridad que lo nombró, lo que no generará en
ningún caso derecho a indemnización.

3. En ningún caso el desempeño de un puesto de
trabajo reservado a personal eventual constituirá mérito
para el acceso a la función pública o para la promoción
interna.

4. La Junta de Castilla y León determinará el número
de puestos con sus características y retribuciones
reservados al personal eventual, siempre en función de
los créditos presupuestarios consignados al efecto.

5. Los funcionarios de la Administración de la
Comunidad Autónoma que presten servicios como
personal eventual pasarán a la situación de servicios
especiales, cuando no opten por permanecer en la
situación de servicio activo. En estos casos las dota-
ciones correspondientes a los puestos de trabajo eventual
desempeñados por funcionarios no podrán ser aplicadas
mientras se mantenga esa situación.

Artículo 17.- Personal laboral. 1. Es personal laboral
el que, en virtud de contrato de esta naturaleza,
desempeña puesto de trabajo calificado como tal en las
correspondientes relaciones de puestos.
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El personal laboral se clasifica en fijo y temporal.

Forman el personal laboral fijo quienes se encuentren
vinculados a la Administración de la Comunidad de
Castilla y León por una relación profesional y
permanente de empleo en la que concurran las notas de
ajenidad, dependencia, voluntariedad y retribución, en
virtud de contrato de naturaleza laboral, que deberá
formalizarse siempre por escrito.

Forman el personal laboral temporal quienes hayan
sido contratados por escrito con sujeción a la normativa
laboral vigente sobre contratación temporal.

2. Solamente se podrá contratar personal, en régimen
laboral con carácter fijo, para la provisión de puestos de
trabajo de carácter permanente cuando éstos estén clasi-
ficados como tales en la relación de puestos de trabajo y
con cargo a los créditos presupuestarios consignados con
esta finalidad.

3. También podrán desempeñarse por personal
laboral los trabajos de naturaleza no permanente para la
realización de actividades específicas de carácter
ocasional o urgente, así como las dirigidas a satisfacer
necesidades de carácter periódico o discontinuo.

4. En ningún caso se podrá contratar personal en
régimen laboral para ocupar puestos de trabajo clasi-
ficados exclusivamente para funcionarios o personal
eventual. El quebrantamiento de esta prohibición dará
lugar a la nulidad del acto correspondiente, sin perjuicio
de las responsabilidades que procedan.

5. El personal laboral se regirá por el Estatuto de los
Trabajadores, las disposiciones específicas que se dicten,
los Convenios Colectivos que se acuerden, y demás
normas que le sean aplicables, así como por la presente
Ley.

CAPÍTULO II. PLANIFICACIÓN Y
PROGRAMACIÓN.

Artículo 18.- Objeto de la planificación de recursos
humanos. La planificación de los recursos humanos de la
Administración de la Comunidad de Castilla y León
tendrá por objeto lograr su adecuada dimensión, distri-
bución y capacitación para la mejora en la prestación de
los servicios.

Artículo 19.- Planes de Empleo. 1. La Adminis-
tración de la Comunidad de Castilla y León podrá
elaborar planes de empleo, referidos tanto a personal
funcionario como laboral, que contendrán de forma
conjunta las actuaciones a desarrollar para la óptima
utilización de los recursos humanos en el ámbito a que
afecten, dentro de los límites presupuestarios y de
acuerdo con las directrices de política de personal.

Las actuaciones previstas para el personal laboral en
los planes de empleo, se desarrollarán conforme a la
normativa específica del ordenamiento jurídico laboral.

2. Los planes de empleo, que podrán afectar a una o
varias Consejerías, Organismos o áreas administrativas,
podrán contener las siguientes previsiones y medidas:

a) Previsiones sobre modificación de estructuras
organizativas y de puestos de trabajo.

b) Suspensión de incorporaciones de personal externo
al ámbito afectado, tanto las derivadas de oferta de
empleo como de procesos de movilidad.

c) Reasignación de efectivos de personal.

d) Establecimiento de cursos de formación y capaci-
tación.

e) Autorización de concursos de provisión de puestos
limitados al personal de los ámbitos que se determinen.

f) Medidas específicas de promoción interna.

g) Prestación de servicios a tiempo parcial.

h) Necesidades adicionales de recursos humanos que
habrán de integrarse, en su caso, en la oferta de empleo
público.

i) Otras medidas que procedan en relación con los
objetivos del plan de empleo.

Las memorias justificativas de los planes de empleo
contendrán las referencias temporales que procedan,
respecto de las previsiones y medidas establecidas en los
mismos.

3. El personal afectado por un plan de empleo, podrá
ser reasignado en otras Administraciones Públicas en los
términos que establezcan los convenios que, a tal efecto,
puedan suscribirse entre ellas.

4. Los planes de empleo serán negociados con las
Organizaciones Sindicales más representativas, en su
ámbito respectivo, en las materias objeto de negociación
conforme la legislación vigente.

Artículo 20.- Oferta de Empleo Público. 1. Las nece-
sidades de recursos humanos con asignación presu-
puestaria que no puedan ser cubiertas con los efectivos
de personal existentes, serán objeto de oferta de empleo
público cuya periodicidad será anual.

El Consejero competente en materia de Función
Pública, previas las propuestas de cada Consejería,
elaborará el proyecto de Oferta de Empleo Público que
será sometido a la aprobación de la Junta de Castilla y
León.

2. La oferta de empleo público se publicará en el
Boletín Oficial de Castilla y León, cuantificándose las
necesidades de recursos humanos y su distribución por
grupos.

3. Los puestos de trabajo ofertados a los aspirantes
seleccionados en las convocatorias derivadas de las nece-
sidades de recursos humanos cuantificadas en la oferta
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de empleo no requerirán haber sido incluidos en
concurso de méritos con carácter previo.

En cualquier caso, la concreción de dichos puestos de
trabajo se efectuará en el momento de su oferta a los
aspirantes seleccionados.

CAPÍTULO III.- ORGANIZACIÓN.

Artículo 21.- Plantilla. 1. La plantilla de personal es
la relación de plazas dotadas presupuestariamente que
corresponden a cada uno de los Grupos y Cuerpos de
funcionarios y a cada uno de los Grupos de clasificación
del personal laboral.

2. La plantilla de personal funcionario y laboral, así
definida, es el instrumento de coordinación entre la
estructura de la función pública y las decisiones presu-
puestarias.

3. Las dotaciones presupuestarias para el personal se
distribuirán entre los programas de gasto de las distintas
Consejerías, de forma que quede garantizado el
necesario equilibrio entre los medios materiales y
humanos asignados a cada uno de ellos y el correcto
funcionamiento de los servicios prestados a los
ciudadanos.

4. Las plantillas deberán responder a los principios de
racionalidad, eficiencia y economía.

5. Reglamentariamente se determinará el procedi-
miento de actualización, mantenimiento y modificación
de la relación numérica de plazas correspondientes a
cada Cuerpo, Escala o Grupo que, respetando la plantilla
de personal, exprese de forma cuantitativa las nece-
sidades existentes de personal en cada momento.

Artículo 22.- Relaciones de puestos de trabajo. 1. Las
relaciones de puestos de trabajo son el instrumento
técnico a través del cual la Administración racionaliza y
ordena sus recursos humanos para una eficaz prestación
del servicio público y establece los requisitos para el
desempeño de cada puesto de trabajo, así como su valo-
ración.

2. La creación, modificación o supresión de puestos
de trabajo se realizará a través de la relación de puestos
de trabajo. La aprobación de modificaciones en la
estructura orgánica de las Consejerías exigirá la modifi-
cación y adecuación de las correspondientes relaciones
de puestos de trabajo en un plazo máximo de seis meses
y, en el mismo plazo, la de los créditos presupuestarios
que, en su caso, fueren necesarios para atender la modifi-
cación de las retribuciones, si se produjeran.

3. Únicamente las relaciones de puestos de trabajo
podrán determinar los Cuerpos o Escalas de funcionarios
que puedan desempeñar los puestos a los que
corresponda el ejercicio de las facultades, funciones o
atribuciones propias de los órganos administrativos.

4. La provisión de puestos de trabajo a desempeñar
por personal funcionario o laboral y la formalización de
nuevos contratos de personal laboral requerirán que los
puestos figuren detallados en las respectivas relaciones,
con las únicas excepciones que, a efectos presupues-
tarios, se prevean en la Ley de Presupuestos Generales
de la Comunidad de Castilla y León.

En todo caso este requisito no será preciso cuando se
trate de realizar tareas de carácter no permanente,
mediante contratos de trabajo de duración determinada y
con cargo a créditos correspondientes a personal laboral
temporal.

Artículo 23.- Tramitación y aprobación de las rela-
ciones de puestos de trabajo . 1. Las Consejerías
elaborarán y remitirán a la de Presidencia y Adminis-
tración Territorial las relaciones de puestos de trabajo
permanentes de su estructura orgánica, actualizándolas
cuando las modificaciones habidas en ésta así lo exijan.

El procedimiento para la tramitación de las relaciones
de puestos de trabajo se realizará en la forma y con los
requisitos que se determinen reglamentariamente, garan-
tizando en todo caso la participación de los represen-
tantes de los empleados públicos en este procedimiento.

2. No obstante, cuando la modificación de la relación
de puestos de trabajo sea debida a la ejecución de una
resolución judicial firme o a la supresión de puestos de
trabajo declarados a extinguir, únicamente se requerirá
para su aprobación por la Junta de Castilla y León, el
informe de las Consejerías competentes en materia de
Función Pública y de Presupuesto y Gasto Público.

3. La Junta de Castilla y León, a propuesta de la
Consejería competente en materia de Función Pública,
aprobará las relaciones de puestos de trabajo
previamente negociadas con los representantes sindicales
e informadas por el Consejo de la Función Pública y
ordenará su publicación en el Boletín Oficial de Castilla
y León.

Artículo 24.- Contenido de las relaciones de puestos
de trabajo. 1. Las relaciones de puestos de trabajo
contendrán, necesariamente, los siguientes datos de cada
puesto:

a) Órgano o dependencia al que se adscribe, localidad
o localidades, y en su caso demarcación.

b) Denominación, tipo, características esenciales y
sistema de provisión del puesto en función de las
mismas.

c) Requisitos exigidos para su desempeño, especi-
ficando si corresponde a funcionario o personal laboral
así como la posibilidad, en su caso, de desempeño por
personal de otras Administraciones Públicas.

d) Grupo o Grupos, con expresión del Cuerpo o
Escala y, en su caso, Especialidad a los que se adscribe,
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así como nivel y retribuciones complementarias cuando
se trate de puestos de trabajo reservados a funcionarios,
y de la categoría, y, en su caso, especialidad, cuando se
trate de puestos de personal laboral.

2. Podrá omitirse la expresión del Cuerpo, Escala o
Especialidad, en el caso de puestos de trabajo de
personal funcionario, y de la Categoría o Especialidad,
en los de personal laboral, en aquellos puestos de trabajo
cuya forma de provisión sea la libre designación, de
rango igual o superior a Jefe de Servicio.

Artículo 25.- Puestos de carácter directivo. 1. Las
relaciones de puestos de trabajo podrán determinar el
carácter directivo de aquellos puestos de trabajo cuyas
tareas esenciales se correspondan con la función general
de dirección, programación, coordinación y evaluación
de la actuación administrativa, en los distintos ámbitos
de prestación del servicio público.

2. Los puestos de trabajo de carácter directivo se
adscribirán, en todo caso, al Grupo superior en que se
clasifican los Cuerpos, Escalas o categorías del personal
al servicio de la Administración de Castilla y León.

3. El desempeño de los puestos de trabajo de carácter
directivo estará sometido al sistema de evaluación
previsto en el artículo 70.

Artículo 26.- Registro General de Personal. 1. En el
Registro General de Personal de la Comunidad de
Castilla y León, que estará integrado en la Dirección
General de la Función Pública, figurará inscrito en la
forma que reglamentariamente se establezca, el personal
comprendido dentro del ámbito de aplicación de esta Ley
con exclusión del recogido en el artículo 2.6, y en él se
anotarán preceptivamente todos los actos que afecten a la
vida administrativa del mismo.

2. Su organización y funcionamiento, que facilitará
su coordinación con el Registro Central y con los
Registros de Personal de otras Administraciones
Públicas, se determinará por Decreto de la Junta de
Castilla y León.

Corresponde a cada Consejería facilitar los datos
iniciales y mantener permanentemente actualizada la
información.

3. La previa inscripción en el Registro General de
Personal es requisito imprescindible para que puedan
acreditarse en nómina retribuciones al personal que debe
figurar en el mismo, en la forma que reglamentariamente
se determine.

4. Salvo los incrementos legalmente establecidos y de
general aplicación, en ningún caso podrán incluirse en
nómina nuevas remuneraciones, sin que previamente se
haya comunicado al Registro General de Personal la
resolución o acto por el que han sido reconocidas.

5. En el Registro General de Personal no figurará
ningún dato relativo a la raza, opinión o religión.

Artículo 27.- Acceso a los datos del Registro. 1. La
utilización de los datos que consten en el Registro
General de Personal estará sometida a las limitaciones
previstas en el artículo 18.4 de la Constitución y a las
cautelas que, en orden a su confidencialidad, se esta-
blezcan en la legislación de protección de datos de
carácter personal.

2. El personal que figure inscrito en el Registro
General tendrá libre acceso a su expediente individual y
a los datos de su vida administrativa que figuren
inscritos.

TÍTULO IV. DEL RÉGIMEN ESTATUTARIO DE
LOS FUNCIONARIOS PÚBLICOS.

CAPÍTULO I. CUERPOS Y ESCALAS.

Artículo 28.- Ordenación del personal funcionario.
Los funcionarios de la Administración de la Comunidad
de Castilla y León se ordenan en Cuerpos, Escalas y
Especialidades, que se agruparán, de acuerdo con el
nivel de titulación exigida para su ingreso, en los
siguientes Grupos:

Grupo A. Título de Doctor, Licenciado, Ingeniero,
Arquitecto o equivalente.

Grupo B. Título de Ingeniero Técnico, Diplomado
Universitario, Arquitecto Técnico, Formación Profe-
sional de tercer grado o equivalente.

Grupo C. Título de bachiller, Formación Profesional
de segundo grado o equivalente.

Grupo D. Título de Graduado en Educación
Secundaria Obligatoria, Título de Graduado Escolar,
Formación Profesional de primer grado o equivalente.

Grupo E. Certificado de escolaridad.

Artículo 29.- Cuerpos, Escalas y Especialidades. 1.
En cada Grupo podrán existir Cuerpos, en razón de la
titulación exigida para el ingreso y a las características
comunes de las funciones que les corresponden.

2. En cada Cuerpo podrán existir Escalas en razón al
carácter unitario, homogéneo y específico de las
funciones que les sean atribuidas, dentro de las que
corresponden al Cuerpo al que pertenecen.

3. En los Cuerpos o Escalas de Administración
Especial podrán existir especialidades en razón de la titu-
lación específica exigida para el ingreso, dentro de las
que corresponden al Cuerpo al que pertenecen.

4. Los Cuerpos y Escalas de funcionarios no podrán
tener asignadas las facultades o atribuciones propias de
los órganos administrativos.
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5. En ningún caso podrán existir diferentes Cuerpos o
Escalas que realicen funciones similares o análogas y
para cuyo ingreso se exija la misma titulación.

Artículo 30.- Cuerpos de Administración General y
Especial. 1. Son Cuerpos de Administración General
aquellos que tienen atribuidas funciones comunes en el
ejercicio de la actividad administrativa.

2. Son Cuerpos de Administración Especial aquellos
que tienen atribuido el desempeño de funciones propias
de oficios o profesiones.

Artículo 31.- Cuerpos de Administración General. 1.
Los Cuerpos de Administración General son los
siguientes:

- Cuerpo Superior de la Administración, del Grupo
A, que desempeñará las funciones de programación,
dirección, estudio, propuesta, coordinación, ejecución,
control e inspección de carácter administrativo.

- Cuerpo de Gestión de la Administración, del Grupo
B, que desempeñará actividades de impulso, gestión,
tramitación, apoyo y colaboración.

- Cuerpo Administrativo, del Grupo C, que desa-
rrollará tareas administrativas de trámite y colaboración
no asignadas al Cuerpo de Gestión de la Administración.

- Cuerpo Auxiliar, Grupo D, que realizará trabajos de
archivo, mecanografía y ofimática, registro y despacho
de correspondencia, cálculo, manejo de máquinas y otros
similares.

Artículo 32.- Cuerpos y Escalas de Administración
Especial.

1. A los Cuerpos y Escalas de Administración
Especial, les corresponde el ejercicio de las funciones
propias de su profesión específica.

2. Los Cuerpos y Escalas de Administración
Especial, del Grupo A, son los siguientes:

- Cuerpo de Ingenieros Superiores, en sus distintas
especialidades según la titulación exigida.

- Cuerpo de Arquitectos.

- Cuerpo de Letrados de la Comunidad de Castilla y
León.

- Cuerpo Superior de Administración Económico-
Financiera.

- Cuerpo Facultativo Superior, en sus distintas espe-
cialidades según la titulación exigida.

En este Cuerpo existirán las siguientes Escalas:

- Escala de Seguridad e Higiene en el Trabajo.

- Escala de Archiveros.

- Escala de Bibliotecarios.

- Escala de Conservadores de Museos.

3. Los Cuerpos y Escalas de Administración Especial
del Grupo B son los siguientes:

- Cuerpo de Ingenieros Técnicos, en sus distintas
especialidades según la titulación exigida.

- Cuerpo de Arquitectos Técnicos y Aparejadores.

- Cuerpo de Gestión Económico-Financiera.

- Cuerpo de Técnicos y Diplomados especialistas, en
sus distintas especialidades según la titulación exigida.

En este Cuerpo existirán las siguientes Escalas:

- Escala de Inspectores de Consumo.

- Escala de Inspectores de calidad y fraude
Alimentario.

- Escala de Formación Ocupacional.

- Escala de Seguridad e Higiene en el trabajo.

- Escala de Ayudantes de Biblioteca.

- Escala de Ayudantes de Archivo.

- Escala de Ayudantes de Museo.

4. En el Grupo C, Administración Especial, existirá
el Cuerpo de Ayudantes Facultativos en sus distintas
especialidades.

En este Cuerpo existirá la Escala de Agentes Medio-
ambientales.

5. En el Grupo D, Administración Especial, existirá
el Cuerpo de Auxiliares Facultativos, en sus distintas
especialidades.

Artículo 33.- Cuerpos y Escalas Docentes. 1. Son
funcionarios docentes los pertenecientes a los Cuerpos,
Escalas y Especialidades en que se ordena la Función
Pública docente no universitaria, con la denominación y
atribuciones previstas en su legislación específica. Desa-
rrollarán sus funciones con carácter esencialmente
departamental en el ámbito de la Administración
Educativa.

2. Dichos funcionarios podrán desempeñar puestos
de trabajo en la Consejería que tenga atribuidas las
competencias en materia de educación, siempre que
tengan la consideración de Administración Educativa y
así se establezca en la relación de puestos de trabajo. En
cualquier caso tal desempeño no dará lugar a la consoli-
dación del grado personal.

Artículo 34.- Cuerpos y Escalas Sanitarios. 1.
Corresponde a los funcionarios de los Cuerpos y Escalas
Sanitarios el desempeño de los puestos de trabajo que
supongan el ejercicio de funciones de tal carácter para
las que se exija una formación o titulación determinada.
Desarrollaran sus funciones en el ámbito de la Adminis-
tración Sanitaria.
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2. La determinación, dentro de cada Grupo de clasifi-
cación, de los distintos Cuerpos y Escalas Sanitarios de
la Administración de la Comunidad de Castilla y León,
se realizará a través de Ley de las Cortes de Castilla y
León.

Artículo 35.- La creación, modificación y supresión
de Cuerpos y Escalas. 1. La creación, modificación y
supresión de Cuerpos y Escalas se hará por Ley de las
Cortes de Castilla y León.

2. Las Leyes de creación de los Cuerpos o Escalas
determinarán, como mínimo:

a) La denominación y Grupo de pertenencia.

b) Definición de las funciones a desarrollar por los
miembros del Cuerpo o Escala.

c) Nivel de titulación o titulaciones concretas
exigidas para el ingreso en el Cuerpo o Escala.

3. Las especialidades que sean necesarias en cada
Cuerpo o Escala serán establecidas por Decreto de la
Junta de Castilla y León.

CAPÍTULO II. ADQUISICIÓN Y PÉRDIDA DE LA
CONDICIÓN DE FUNCIONARIO.

Artículo 36.- Adquisición de la condición de
funcionario. 1. La condición de funcionario se adquiere
por el cumplimiento sucesivo de los siguientes
requisitos:

a) Superación de las pruebas de selección y, en su
caso, de los cursos de formación que sean procedentes.

b) Nombramiento conferido por la autoridad
competente.

c) Juramento o promesa de acatar la Constitución, el
Estatuto de Autonomía de Castilla y León y las leyes, en
el ejercicio de las funciones atribuidas.

d) Toma de posesión dentro del plazo que reglamen-
tariamente se determine.

2. No podrán ser nombrados funcionarios y quedarán
sin efecto las actuaciones relativas a quienes no
acrediten, una vez superado el proceso selectivo, que
reúnen los requisitos y condiciones exigidos en la convo-
catoria.

Artículo 37.- Pérdida de la condición de funcionario.
1. La condición de funcionario se pierde por cualquiera
de las siguientes causas:

a) Renuncia del interesado formalizada por escrito.

b) Sanción disciplinaria de separación del servicio.

c) Pena principal o accesoria de inhabilitación
absoluta o especial para empleo o cargo público.

d) Pérdida de la nacionalidad española o, en su caso,
de la nacionalidad de alguno de los Estados que integran
la Unión Europea o la de aquellos Estados a los que en
virtud de Tratados Internacionales celebrados por la
Comunidad Europea y ratificados por España, les sea de
aplicación la libre circulación de trabajadores del artículo
39 del Tratado Constitutivo de la Comunidad Europea.

e) Jubilación.

f) Aquellas otras que estén previstas en una norma
con rango de Ley.

2. Quienes hubieren perdido su condición de
funcionario por alguna de las causas previstas en la letra
d) o en la letra e) cuando la jubilación lo sea por inca-
pacidad permanente, podrán solicitar la rehabilitación en
aquella, de conformidad con el procedimiento que
reglamentariamente se establezca.

Podrá también concederse, por acuerdo de la Junta de
Castilla y León y a petición del interesado, la rehabili-
tación de quien hubiera sido condenado a la pena
principal o accesoria de inhabilitación, una vez cumplida
ésta, atendiendo a las circunstancias y entidad del delito
cometido.

La recuperación de la condición de funcionario
prevista en este apartado se regirá por lo regulado en la
normativa reglamentaria que al efecto se dicte, que, en
todo caso, contemplará informe individualizado del
Consejo de la Función Pública.

Artículo 38.- Jubilación. 1. La jubilación se declarará
con carácter forzoso cuando el funcionario cumpla la
edad establecida en la legislación básica del Estado y en
los supuestos de jubilación por incapacidad según se
regule en la normativa específica.

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior y
respecto de la jubilación forzosa por edad, tal decla-
ración no se producirá hasta el momento en que el
funcionario cese en la situación de servicio activo, en
aquellos supuestos en que voluntariamente prolongue su
permanencia en la misma hasta la edad máxima
legalmente establecida.

De lo dispuesto en el párrafo anterior quedan excep-
tuados los funcionarios de aquellos Cuerpos y Escalas
cuya legislación específica así lo establezca.

2. Los funcionarios de la Administración Pública de
la Comunidad de Castilla y León podrán solicitar la jubi-
lación voluntaria cuando se den los supuestos previstos
en la legislación básica del Estado.

CAPÍTULO III. SELECCIÓN Y PROVISIÓN.

SECCIÓN I. SELECCIÓN.

Artículo 39.- Selección. 1. La Administración de la
Comunidad de Castilla y León seleccionará a su
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personal, ya sea funcionario o laboral fijo, con criterios
de objetividad, previa convocatoria pública, a través de
los sistemas de oposición, concurso-oposición o
concurso, en los que se garanticen los principios de
igualdad, mérito y capacidad previstos en el artículo 103
de la Constitución, así como el de publicidad.

2. Los procedimientos de selección cuidarán espe-
cialmente la conexión entre el tipo de pruebas a superar
y la adecuación a los puestos de trabajo que se hayan de
desempeñar, incluyendo a tal efecto las pruebas prácticas
que sean precisas.

3. Cuando concurran circunstancias que así lo
aconsejen, la totalidad o parte de las pruebas podrán
celebrarse de forma descentralizada, según se determine
en las respectivas convocatorias.

Artículo 40.- Sistemas de selección. 1. Oposición. El
sistema de oposición consistirá en celebrar las pruebas
exigidas en la convocatoria para determinar la aptitud de
los aspirantes y el orden de prelación de éstos.

2. Concurso-oposición. El concurso-oposición
consistirá en la celebración, como partes del procedi-
miento de selección, de una fase de oposición y otra de
concurso. En ningún caso la puntuación que pudiera
obtenerse en la fase de concurso dispensará de la
necesidad de superar las pruebas selectivas de la fase de
oposición.

3. Concurso. El concurso consistirá en la calificación
de los méritos aducidos y acreditados por los aspirantes,
conforme al baremo incluido en la convocatoria, y en
fijar el orden de prelación de los mismos en la selección.

Artículo 41.- Selección de personal funcionario. 1. El
acceso a los Cuerpos y Escalas de funcionarios de la
Administración de la Comunidad de Castilla y León se
producirá, como norma general, a través del sistema de
oposición.

2. Cuando por la naturaleza de las funciones a
desempeñar se hayan de valorar determinados méritos o
niveles de experiencia, podrá utilizarse el sistema de
concurso-oposición.

3. El sistema de concurso sólo se aplicará excepcio-
nalmente para seleccionar personal funcionario, previa
resolución motivada de la Junta de Castilla y León, y
siempre que una ley específica lo prevea.

Artículo 42.- Selección de personal laboral fijo. 1.
Los sistemas selectivos son el concurso oposición y, con
carácter excepcional, la oposición y el concurso. Para la
selección del personal laboral el sistema general será el
concurso-oposición.

2. El personal seleccionado deberá superar el período
de prueba establecido, en su caso, para cada categoría
profesional por la legislación laboral.

Artículo 43.- Selección de personal temporal. 1. La
selección del personal interino así como la contratación
del personal temporal a excepción del docente y sanitario
que se regirá por sus normas específicas, se realizará
mediante un sistema de bolsa o lista abierta y pública
que, garantizando los principios de publicidad, igualdad,
mérito y capacidad, posibilite la necesaria agilidad en la
selección.

2. A tales efectos, se constituirá una bolsa de empleo
por cada Cuerpo, Escala y Especialidad, en su caso, o
Categoría profesional, con los aspirantes de los procesos
selectivos convocados en desarrollo de las correspon-
dientes Ofertas de Empleo Público, en la que se inte-
grarán preferentemente aquellos aspirantes que,
habiendo ejercido esta opción que vendrá prevista en la
propia solicitud de participación en los procesos
selectivos, hubieran aprobado alguna de las fases o
pruebas de que consten éstos, sin llegar a su superación y
consiguiente nombramiento.

3. En ausencia de bolsas de empleo y hasta que se
conformen las resultantes de la correspondiente Oferta
de Empleo Público, la selección se realizará mediante
convocatoria específica.

Artículo 44.- Convocatorias. 1. Publicada la oferta de
empleo público, se procederá, con anterioridad al 1 de
octubre del año correspondiente, a efectuar las convoca-
torias de las pruebas selectivas.

2. En las convocatorias, como mínimo, se hará
constar expresamente:

a) El número de vacantes, Grupo, Cuerpo, y, en su
caso, Escala, Especialidad o categoría laboral a que
correspondan, así como el número de plazas reservadas,
en su caso, a los turnos de promoción interna y de
personas con minusvalía.

b) Los requisitos y condiciones que deben reunir los
aspirantes.

c) Los sistemas selectivos, el contenido de las
pruebas y programas y, en su caso, la relación de
méritos, así como los criterios o normas de valoración.

d) La composición de los órganos de selección, y el
nombramiento de las personas que lo componen.

e) El calendario para la realización de las pruebas.

f) El modelo de instancia y la oficina pública en que
puede presentarse.

g) Indicación de los cursos de formación, en su caso,
con expresión de si tienen o no carácter selectivo.

h) La posibilidad de la integración en la bolsa de
empleo, prevista en el segundo apartado del artículo 43,
correspondiente al Cuerpo, Escala, Especialidad o
Categoría profesional objeto de la convocatoria, de los
aspirantes que, habiéndolo solicitado, aprueben alguna



12794 22 de Julio de 2005 B.O. Cortes C. y L. N.º 177

de las fases o pruebas de que conste el proceso sin llegar
a su superación.

3. Las convocatorias se publicarán en el Boletín
Oficial de Castilla y León y sus bases vinculan a la
Administración, a los órganos de selección que han de
juzgar las pruebas selectivas y a quienes participen en
estas.

4. El procedimiento selectivo deberá resolverse en el
plazo que, en atención a sus características, se determine
en la convocatoria. Dicho plazo no podrá exceder de
ocho meses. Los solicitantes podrán entender deses-
timadas sus peticiones transcurrido el tiempo máximo
establecido sin que recaiga resolución expresa.

Artículo 45.- Cursos de formación. 1. Aprobadas las
pruebas selectivas, los aspirantes al ingreso en la
Función Pública deberán superar, cuando así se prevea
en la convocatoria, un curso de formación, que tendrá
carácter eliminatorio cuando se establezca en aquella,
adaptado a la naturaleza de cada Cuerpo, Escala o Espe-
cialidad.

2. Durante el curso de formación los aspirantes
tendrán la consideración de funcionarios en prácticas,
con los derechos económicos que reglamentariamente se
determinen, computándose el tiempo en que perma-
nezcan en esta situación a todos los efectos, excepto para
la consolidación del grado personal.

3. La organización y realización de los cursos corres-
ponderá al órgano que reglamentariamente se determine
y podrá concertarse con otras entidades públicas.

Artículo 46.- Requisitos. 1. Para ser admitidos a las
pruebas de selección de funcionarios se requerirá:

a) Ser español, sin perjuicio de lo establecido en la
normativa vigente sobre acceso a determinados sectores
de la Función Pública de nacionales de los demás
Estados miembros de la Unión Europea, así como en
otros supuestos legalmente establecidos.

b) Tener cumplidos dieciocho años en la fecha en que
finalice el plazo de presentación de instancias o, en su
caso, cumplir los requisitos de edad establecidos
legalmente para el ingreso en el correspondiente Cuerpo
o Escala.

c) Poseer la capacidad necesaria para el desempeño
de las correspondientes funciones.

d) Estar en posesión del Título exigible, o en condi-
ciones de obtenerlo, en la fecha en que finalice el plazo
de presentación de solicitudes para tomar parte en las
pruebas selectivas.

e) No hallarse inhabilitado, por sentencia firme, para
el desempeño de funciones públicas, ni haber sido
separado, mediante expediente disciplinario, del servicio
de cualquier Administración Pública.

2. En las pruebas selectivas serán admitidas las
personas con discapacidad en igualdad de condiciones
con los demás aspirantes.

Se establecerán, para aquellas que lo soliciten y
acrediten su minusvalía en cualquier grado, las adapta-
ciones necesarias y posibles para la realización de tales
pruebas, y los cursos de formación.

Se reservará, a aquellos que acrediten la condición
legal de minusválido, un porcentaje no inferior al diez
por ciento de las vacantes de la oferta global de empleo
público, estableciéndose, igualmente, para aquellos que
lo soliciten, las adaptaciones posibles y necesarias para
la realización de las pruebas y los cursos de formación.

Artículo 47.- Órganos de selección. 1. Por Decreto de
la Junta de Castilla y León, a propuesta de la Consejería
de Presidencia y Administración Territorial, se regulará
la composición y funcionamiento de los órganos para la
selección del personal, garantizando la especialización
de sus integrantes, así como la agilidad y objetividad del
proceso selectivo. En todo caso se garantizará la
presencia de al menos un representante del personal en
los órganos de selección.

2. La composición y el nombramiento de los órganos
de selección deberá efectuarse en la Orden de convo-
catoria de los procedimientos selectivos y sus miembros
deberán pertenecer a un Cuerpo o Escala para cuyo
ingreso se requiera titulación igual o superior a la exigida
a los candidatos.

3. Los órganos de selección no podrán estar formados
mayoritariamente por funcionarios de los Cuerpos o
Escalas a los que se refiera el procedimiento selectivo,
salvo las peculiaridades del personal docente e inves-
tigador.

4. Los órganos de selección no podrán aprobar ni
declarar que han superado las pruebas selectivas un
número de aspirantes superior al de las plazas
convocadas. Cualquier propuesta que contravenga lo
establecido, será nula de pleno derecho, sin perjuicio de
las responsabilidades en que hubieran podido incurrir.

5. Los Órganos de selección actuarán con plena
autonomía y sus miembros serán personalmente respon-
sables de la objetividad del procedimiento, del estricto
cumplimiento de las bases de la convocatoria y de los
plazos establecidos para la realización y calificación de
las pruebas y publicación de sus resultados.

SECCIÓN II. PROVISIÓN.

Artículo 48.- Procedimientos de provisión. 1. Los
puestos de trabajo serán desempeñados por el personal
que reúna las condiciones y requisitos que se determinen
en las Relaciones de Puestos de Trabajo.

2. Los puestos de trabajo adscritos a funcionarios se
proveerán por los siguientes procedimientos:
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a) Concurso. Constituye el sistema normal de
provisión. La periodicidad de su convocatoria será anual
y en él se tendrán únicamente en cuenta los méritos
exigidos en la correspondiente convocatoria, entre los
que figurarán los adecuados a las características de cada
puesto de trabajo, así como la posesión de un deter-
minado grado personal, la valoración del trabajo desa-
rrollado, los cursos de formación y perfeccionamiento
superados y la antigüedad.

b) Libre designación. Constituye el sistema excep-
cional de provisión de puestos de trabajo, mediante el
cual podrán proveerse los puestos iguales o superiores a
Jefes de Servicio y los de Secretarías de Altos Cargos,
así como aquellos otros que, por la importancia especial
de su carácter directivo o la índole de su responsabilidad,
y en atención a la naturaleza de las funciones, se
determinen en las relaciones de puestos de trabajo.

3. Las convocatorias para provisión de puestos de
trabajo por concurso o libre designación, así como sus
correspondientes resoluciones, deberán hacerse públicas
en el Boletín Oficial de Castilla y León.

4. Podrán participar en las convocatorias públicas
para la provisión de puestos de trabajo, los funcionarios
de la Administración de la Comunidad de Castilla y
León, cualquiera que sea su situación administrativa y
siempre que reúnan las condiciones generales exigidas y
los requisitos determinados en la convocatoria, con la
excepción de los suspensos en firme mientras dure la
suspensión.

5. Los sistemas de provisión de los puestos de trabajo
del personal laboral serán, según se establezca para cada
puesto en la correspondiente Relación de Puestos de
Trabajo, el concurso y la libre designación, que se
regirán por lo dispuesto en el convenio colectivo.

Artículo 49.- Movilidad interadministrativa. 1. Se
garantiza, de acuerdo con el principio de reciprocidad y
de conformidad con lo dispuesto en la legislación básica
del Estado, el derecho de los funcionarios de otras Admi-
nistraciones Públicas a acceder a los puestos de trabajo
de la Administración de la Comunidad de Castilla y
León, de acuerdo con los requisitos y condiciones que se
determinen en las relaciones de puestos de trabajo.

2. Los puestos de trabajo abiertos a funcionarios de
otras Administraciones Públicas se cubrirán por los
distintos sistemas de provisión vigente, en los que
podrán participar los funcionarios de otras Administra-
ciones Públicas, siempre que reúnan los requisitos esta-
blecidos en las relaciones de puestos de trabajo y en la
correspondiente convocatoria. Los funcionarios de otras
Administraciones Públicas que, a través de los procedi-
mientos de provisión citados, obtengan destino en la
Administración de Castilla y León se regirán por la legis-
lación en materia de función pública de la Comunidad
Autónoma.

3. En el marco de los acuerdos que se puedan
suscribir con otras Administraciones Públicas con el fin
de facilitar la movilidad entre los funcionarios de las
mismas, se tendrá especial consideración de los
supuestos de movilidad geográfica de las funcionarias
víctimas de violencia de género.

Artículo 50.- Concurso. 1. En las convocatorias de
los concursos deberán incluirse, en todo caso, los
siguientes datos y circunstancias:

a) Denominación, nivel, complemento específico, en
su caso, y localidad del puesto de trabajo.

b) Requisitos indispensables para desempeñarlo, que
deberán coincidir con los establecidos en las relaciones
de puestos de trabajo.

c) Méritos previstos y baremo para su puntuación.

d) Puntuación mínima para la adjudicación de las
vacantes convocadas.

e) Plazo de presentación de solicitudes, que no podrá
ser inferior a quince días hábiles.

2. El concurso deberá resolverse en el plazo que en
atención a sus características se establezca en la convo-
catoria, que en ningún caso podrá exceder de ocho
meses. El transcurso del plazo máximo establecido sin
que recaiga resolución expresa tendrá efectos desestima-
torios.

3. Excepcionalmente podrán convocarse concursos
de provisión de puestos de trabajo en las áreas, sectores o
Consejerías y Organismos que se determinen.

4. Los funcionarios deberán permanecer en cada
puesto de trabajo de destino definitivo un mínimo de dos
años para poder participar en los concursos, salvo en el
ámbito de la misma Consejería o en los supuestos de
remoción del puesto de trabajo, supresión del mismo o
cese en un puesto de libre designación.

A estos efectos, a los funcionarios que accedan a otro
Cuerpo o Escala por promoción interna o por integración
y permanezcan en el puesto de trabajo que desem-
peñaban se les computará el tiempo de servicios prestado
en dicho puesto en el Cuerpo o Escala de procedencia.

5. Los funcionarios que accedan a su puesto de
trabajo por el procedimiento de concurso podrán ser
removidos por causas sobrevenidas derivadas de una
alteración en el contenido del puesto, realizada a través
de las correspondientes relaciones, que modifique los
supuestos que sirvieron de base a la convocatoria, o de
una falta de capacidad para su desempeño manifestada
por rendimiento insuficiente, que no comporte inhibición
y que impida realizar con eficacia las funciones atri-
buidas al puesto. La remoción se efectuará, previo expe-
diente contradictorio, mediante resolución motivada del
órgano que realizó el nombramiento, oída la Junta de
Personal correspondiente.
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6. Podrán convocarse concursos con segunda fase de
adjudicación o resultas en los supuestos y en las condi-
ciones que reglamentariamente se determinen.

7. Únicamente podrán realizarse concursos espe-
cíficos, en la forma que reglamentariamente se esta-
blezca, en aquellos supuestos en que así se encuentre
previsto en las relaciones de puestos de trabajo, con
carácter excepcional y en atención a la especial natu-
raleza del puesto.

Artículo 51.- Libre designación. 1. Las convocatorias
para la provisión de puestos de libre designación
expresarán la denominación, nivel y localización del
puesto de trabajo, así como los requisitos indispensables
para poder optar a él, señalándose el plazo de presen-
tación de solicitudes, que no podrá ser inferior a quince
días hábiles. Los nombramientos por libre designación
requerirán el informe previo del titular del órgano
superior inmediato al que figure adscrito el puesto
convocado.

2. Los funcionarios que hayan accedido al puesto de
trabajo por el procedimiento de libre designación podrán
ser removidos del mismo con carácter discrecional.

Artículo 52.- Reasignación de efectivos. 1. Los
funcionarios cuyos puestos de trabajo sean objeto de
supresión como consecuencia de un plan de empleo
podrán ser destinados a otro puesto de trabajo por el
procedimiento de reasignación de efectivos, el cual se
efectuará aplicando criterios objetivos relacionados con
las aptitudes, formación, experiencia y antigüedad, que
se concretarán en el plan.

2. La adscripción al puesto adjudicado por reasig-
nación tendrá carácter definitivo y deberá ser comu-
nicada al Registro General de Personal.

3. Los funcionarios que, como consecuencia de la
reasignación de efectivos vean modificada la localidad
del puesto de trabajo, tendrán derecho a las indemniza-
ciones y ayudas que se establezcan en los propios planes
de empleo. Los mismos derechos se reconocerán a los
funcionarios en excedencia forzosa a quienes se asigne
destino en dichos planes.

4. La reasignación de efectivos podrá producirse en
las siguientes fases:

a) En el plazo máximo de seis meses desde la
supresión del puesto de trabajo, el Secretario General de
la Consejería en la que estuviera destinado el funcionario
podrá reasignarle a puesto de similares características,
funciones y retribuciones en el ámbito de la misma o de
los Organismos Autónomos a ella adscritos.

b) Si en el plazo señalado en la fase anterior el
funcionario no hubiera obtenido puesto en la Consejería
u Organismo Autónomo donde estaba destinado, podrá
ser reasignado por el Consejero competente en materia
de Función Pública, en un plazo máximo de tres meses, a

un puesto en otra Consejería u Organismo Autónomo, en
las mismas condiciones señaladas anteriormente.

Durante estas dos primeras fases, la reasignación
tendrá carácter obligatorio para puestos en el mismo
municipio, y voluntario para puestos que radiquen en
otro distinto.

En tanto no sea reasignado a un puesto durante las
dos fases citadas, el funcionario continuará percibiendo
las retribuciones del puesto que desempeñaba, con cargo
a la Consejería en que estaba destinado, y podrá enco-
mendársele tareas adecuadas a su Cuerpo o Escala de
pertenencia.

c) Los funcionarios que tras las anteriores fases de
reasignación de efectivos no hayan obtenido un puesto
de trabajo, serán adscritos a la Consejería de procedencia
a través de relaciones específicas de puestos en reasig-
nación, y serán declarados en situación administrativa de
expectativa de destino; durante esta situación, podrán ser
reasignados por el Consejero competente en materia de
Función Pública a puestos de similares características a
los que tenían de otras Consejerías; a estos efectos se
entenderán como puestos de similares características los
que guarden semejanza en su forma de provisión y retri-
buciones respecto del que venían desempeñando.

La reasignación conllevará el reingreso al servicio
activo y tendrá carácter obligatorio cuando el puesto
radique en la misma provincia, y voluntario cuando esté
situado en provincia distinta a la del puesto desem-
peñado en la Consejería de origen.

Artículo 53.- Traslados forzosos del puesto de
trabajo. 1. La Junta de Castilla y León podrá trasladar a
los funcionarios con carácter excepcional y por nece-
sidades justificadas del servicio a Unidades, Centros
Directivos o Consejerías distintas a las de su destino,
cambiando la adscripción de los puestos de trabajo de
que sean titulares a través de la modificación de la
correspondiente relación de puestos de trabajo y, en su
caso, de la estructura orgánica de la Consejería o Conse-
jerías afectadas.

2. El traslado no podrá suponer cambio en las retribu-
ciones, condiciones esenciales de trabajo y provincia de
destino del puesto afectado.

3. Cuando el nuevo destino implique cambio del
término municipal de residencia, los funcionarios
tendrán derecho a las indemnizaciones establecidas
reglamentariamente para los traslados forzosos en
territorio nacional.

Artículo 54.- Traslado por razones de violencia de
género. 1. La funcionaria víctima de violencia sobre la
mujer que se vea obligada a abandonar el puesto de
trabajo en la localidad donde venía prestando sus
servicios, para hacer efectiva su protección, o su derecho
a la asistencia social integral, tendrá derecho preferente a
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ocupar otro puesto de trabajo propio de su Cuerpo o
Escala y de análogas características que se encuentre
vacante y sea de necesaria provisión.

Las situaciones de violencia que dan lugar al recono-
cimiento de este derecho, se acreditarán con la orden de
protección a favor de la víctima y de manera excepcional
en tanto se dicte la necesaria orden de protección, con el
informe del Ministerio Fiscal que indique la existencia
de indicios de que la funcionaria es víctima de violencia
de género.

2. En tales supuestos la Junta de Castilla y León
estará obligada a comunicarle las vacantes de necesaria
provisión ubicadas en la misma localidad o en las loca-
lidades que la interesada expresamente solicite.

Artículo 55.- Traslado por causa de salud o acoso
laboral. 1. Podrá adscribirse a los funcionarios a puestos
de trabajo en distinta unidad o localidad, previa solicitud
basada en motivos de salud o rehabilitación del
funcionario, su cónyuge o los hijos a su cargo, con
previo informe del servicio médico oficial legalmente
establecido y condicionado a que existan puestos
vacantes con asignación presupuestaria cuyo nivel de
complemento de destino y específico no sea superior al
puesto de origen y se reúnan los requisitos para su
desempeño. Dicha adscripción tendrá carácter definitivo
cuando el funcionario ocupara con tal carácter su puesto
de origen.

2. La Junta de Castilla y León podrá extender la apli-
cación de la figura del traslado prevista en el presente
artículo, en idénticos términos a los establecidos en el
apartado precedente, a víctimas acreditadas de acoso
laboral en los términos en que esta última conducta se
define en el artículo 82.q) de la presente Ley, de acuerdo
con los requisitos, procedimiento y garantías que se
determinen reglamentariamente.

Artículo 56.- Sistemas de provisión de carácter
temporal.

1. Los funcionarios que reúnan las condiciones
exigidas en la relación de puestos de trabajo, podrán ser
adscritos provisionalmente a éstos, hasta tanto no se
proceda a su provisión definitiva mediante convocatoria
pública, en los siguientes supuestos:

a) Cese en un puesto de trabajo obtenido con carácter
definitivo, sin obtener otro por los sistemas legalmente
previstos.

b) Supresión del puesto de trabajo.

c) Reingreso al servicio activo de los funcionarios sin
reserva de puesto de trabajo.

Los funcionarios adscritos con carácter provisional a
un puesto tendrán derecho a percibir las retribuciones
complementarias correspondientes a este.

2. Los puestos de trabajo podrán ser provistos, en
caso de urgente e inaplazable necesidad, en comisión de
servicios con carácter voluntario, por un funcionario que
reúna los requisitos establecidos para su desempeño.

El puesto de trabajo cubierto temporalmente en
comisión de servicios será incluido, en su caso, en la
siguiente convocatoria por el sistema que corresponda.

CAPÍTULO IV. DERECHOS Y DEBERES.

SECCIÓN I. DERECHOS Y DEBERES.

Artículo 57.- Derechos. 1. Los funcionarios públicos
tienen los siguientes derechos profesionales:

a) Al mantenimiento de su condición funcionarial, al
desempeño efectivo de las tareas o funciones propias de
su Cuerpo o Escala disponiendo de los medios nece-
sarios para ello y a no ser removidos del puesto de
trabajo que desempeñen sino en los supuestos y condi-
ciones establecidos legalmente.

b) A la carrera profesional, a través de los meca-
nismos de progresión y promoción profesional esta-
blecidos en la Ley, de acuerdo con los principios de
igualdad, mérito y capacidad.

c) A percibir las retribuciones y las indemnizaciones
por razón del servicio establecidas legalmente.

d) A la formación y cualificación profesional.

e) A ser informados por sus jefes inmediatos de los
fines, organización y funcionamiento de la unidad admi-
nistrativa correspondiente, y en especial de su depen-
dencia jerárquica y de las atribuciones, deberes y respon-
sabilidad que les incumben.

f) A que sea respetada su intimidad y dignidad en el
trabajo.

g) Al disfrute de las vacaciones, permisos y licencias
establecidos.

h) A recibir por parte de la Administración Pública
protección eficaz en materia de prevención, seguridad y
salud en el trabajo.

i) A recibir asistencia y protección de la Adminis-
tración Pública en el ejercicio legítimo de sus tareas,
funciones o cargos, en los términos previstos en la Ley.

j) A la jubilación en los términos y condiciones esta-
blecidos.

k) A las prestaciones de Seguridad Social correspon-
dientes al régimen que les sea de aplicación.

l) Al ejercicio de las libertades sindicales y del
derecho de huelga de acuerdo con la legislación vigente
en la materia.

2. El régimen de derechos contenido en el apartado
anterior será aplicable al personal interino y al personal
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eventual en la medida que la naturaleza del derecho lo
permita, y al personal laboral al servicio de la Adminis-
tración Pública en cuanto tales derechos no vengan
regulados en su normativa laboral específica y sea
compatible con la naturaleza de la relación jurídica que
les vincula a la Administración.

3. Los funcionarios públicos podrán ser premiados,
conforme se determine reglamentariamente, en razón de
su prolongada permanencia en el servicio, jubilación o
cuando destaquen notoriamente en el cumplimiento de
sus funciones o presten servicios relevantes a la Admi-
nistración, con las siguientes distinciones: -insignias o
placas conmemorativas, -menciones honoríficas, -
premios en metálico y -condecoraciones y honores.

Artículo 58.- Vacaciones retribuidas. 1. Los funcio-
narios tendrán derecho a disfrutar, por cada año
completo de servicio activo, de unas vacaciones retri-
buidas de un mes natural o de los días que en proporción
les correspondan si el tiempo trabajado fuese menor.
Reglamentariamente se desarrollará el régimen de
disfrute de las vacaciones retribuidas, tanto el general,
que podrá incluir el cómputo del periodo legalmente
establecido por días hábiles así como su disfrute en
periodos fraccionados dentro del año natural al que
corresponda y hasta el 15 de enero del año siguiente,
como los regímenes especiales derivados de las peculia-
ridades del personal docente, investigador y sanitario.

2. Asimismo, tendrán derecho a un día hábil
adicional al cumplir quince años de servicio,
añadiéndose un día hábil más al cumplir los veinte, vein-
ticinco y treinta años de servicio, respectivamente, hasta
un total de cuatro días hábiles más por año natural. Este
derecho se hará efectivo a partir del año natural siguiente
al de cumplimiento de los años de servicio.

3. A los efectos previstos en este artículo no se consi-
derará días hábiles los sábados, sin perjuicio de las adap-
taciones que se establezcan para los horarios especiales.

El momento o periodo en que se hayan de disfrutar
las vacaciones se determinará teniendo en cuenta las
necesidades del servicio.

Artículo 59.- Permisos. 1. Se concederán permisos
por las siguientes causas y con la duración que se indica:

a) Por maternidad y paternidad, en los términos esta-
blecidos en el artículo 60 y en la legislación general.

b) Por nacimiento, acogimiento o adopción de un hijo
y por el fallecimiento, accidente o enfermedad grave de
un familiar dentro del primer grado de consanguinidad o
afinidad, tres días hábiles cuando el suceso se produzca
en la misma localidad, y cinco días hábiles cuando sea en
distinta localidad.

Cuando se trate del fallecimiento, accidente o
enfermedad grave de un familiar dentro del segundo
grado de consanguinidad o afinidad, el permiso será de

dos días hábiles cuando el suceso se produzca en la
misma localidad y cuatro días hábiles cuando sea en
distinta localidad.

En el supuesto de fallecimiento, accidente o
enfermedad grave de un familiar en tercer grado de
consanguinidad o afinidad el permiso será de un día
natural cuando el suceso se produzca en la misma
localidad, y dos días naturales cuando sea en localidad
distinta.

c) Por traslado de domicilio sin cambio de residencia,
dos días naturales. Si el traslado implicara cambio de
localidad el permiso será de tres días naturales.

d) Para realizar funciones sindicales, de formación
sindical o de representación del personal en los términos
que se determinen reglamentariamente.

e) Para concurrir a exámenes finales y a otras pruebas
definitivas de aptitud y evaluación en centros oficiales, el
día completo en que se realicen.

f) Por el tiempo indispensable para el cumplimiento
de un deber inexcusable de carácter público o personal.

g) Por razones particulares, subordinado su disfrute
en todo caso a las necesidades del servicio, un mínimo
de seis días hábiles.

h) Para la conciliación de la vida familiar y laboral,
entre los que se contarán el derecho a determinadas
ausencias del trabajo por hijo menor o la guarda legal de
familiares y cuantos otros puedan ser legal o reglamenta-
riamente establecidos, en los términos previstos en la
norma general o específica al efecto.

i) Un día hábil por matrimonio de un familiar hasta el
segundo grado de consanguinidad o afinidad, y dos días
naturales si fuera en lugar distinto al de su localidad.

2. Los funcionarios a quienes falten menos de cinco
años para cumplir la edad de jubilación forzosa, esta-
blecida en el artículo 33 de la Ley 30/1984, de 2 de
agosto, de Medidas para la Reforma de la Función
Pública, podrán obtener, a su solicitud, con excepción de
los funcionarios docentes, la reducción de su jornada de
trabajo hasta un medio, con la reducción proporcional de
las retribuciones, siempre que las necesidades del
servicio lo permitan.

3. La misma reducción de jornada y de igual forma
que la prevista en el apartado anterior podrá ser soli-
citada y obtenida, de manera temporal, por aquellos
empleados públicos que la precisen en procesos de recu-
peración por enfermedad, siempre que las necesidades
del servicio lo permitan.

4. Los funcionarios docentes mayores de 55 años que
lo soliciten tendrán derecho a la reducción de jornada
lectiva con la correspondiente disminución proporcional
de sus retribuciones, en los términos y condiciones que,
en desarrollo de esta norma, se establezcan.
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5. En los casos en los que las funcionarias víctimas
de violencia de género tuvieran que ausentarse por ello
de su puesto de trabajo, estas faltas de asistencia, totales
o parciales, tendrán la consideración de justificadas por
el tiempo y en las condiciones en que así lo determinen
los servicios sociales de atención o salud, según proceda.

Las funcionarias víctimas de violencia sobre la
mujer, para hacer efectiva su protección o su derecho a la
asistencia social integral, tendrán derecho a la reducción
de la jornada con disminución proporcional de la retri-
bución, o a la reordenación del tiempo de trabajo, a
través de la adaptación del horario, de la aplicación del
horario flexible o de otras formas de ordenación del
tiempo de trabajo que sean aplicables, en los términos
que para estos supuestos se establezcan reglamenta-
riamente por la Junta de Castilla y León. Las situaciones
de violencia que dan lugar al reconocimiento de este
derecho se acreditarán con la orden de protección a favor
de la víctima y, de manera excepcional en tanto se dicte
la necesaria orden de protección, con el informe del
Ministerio Fiscal que indique la existencia de indicios de
que la funcionaria es víctima de violencia de género.

Artículo 60.- Permisos por maternidad y paternidad.
1. En el supuesto de parto, la duración del permiso será
de dieciséis semanas ininterrumpidas, ampliables en el
caso de parto múltiple en dos semanas más por cada hijo
a partir del segundo. El permiso se distribuirá a opción
de la funcionaria siempre que seis semanas sean inme-
diatamente posteriores al parto. En caso de fallecimiento
de la madre, el padre podrá hacer uso de la totalidad o,
en su caso, de la parte que reste del permiso.

No obstante lo anterior, y sin perjuicio de las seis
semanas inmediatas posteriores al parto de descanso
obligatorio para la madre, en el caso de que la madre y el
padre trabajen, ésta, al iniciarse el período de descanso
por maternidad, podrá optar por que el padre disfrute de
una parte determinada e ininterrumpida del período de
descanso posterior al parto, bien de forma simultánea o
sucesiva con el de la madre, salvo que en el momento de
su efectividad la incorporación al trabajo de la madre
suponga un riesgo para su salud.

2. En los casos de parto prematuro y en aquellos en
que, por cualquier otra causa, el neonato deba
permanecer hospitalizado a continuación del parto, el
permiso podrá computarse, a instancia de la madre o, en
su defecto, del padre, a partir de la fecha del alta hospi-
talaria. Se excluyen de dicho cómputo las primeras seis
semanas posteriores al parto.

3. En los supuestos de adopción o acogimiento, tanto
preadoptivo como permanente, de menores de hasta seis
años, el permiso tendrá una duración de dieciséis
semanas ininterrumpidas, ampliables en el supuesto de
adopción o acogimiento múltiple en dos semanas más
por cada hijo a partir del segundo, contadas a la elección
del funcionario, bien a partir de la decisión adminis-

trativa o judicial de acogimiento, bien a partir de la reso-
lución judicial por la que se constituya la adopción. La
duración del permiso será, asimismo, de dieciséis
semanas en los supuestos de adopción o acogimiento de
menores, mayores de seis años de edad, cuando se trate
de menores discapacitados o minusválidos o que por sus
circunstancias y experiencias personales o que, por
provenir del extranjero, tengan especiales dificultades de
inserción social y familiar, debidamente acreditadas por
los servicios sociales competentes. En caso de que la
madre y el padre trabajen, el permiso se distribuirá a
opción de los interesados, que podrán disfrutarlo de
forma simultánea o sucesiva, siempre con períodos inin-
terrumpidos.

4. En los casos de disfrute simultáneo de períodos de
descanso, la suma de los mismos no podrá exceder de las
dieciséis semanas previstas en los apartados anteriores o
de las que correspondan en caso de parto múltiple.

5. Los permisos a que se refiere el presente artículo
podrán disfrutarse en régimen de jornada completa o a
tiempo parcial, a solicitud de los funcionarios y si lo
permiten las necesidades del servicio, en los términos
que reglamentariamente se determinen.

6. En los supuestos de adopción internacional o
acogimiento permanente, el permiso previsto para cada
caso en el presente artículo podrá iniciarse hasta cuatro
semanas antes de la resolución por la que se constituye la
adopción.

No obstante, en los supuestos de adopción interna-
cional o acogimiento permanente en que se exija la
permanencia o desplazamiento previo de los padres al
país de origen del adoptado y si constituye una obli-
gación impuesta como requisito inexcusable en la
normativa de aplicación, el permiso previsto en el
apartado 3 de este artículo se entenderá ampliado para
ambos padres por el tiempo que resulte necesario a tales
fines, siempre que el mismo no exceda de cuatro
semanas.

Artículo 61.- Permisos para la conciliación de la
vida familiar y laboral. Con el fin de conciliar la vida
laboral y familiar, los funcionarios tendrán derecho a los
siguientes permisos:

a) Para la realización de exámenes prenatales y
técnicas de preparación al parto, por el tiempo necesario
para su práctica y previa justificación de la necesidad de
su realización dentro de la jornada de trabajo.

b) Las funcionarias, por lactancia de un hijo menor
de doce meses, tendrán derecho a una hora diaria de
ausencia del trabajo, que podrán dividir en dos frac-
ciones. La madre por su voluntad podrá sustituir este
derecho por una reducción de la jornada normal en
media hora al inicio y al final de la jornada, o en una
hora al inicio o al final de la jornada, con la misma
finalidad. En los supuestos de parto múltiple este
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derecho se incrementará en media hora por cada hijo a
partir del segundo. Este derecho podrá ser ejercido indis-
tintamente por el padre o la madre, en el caso de que
ambos trabajen.

c) En los casos de nacimiento de hijos prematuros o
que, por cualquier causa, deban permanecer hospita-
lizados a continuación del parto, la funcionaria o
funcionario, tendrán derecho a ausentarse del trabajo
durante una hora. Asimismo, tendrán derecho a reducir
su jornada de trabajo hasta un máximo de dos horas, con
la disminución proporcional de sus retribuciones.

Reglamentariamente se determinará la reducción de
jornada de trabajo y reducción proporcional de retribu-
ciones.

d) El funcionario que, por razón de guarda legal,
tenga a su cuidado directo algún menor de ocho años,
anciano que requiera especial dedicación o a una persona
con un grado de minusvalía psíquica, física o sensorial
igual o superior al treinta y tres por ciento, que no desa-
rrolle actividad retribuida, tendrá derecho a una
reducción de jornada, a su elección, de entre un mínimo
de la décima parte y un máximo de la mitad de su
duración, con la reducción proporcional de sus retribu-
ciones. La concesión de la reducción de jornada por
razón de guarda legal será incompatible con la reali-
zación de cualquier otra actividad, sea o no remunerada,
durante el horario objeto de reducción.

En los casos debidamente justificados basados en la
incapacidad psíquica o física del cónyuge, padre o
madre, o ascendientes afines en primer grado, que
convivan con el funcionario, este podrá también solicitar
la reducción de jornada en las mismas condiciones
señaladas en el apartado anterior.

Artículo 62.- Licencias. 1. Podrán concederse
licencias retribuidas en los siguientes casos:

a) Por enfermedad, en los términos establecidos en la
normativa aplicable.

b) Por riesgo durante el embarazo, en los términos y
condiciones previstos en la normativa básica.

c) Por razón de matrimonio el funcionario tendrá
derecho a una licencia retribuida de quince días naturales
ininterrumpidos.

2. Podrán concederse además, licencias en los
siguientes casos y condiciones:

a) Por asuntos propios, cuya duración acumulada no
podrá exceder de tres meses cada dos años. Durante estas
licencias no se tendrá derecho a retribución alguna, sin
perjuicio de ser computables a efectos de antigüedad en
todo caso.

b) Para la realización de estudios sobre materias
directamente relacionadas con la Función Pública, previo
informe del superior jerárquico correspondiente y por el

tiempo que aquellos duren, con el límite máximo de doce
meses. Durante estas licencias se tendrá derecho a
percibir las retribuciones básicas. Si se trata de órdenes o
comisiones de servicio, el interesado percibirá la
totalidad de sus retribuciones, sin perjuicio de la conside-
ración, cuando proceda, de residencia eventual a efectos
de indemnizaciones por razón de servicio.

c) Para la colaboración en Programas de Cooperación
y Ayuda Humanitaria en situaciones de emergencia y
catástrofe generalizada declarada por los Organismos
Oficiales competentes, previo informe del superior
jerárquico, y con una duración máxima de tres meses,
salvo necesidad justificada del Programa. Durante la
misma el interesado percibirá la totalidad de sus retribu-
ciones, no pudiendo percibir compensación económica
alguna por parte de ninguna organización directamente
relacionada con la actividad a desarrollar.

d) Para la participación en Programas y Proyectos de
Ayuda y Cooperación al Desarrollo de Organismos
Oficiales, Organizaciones Internacionales Guberna-
mentales y Organizaciones No Gubernamentales acre-
ditadas, previo informe del superior jerárquico, y con
una duración máxima de tres meses, salvo necesidad
justificada del Programa. Durante esta licencia no se
tendrá derecho a retribución alguna, sin perjuicio de su
cómputo a efectos de antigüedad.

3. La concesión de licencias reguladas en el apartado
precedente se subordinará, en todo caso, a las nece-
sidades del servicio.

4. Reglamentariamente se desarrollara el régimen de
las licencias previstas en este artículo.

Artículo 63.- Deberes. 1. Son deberes de los funcio-
narios:

a) Respetar la Constitución, el Estatuto de Autonomía
y el resto del ordenamiento jurídico.

b) Ejercer sus tareas, funciones o cargos con lealtad e
imparcialidad y servir con objetividad los intereses
generales.

c) Cumplir con diligencia las instrucciones profe-
sionales recibidas por vía jerárquica.

d) Realizar con la debida aplicación las funciones o
tareas que tengan asignadas.

e) Cumplir el régimen de jornada y horario esta-
blecidos. La diferencia, dentro del cómputo mensual,
entre la jornada reglamentaria de trabajo y la efecti-
vamente realizada por el funcionario dará lugar, salvo
justificación, a la correspondiente deducción propor-
cional de haberes.

f) Mantener sigilo de los asuntos que conozcan por
razón de sus cargos o funciones y no hacer uso indebido
de la información obtenida.
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g) Guardar secreto de las materias clasificadas u otras
cuya difusión esté prohibida legalmente.

h) Dar cuenta a las autoridades competentes de
aquellas órdenes que, a su juicio, fuesen contrarias a la
legalidad o constitutivas de delito.

i) Cumplir el régimen de incompatibilidades.

j) Tratar con atención y respeto a los ciudadanos y
facilitar el cumplimiento de sus derechos y deberes.

k) Velar por la conservación y uso correcto de los
locales, material, documentos e información a su cargo.

l) No utilizar los medios propiedad de la Adminis-
tración en provecho propio ni ejercer sus cometidos de
forma que puedan beneficiar ilegítimamente a sí mismos
o a otras personas.

m) Tratar con corrección y consideración a los supe-
riores jerárquicos, compañeros y subordinados.

n) Cumplir las funciones para la atención de los
servicios mínimos fijados en caso de huelga.

ñ) Observar y poner en práctica las medidas de
prevención de riesgos que se adopten legal o reglamenta-
riamente.

2. Lo dispuesto en el apartado anterior será aplicable
al personal eventual, laboral e interino al servicio de la
Administración en cuanto tales deberes no vengan
regulados en su normativa específica.

SECCIÓN II. CARRERA ADMINISTRATIVA.

Artículo 64.- Carrera Administrativa. La carrera
administrativa se realizará a través de la promoción
profesional, mediante el reconocimiento al funcionario
de un grado personal así como el desempeño de puestos
de trabajo dentro del intervalo de niveles asignado al
Grupo de pertenencia y la promoción interna consistente
en el ascenso desde Cuerpos o Escalas de un Grupo de
titulación a otros del inmediato superior y, conforme
reglamentariamente se determine, en el acceso a otros
Cuerpos o Escalas del mismo Grupo de titulación.

Artículo 65.- Grado Personal. Todo funcionario
adquirirá un grado personal que se corresponderá con
alguno de los treinta niveles en que se clasifican los
puestos de trabajo.

Artículo 66.- Adquisición por desempeño de puesto.
1. El grado personal se adquiere por el desempeño de
uno o más puestos del nivel correspondiente durante dos
años continuados o tres con interrupción. Si durante el
tiempo en que el funcionario desempeñe un puesto de
trabajo se modificase su nivel, el tiempo de desempeño
se computará con el nivel más alto en que dicho puesto
hubiera estado clasificado.

2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior,
los funcionarios que obtengan un puesto de trabajo
superior en más de dos niveles al correspondiente a su
grado personal, consolidarán cada dos años de servicios
continuados el grado superior en dos niveles al que
poseyesen, sin que en ningún caso puedan superar el
correspondiente al del puesto desempeñado.

3. Los funcionarios de nuevo ingreso comenzarán a
consolidar el grado correspondiente al nivel del puesto al
que hayan sido destinados, salvo que los puestos así
desempeñados se hayan adjudicado con carácter provi-
sional en la respectiva Orden de nombramiento.

4. El tiempo de desempeño de puesto de trabajo con
carácter provisional se computará a efectos de adqui-
sición de grado personal cuando se ostente un puesto con
carácter definitivo o se obtenga posteriormente.

5. En ningún supuesto podrá consolidarse un grado
que no corresponda a uno de los niveles propios del
intervalo asignado al Grupo en que se encuentra clasi-
ficado el Cuerpo o Escala a que pertenezca el
funcionario.

6. A efectos de lo dispuesto en el apartado 1), los
servicios prestados en otras Administraciones Públicas
podrán ser computados, a elección del funcionario, para
la consolidación del grado en la Administración de la
Comunidad de Castilla y León.

7. El tiempo de permanencia en cualquiera de las
situaciones administrativas que conllevan reserva de
plaza y destino, será computado, a efectos de consoli-
dación del grado personal, como prestado en el último
puesto desempeñado con carácter definitivo en la
situación de servicio activo o en el que posteriormente se
hubiera obtenido con carácter definitivo.

8. A los funcionarios de otras Administraciones
Publicas, cuando presten sus servicios en la Adminis-
tración de Castilla y León, se les reconocerán los
servicios prestados en aquellas a efectos de consoli-
dación del grado así como el grado personal que tuvieren
reconocido en su Administración de origen hasta el
correspondiente al nivel máximo del intervalo atribuido a
su grupo de clasificación en la Administración de
Castilla y León.

Artículo 67.- Adquisición por cursos y otros
requisitos. 1. El grado personal podrá adquirirse también
por la superación de cursos específicos y por el cumpli-
miento de otros requisitos objetivos que reglamenta-
riamente se determinen por la Junta de Castilla y León.

2. El procedimiento de acceso a los cursos espe-
cíficos y la fijación de otros requisitos objetivos se
fundará exclusivamente en criterios de mérito y
capacidad y la selección deberá realizarse mediante
concurso.



12802 22 de Julio de 2005 B.O. Cortes C. y L. N.º 177

3. Entre los requisitos objetivos que reglamenta-
riamente puedan determinarse para la adquisición del
grado personal deberá figurar, en todo caso, el grado
personal consolidado inmediatamente inferior al corres-
pondiente al grado que se pretende consolidar. En
cualquier caso, para el acceso al grado consecutivo
superior será requisito imprescindible el transcurso de un
periodo mínimo de un año desde la consolidación del
inmediatamente inferior.

4. En todo caso será de aplicación lo dispuesto en el
apartado 5 del artículo precedente, y no podrá conso-
lidarse tampoco por el sistema previsto en este artículo
un grado personal superior en más de dos niveles al
correspondiente al puesto de trabajo desempeñado, salvo
que éste fuera inferior al grado que tuviere consolidado
el funcionario en el momento de su adscripción a dicho
puesto.

Artículo 68.- Reconocimiento del Grado Personal. 1.
El reconocimiento del grado personal corresponde al
Consejero competente en materia de Función Pública,
que sólo podrá delegar en el Director General de la
Función Pública. La resolución pondrá fin a la vía admi-
nistrativa.

2. La adquisición y los cambios de grado, previo su
reconocimiento, deberán anotarse en el Registro General
de Personal, y se harán constar en el expediente personal
del interesado.

3. El grado personal reconocido por otra Adminis-
tración Pública a los funcionarios que presten servicios
en la Administración de la Comunidad de Castilla y
León tendrá plenos efectos en ésta, previa anotación en
el Registro General de Personal.

Artículo 69.- Garantías derivadas del puesto de
trabajo. 1. Los funcionarios tendrán derecho, cualquiera
que sea el puesto de trabajo que desempeñen, a percibir
al menos el complemento de destino de los puestos del
nivel correspondiente a su grado personal.

2. a) Los funcionarios que cesen en un puesto de
trabajo que ocupen por el sistema de libre designación,
sin obtener otro por los sistemas previstos en el artículo
48 de esta Ley, quedarán a disposición del Secretario
General de la respectiva Consejería, que dispondrá su
adscripción provisional, en el plazo de un mes, a otro
correspondiente a su Cuerpo o Escala.

b) A los funcionarios que cesen en un puesto de
trabajo obtenido por concurso, incluidos los casos de
supresión del puesto, sin obtener otro por los sistemas
legalmente previstos, se les adscribirá provisionalmente
a un puesto correspondiente a su Cuerpo o Escala en los
mismos términos recogidos en el apartado anterior.

c) En el supuesto previsto en el apartado a) los
funcionarios tendrán derecho preferente para ocupar
puestos del mismo nivel al que tuvieran con carácter

definitivo con anterioridad a la libre designación, cual-
quiera que sea la Administración a la que dicho puesto
estuviese adscrito, bien en la localidad de éste, o bien en
la del puesto de libre designación, siempre que este
último se hubiera desempeñado durante un periodo
mínimo de seis meses.

En el supuesto previsto en el apartado b) los funcio-
narios tendrán derecho preferente para ocupar puesto del
mismo nivel y localidad al que ostentaban con carácter
definitivo.

d) El derecho de preferencia previsto podrá ejer-
citarse únicamente a través de la participación en
concurso de méritos.

Su ejercicio implica la obligatoriedad de solicitar
todas las vacantes ofertadas sobre las que recaiga la
preferencia, para las que el concursante cumpla los
requisitos establecidos.

El derecho de preferencia podrá hacerse valer por una
sola vez en el concurso de méritos que determine su
titular.

La preferencia no tiene un carácter absoluto, sino
que, en caso de incidir sobre más de una plaza, los
concursantes que pudieran ser postergados por los
preferentes serán aquellos que menor diferencial de
puntuación guarden con los preferentes conforme a los
méritos establecidos en la respectiva convocatoria. El
derecho preferente regulado en este artículo se extinguirá
al hacerse efectivo y, en todo caso, cuando se obtenga un
puesto de trabajo con carácter definitivo.

3. En los supuestos previstos en el apartado anterior,
la adscripción provisional se realizará en puesto de la
misma localidad, salvo que por resolución debidamente
motivada quede acreditada la inexistencia en aquella de
puestos de trabajo vacantes adscritos al correspondiente
Cuerpo o Escala. En todo caso el puesto al que se
adscriba al funcionario no podrá ser inferior en más de
dos niveles al de su grado personal consolidado.

4. Sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados ante-
riores, quienes cesen por alteración del contenido o
supresión de sus puestos en las relaciones de puestos de
trabajo continuarán percibiendo, en tanto que se les
adscriba a otro puesto y durante un plazo máximo de tres
meses, las retribuciones complementarias correspon-
dientes al puesto suprimido o cuyo contenido haya sido
alterado.

Artículo 70.- Evaluación del desempeño. 1. Progresi-
vamente se implantará un sistema de evaluación de los
diferentes puestos directivos y unidades con rango igual
o superior a jefatura de servicio que integran la Adminis-
tración de la Comunidad de Castilla y León, al objeto de
apreciar el nivel de su rendimiento y en el que se garan-
tizarán, en todo caso, los principios de igualdad, obje-
tividad, mérito, capacidad, eficacia administrativa y
seguridad jurídica.
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Dichas evaluaciones, que serán de carácter anual,
podrán extenderse a las unidades administrativas infe-
riores que tengan por objeto la prestación de servicios
diferenciados.

2. A tal efecto se tendrán fundamentalmente en
cuenta, como elementos de valoración, la cantidad y
calidad del trabajo realizado referidas a:

a) La organización de la unidad sometida a
evaluación, o de las unidades sobre las que despliega sus
efectos el puesto directivo en el caso de ser éste el
sometido a evaluación, y el resultado obtenido en
relación con los medios personales y materiales de que
se dispone así como en relación con los objetivos
propuestos.

b) La capacidad organizativa así como las propuestas
y mejoras introducidas en la unidad y en su funciona-
miento a instancia de su titular. En el supuesto de
evaluación de puestos directivos, la capacidad de
dirección, organización y mejora de las diferentes
unidades y funciones comprendidas en su ámbito de
actuación introducidas a instancia del titular del puesto
directivo.

3. La valoración se realizará por una Comisión de
Evaluación del Desempeño nombrada al efecto, cuya
creación, composición y funcionamiento se regulará por
Decreto de la Junta, a propuesta del Consejero
competente en materia de Función Pública. En la norma
reglamentaria podrá preverse el nombramiento de Comi-
siones de Evaluación Sectoriales. En todo caso, la
Comisión de Evaluación estará compuesta por un
mínimo de cinco miembros, uno de los cuales será
nombrado a propuesta de las Centrales Sindicales
presentes en la Mesa General de Negociación.

La Administración velará por la independencia de
esos funcionarios en el desempeño de sus actividades
evaluadoras.

4. La Comisión emitirá la evaluación, previa
audiencia del titular del puesto directivo o unidad admi-
nistrativa objeto de aquella, y dará traslado de la misma
al titular del órgano directivo del que dependa, a la
Dirección General de Función Pública y al órgano
directivo al que se encuentre adscrita la Inspección
General de Servicios.

5. Los resultados obtenidos en el proceso de
evaluación podrán tenerse en cuenta para la valoración
de los puestos de trabajo y, en su caso, para la determi-
nación del complemento de productividad, conforme a
las previsiones contenidas en el Capítulo V del presente
Título.

Artículo 71.- De la Promoción Interna. 1. Por la
Administración de la Comunidad de Castilla y León se
facilitará la promoción interna consistente en el ascenso
desde Cuerpos o Escalas de un grupo de titulación a
otros del inmediato superior.

Para participar en esta promoción interna, los funcio-
narios deberán poseer la titulación exigida para el
ingreso en los Cuerpos o Escalas a los que aspiran a
acceder, haber prestado servicios efectivos durante al
menos dos años como funcionario en Cuerpos o Escalas
del grupo de titulación inmediatamente inferior al del
Cuerpo o Escala al que pretenda acceder, y reunir los
requisitos y superar las pruebas que para cada caso esta-
blezca la Consejería con competencia en materia de
Función Pública, las cuales se desarrollarán bajo los
principios de igualdad, mérito y capacidad.

Dichas pruebas podrán llevarse a cabo en convoca-
torias independientes de las de ingreso cuando, por
conveniencia de la planificación general de los recursos
humanos, así lo autorice la Junta de Castilla y León.
Como regla general el sistema selectivo en los procesos
de promoción interna será el concurso-oposición.

Los funcionarios que accedan a otros Cuerpos o
Escalas por el sistema de promoción interna tendrán, en
todo caso, preferencia para cubrir los puestos de trabajo
vacantes ofertados sobre los aspirantes que no procedan
de este turno.

Asimismo, conservarán el grado personal conso-
lidado en el Cuerpo o Escala de procedencia, siempre
que se encuentre incluido en el intervalo de niveles
correspondiente al Grupo al que pertenezca el nuevo
Cuerpo o Escala, y el tiempo de servicios prestados en
aquéllos será de aplicación, en su caso, para la consoli-
dación del grado personal en éstos.

2. Con carácter excepcional, en las convocatorias de
promoción interna al cuerpo auxiliar de la Adminis-
tración de Castilla y León podrá autorizarse la partici-
pación, de acuerdo con las condiciones y requisitos que
al efecto se establezcan, del personal laboral al servicio
de la Administración General de la Comunidad de
Castilla y León y Organismos Autónomos dependientes
de ésta con la categoría profesional de personal
subalterno.

3. Salvo que exista una ley especial, la Junta de
Castilla y León, a propuesta del Consejero competente
en materia de Función Pública, podrá determinar los
Cuerpos y Escalas de la Administración de la
Comunidad de Castilla y León a los que podrán acceder
los funcionarios pertenecientes a otros de su mismo
Grupo, así como los requisitos exigibles para el acceso,
siempre que desempeñen funciones sustancialmente
coincidentes o análogas en su contenido profesional y en
su nivel técnico, se deriven ventajas para la gestión de
los servicios, se encuentren en posesión de la titulación
académica requerida y superen las correspondientes
pruebas.

A estos efectos, para el acceso a otros Cuerpos o
Escalas dentro de su mismo Grupo, los funcionarios que
reúnan las condiciones de la convocatoria deberán
superar únicamente aquella parte de las pruebas
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selectivas propia de la especialidad del Cuerpo o Escala
al que pretendan acceder, siendo de aplicación en todo lo
demás lo dispuesto en los apartados anteriores.

4. A propuesta del Consejero competente en materia
de Función Pública, la Junta de Castilla y León podrá
determinar los Cuerpos y Escalas de funcionarios a los
que podrá acceder el personal laboral de los grupos y
categorías profesionales equivalentes al grupo de titu-
lación correspondiente al Cuerpo o Escala al que se
pretenda acceder, siempre que desempeñen funciones
sustancialmente coincidentes o análogas en su contenido
profesional y en su nivel técnico, se deriven ventajas
para la gestión de los servicios, se encuentren en
posesión de la titulación académica requerida, hayan
prestado servicios efectivos durante al menos dos años
como personal laboral fijo en categorías del grupo profe-
sional al que pertenezcan y superen las correspondientes
pruebas.

5. A propuesta de la Consejería en que estén
destinados los aspirantes aprobados en el turno de
promoción interna y previa solicitud de éstos, podrá
adjudicárseles como destino el puesto de trabajo que
vinieran desempeñando con carácter definitivo, siempre
y cuando la forma de provisión sea el concurso y se
cumplan los requisitos establecidos en las Relaciones de
Puestos de Trabajo. En este caso, quedarán excluidos del
sistema de adjudicación de destinos por el orden de
puntuación obtenido en el proceso selectivo.

SECCIÓN III. FORMACIÓN.

Artículo 72.- Principios generales. 1. La Junta de
Castilla y León promoverá la formación continua de todo
el personal al servicio de la Administración de la
Comunidad en las materias relacionadas con el ejercicio
de sus funciones, procurando el desarrollo del conoci-
miento de las peculiaridades económicas, sociales,
culturales, institucionales y jurídicas de la Comunidad de
Castilla y León, así como de las nuevas tecnologías en el
ámbito de la Administración y establecerá sistemas de
formación dirigidos a facilitar la promoción interna.

2. Reglamentariamente se establecerán los sistemas
de formación dirigidos a la adquisición de los conoci-
mientos necesarios para el ejercicio de la función
directiva.

3. Los programas de formación del personal incluido
en el ámbito de aplicación de esta Ley contemplarán las
adaptaciones necesarias para facilitar el acceso y aprove-
chamiento de las personas con discapacidad.

4. Cuando el volumen de plazas ofertadas para la
promoción interna sea significativo, la Administración
podrá realizar cursos específicos de preparación para
dicha promoción.

SECCIÓN IV. INCOMPATIBILIDADES Y RESPON-
SABILIDADES.

Artículo 73.- Incompatibilidades. 1. El desempeño de
la función pública será incompatible con el ejercicio de
cualquier cargo, profesión o actividad, públicos o
privados, por cuenta propia o ajena, retribuidos o
meramente honoríficos, que impida o menoscabe el
exacto cumplimiento de los deberes de los funcionarios,
comprometan su imparcialidad o independencia o perju-
diquen a los intereses generales.

2. El personal al servicio de la Administración de la
Comunidad de Castilla y León queda sometido a la legis-
lación básica estatal en materia de incompatibilidades del
personal al servicio de las Administraciones Públicas y a
la normativa autonómica que se dicte en desarrollo de la
misma.

Artículo 74.- Responsabilidades. 1. Los funcionarios
serán responsables del correcto desarrollo y ejecución de
las funciones que tengan encomendadas.

2. La responsabilidad disciplinaria se exigirá
conforme a la normativa reguladora del régimen disci-
plinario.

CAPÍTULO V. RÉGIMEN RETRIBUTIVO Y DE
SEGURIDAD SOCIAL.

Artículo 75.- Principios retributivos. El régimen
retributivo del personal funcionario de la Administración
de Castilla y León se basa en los siguientes principios:

a) Las retribuciones deberán permitir al funcionario
atender con dignidad sus necesidades individuales y
familiares, sin necesidad de acudir al ejercicio de otras
actividades complementarias, lo que proporcionará una
Función Pública objetiva, imparcial y eficaz, integrada
por personas de cualificado nivel profesional y alto
grado de dedicación.

b) Se procurará que, en lo posible, las retribuciones
globales del personal sean similares a las de otras Admi-
nistraciones Públicas, y a las del sector privado, en el
territorio de la Comunidad Autónoma, para puestos y
funciones de análoga titulación, dedicación y responsa-
bilidad.

c) Las retribuciones serán acordes con las exigencias,
complejidad y responsabilidad de las funciones desem-
peñadas.

d) Los puestos de trabajo que requieran el mismo
nivel de titulación, tengan idéntico grado de dificultad
técnica, responsabilidad e incompatibilidad y cuyas
tareas y condiciones de empleo sean similares, serán
retribuidos en idéntica cuantía.

e) Los funcionarios no podrán ser retribuidos por
conceptos diferentes de los especificados en esta Ley.
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Artículo 76.- Conceptos retributivos. 1. Las retribu-
ciones de los funcionarios de la Administración Pública
de Castilla y León son básicas y complementarias.

2. Son retribuciones básicas:

a) El sueldo, que se fijará en razón al índice de
proporcionalidad asignado a cada uno de los grupos en
que se organizan los Cuerpos o Escalas de funcionarios.

b) Los trienios, consistentes en una cantidad igual
para cada Grupo por cada tres años de servicio en alguno
de los Cuerpos o Escalas recogidas en él.

En caso de movilidad del funcionario de un grupo a
otro, conservará el derecho a los trienios devengados.
Las fracciones de tiempo de servicios que no completen
un trienio se acumularán a los servicios que se presten en
el nuevo grupo a que el funcionario acceda.

c) Las pagas extraordinarias, que serán dos al año por
un importe mínimo cada una de ellas de una mensualidad
del sueldo y trienios y se devengarán en los meses de
junio y diciembre.

3. Son retribuciones complementarias:

a) El complemento de destino correspondiente al
nivel del puesto de trabajo que se desempeñe. Figurará
en las relaciones de puestos de trabajo y será igual para
todos los comprendidos dentro del mismo nivel.

b) El complemento específico, que retribuirá las
condiciones singulares de algunos puestos de trabajo en
atención a su especial dificultad técnica, dedicación,
responsabilidad, incompatibilidad, peligrosidad o
penosidad. En ningún caso podrá asignarse más de un
complemento específico a cada puesto de trabajo, pero
su cuantía podrá señalarse en función de los diversos
factores que concurran en un puesto. Figurará deter-
minado en la relación de puestos de trabajo.

c) El complemento de productividad, que retribuirá el
especial rendimiento, la actividad extraordinaria y el
interés o iniciativa con que el funcionario desempeñe su
trabajo. Su cuantía global se fijará en cada programa y
órgano administrativo mediante un porcentaje sobre los
costes totales de personal, determinado en la Ley de
Presupuestos.

Corresponde al respectivo Consejero, como
responsable de la gestión de cada programa de gasto,
determinar, dentro de las correspondientes dotaciones
presupuestarias y conforme a la normativa establecida en
la presente Ley y en la Ley de Presupuestos, la cuantía
individual que corresponda, en su caso a cada
funcionario. Su percepción no implica derecho alguno a
su mantenimiento.

Las cantidades que perciba cada funcionario por este
concepto serán de conocimiento público de los demás
funcionarios de la Consejería interesada, así como de los
representantes sindicales.

d) Las gratificaciones por servicios extraordinarios
prestados fuera de la jornada laboral de trabajo, que en
ningún caso podrán ser fijas en su cuantía ni periódicas
en su devengo. Las cantidades que perciba cada
funcionario por este concepto serán de conocimiento
público de los demás funcionarios de la Consejería inte-
resada así como de los representantes sindicales.

4. Los funcionarios percibirán las indemnizaciones
correspondientes por razón del servicio en la cuantía y
condiciones que se determinen reglamentariamente.

Artículo 77.- Determinación de las cuantías de los
conceptos retributivos. 1. Las cuantías de las retribu-
ciones básicas de los párrafos a) y b) del apartado 2 del
artículo precedente serán iguales a las de los funcio-
narios de la Administración del Estado para cada uno de
los grupos en que se clasifiquen los Cuerpos o Escalas.
Asimismo serán iguales las cuantías de las pagas extraor-
dinarias para cada uno de los grupos de clasificación
según el nivel del complemento de destino que se
perciba. El sueldo de los funcionarios del Grupo «A» no
podrá exceder en más de tres veces el sueldo de los
funcionarios del Grupo «E».

2. La cuantía del complemento de destino será igual
que la fijada por la Administración del Estado.

3. Figurarán en la Ley de Presupuestos las cuantías
de las retribuciones básicas, de los complementos de
destino y específicos, así como el importe global que
represente el porcentaje autorizado con destino al
complemento de productividad.

Artículo 78.- Retribuciones del personal interino,
eventual y laboral. 1. El personal interino percibirá las
retribuciones que legalmente le correspondan, por razón
del puesto desempeñado sin que en ningún caso tenga
derecho a la consolidación de grado ni percepción de
trienios.

2. El personal eventual únicamente percibirá su retri-
bución de acuerdo con lo que se determine en la Ley de
Presupuestos. Su cuantía global no podrá en ningún caso
ser superior a la que perciba un funcionario de la titu-
lación y nivel al que sea asimilado.

3. Las retribuciones del personal laboral serán las que
se determinen en los respectivos Convenios colectivos o,
en su defecto, en las normas que les sean aplicables. Para
puestos de trabajo de análoga titulación, dedicación y
responsabilidad dentro de la Administración Auto-
nómica, sus retribuciones globales serán similares.

Artículo 79.- Régimen de Seguridad Social. 1. Sin
perjuicio de lo establecido en el artículo 97.2 h del Texto
Refundido de la Ley General de la Seguridad Social, a
los funcionarios en prácticas y a los funcionarios de
nuevo ingreso de la Comunidad Autónoma, así como a
los altos cargos que no sean funcionarios públicos, les
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será aplicable el Régimen General de la Seguridad
Social.

2. Los funcionarios transferidos a la Comunidad de
Castilla y León continuarán con el sistema de Seguridad
Social o de previsión que tuvieran originariamente,
asumiendo la Comunidad Autónoma todas las obliga-
ciones del Estado o de la Corporación Local correspon-
diente en relación con los mismos.

CAPÍTULO VI. RÉGIMEN DISCIPLINARIO.

Artículo 80.- Falta disciplinaria. 1. El incumpli-
miento de los deberes y obligaciones de los funcionarios
constituirá falta disciplinaria que dará lugar a la impo-
sición de la sanción correspondiente, sin perjuicio de las
responsabilidades civiles o penales en que pudiera
haberse incurrido.

2. Las faltas podrán ser muy graves, graves o leves.

Artículo 81.- Faltas muy graves. 1. Se considerarán
como faltas muy graves:

a) El incumplimiento del deber de fidelidad a la
Constitución y al Estatuto de Autonomía en el ejercicio
de la función pública.

b) Toda actuación que suponga discriminación por
razón de origen racial o étnico, religión o convicciones,
discapacidad, edad u orientación sexual, sexo, lengua,
opinión, lugar de nacimiento o vecindad o cualquier otra
condición o circunstancia personal o social, así como el
acoso por razón de origen racial o étnico, religión o
convicciones, discapacidad, edad u orientación sexual y
el acoso sexual.

c) El abandono de servicio.

d) La adopción de acuerdos manifiestamente ilegales
que causen perjuicio grave a la Administración o a los
ciudadanos.

e) La publicación o utilización indebida de secretos
oficiales, así declarados por Ley o clasificados como
tales.

f) La notoria falta de rendimiento que comporte inhi-
bición en el cumplimiento de las tareas encomendadas.

g) La violación de la neutralidad o independencia
políticas, utilizando las facultades atribuidas para influir
en procesos electorales de cualquier naturaleza y ámbito.

h) El incumplimiento de las normas sobre incompati-
bilidades.

i) La obstaculización al ejercicio de las libertades
públicas y derechos sindicales.

j) La realización de actos encaminados a coartar el
libre ejercicio del derecho de huelga.

k) La participación en huelgas, a los que la tengan
expresamente prohibida por la Ley.

l) El incumplimiento de la obligación de atender los
servicios esenciales en caso de huelga.

m) Los actos limitativos de la libre expresión de
pensamientos, ideas y opiniones.

n) Haber sido sancionado por la comisión de tres
faltas graves en un período de un año.

ñ) El quebrantamiento por parte del personal que
preste servicios en el Registro de Intereses de Altos
Cargos del deber permanente de mantener en secreto los
datos e informaciones que conozca por razón de su
trabajo.

Artículo 82.- Faltas graves. Se considerarán faltas
graves:

a) El incumplimiento de las órdenes o instrucciones
profesionales recibidas por vía jerárquica que afecte
gravemente al funcionamiento de los servicios.

b) El abuso de autoridad en el ejercicio del cargo.

c) La tolerancia de los superiores respecto a la
comisión de faltas muy graves o graves de sus subor-
dinados.

d) La obstaculización o impedimento del ejercicio de
las funciones de sus compañeros o subordinados, así
como los actos, omisiones o conductas de cualquier natu-
raleza dirigidos a conseguir el desprestigio de aquellos,
tanto en el ámbito personal como en el laboral.

e) Las conductas constitutivas de delito doloso rela-
cionadas con el servicio o que causen un daño a la Admi-
nistración, a los administrados o a los compañeros.

f) El incumplimiento del deber de reserva profe-
sional, en lo que se refiere a los asuntos que conozca por
razón de su cargo, si causa perjuicio a la Administración
o se utiliza en beneficio propio.

g) La grave desconsideración con los superiores,
compañeros o subordinados.

h) La grave falta de consideración con el ciudadano
dentro del servicio encomendado.

i) La intervención en un procedimiento adminis-
trativo existiendo motivos de abstención establecidos
legalmente.

j) La emisión de informes, la adopción de acuerdos o
la realización de actuaciones manifiestamente ilegales, si
causa perjuicio a la Administración o a los ciudadanos y
no constituye falta muy grave.

k) El atentado grave contra la dignidad de los
empleados públicos o de la Administración.

l) El causar daños graves en los locales, los mate-
riales o los documentos del servicio.
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m) La realización de actividades cuya compatibilidad
hubiera podido reconocerse, previamente a la oportuna
autorización.

n) La falta de rendimiento que afecte al funciona-
miento normal de los servicios, si no constituye falta
muy grave.

ñ) El incumplimiento injustificado de la normativa
reguladora de la jornada y del horario de trabajo que,
acumulado, suponga un mínimo de quince horas por mes
natural de ausencia del trabajo.

o) La tercera falta injustificada de asistencia al
trabajo en un período de tres meses, si las dos anteriores
han sido sancionadas como faltas leves.

p) Las acciones u omisiones reiteradas dirigidas a
evadir los sistemas de control de horarios o a impedir
que se detecten los incumplimientos injustificados de la
jornada y el horario de trabajo.

q) La realización de actos y el mantenimiento de
comportamientos frecuentes que de forma reiterada y
sistemática busquen premeditadamente socavar la
dignidad de la persona y perjudicarla moralmente, some-
tiéndola a un entorno de trabajo discriminatorio, hostil,
degradante, humillante u ofensivo.

Artículo 83.- Faltas leves. Se considerarán faltas
leves:

a) El retraso, negligencia o descuido en el cumpli-
miento de sus funciones.

b) La leve incorrección hacia el público o hacia supe-
riores, compañeros o subordinados.

c) La falta de asistencia al trabajo injustificada de un
día.

d) El incumplimiento de la jornada y el horario sin
causa justificada, si no constituye falta grave.

e) El incumplimiento de los deberes y obligaciones
del funcionario, siempre que no constituya falta muy
grave o grave.

Artículo 84.- Personas responsables. Incurrirán en
idéntica responsabilidad disciplinaria, el personal
funcionario, interino o eventual autor de la falta, los
superiores que la consintieren y quienes indujeren o
encubrieren las faltas muy graves o graves cuando de
dichos actos se deriven graves daños para la Adminis-
tración o los ciudadanos.

Artículo 85.- Sanciones disciplinarias. 1. Las
sanciones que podrán imponerse son:

a) Separación del servicio.

b) Suspensión de funciones.

c) Traslado a puesto de trabajo situado en distinta
localidad.

d) Apercibimiento.

2. La sanción de separación del servicio sólo podrá
imponerse por faltas muy graves, por acuerdo de la Junta
de Castilla y León, a propuesta del Consejero
competente. Las sanciones de suspensión de funciones o
traslado a puesto de distinta localidad podrán imponerse
por la comisión de faltas graves o muy graves.

3. Las faltas leves solamente podrán ser corregidas
con la sanción de apercibimiento.

Artículo 86.- Procedimiento disciplinario.

1. Reglamentariamente se determinará el procedi-
miento disciplinario garantizando, en todo caso, los prin-
cipios de legalidad, irretroactividad, celeridad y
economía procesal, tipicidad, contradicción, audiencia,
presunción de inocencia y proporcionalidad.

2. La norma reglamentaria determinará igualmente
los órganos competentes para la incoación del expe-
diente, la adopción de medidas provisionales y la impo-
sición de sanciones.

3. Para la graduación de las faltas y sanciones se
tendrán en cuenta los siguientes criterios:

a) Intencionalidad.

b) Perturbación en el servicio.

c) Reiteración o reincidencia.

d) Grado de participación.

4. El plazo máximo para la resolución y notificación
del procedimiento disciplinario será de doce meses.

Artículo 87.- Prescripción de faltas y sanciones. 1.
Las faltas muy graves prescribirán a los seis años, las
graves, a los dos, y las leves, a los dos meses desde que
la falta se hubiere cometido y desde el cese de su
comisión cuando se trate de faltas continuadas.

2. Las sanciones impuestas por faltas muy graves
prescribirán a los seis años; las graves, a los dos, y las
leves, a los dos meses desde la firmeza de la resolución
sancionadora.

3. Las faltas y sanciones se inscribirán de oficio en el
Registro General de Personal. La cancelación de estas
anotaciones se producirá de oficio en la forma que se
determine reglamentariamente. En ningún caso se
computarán a efectos de reincidencia las sanciones
canceladas.

CAPÍTULO VII. SITUACIONES ADMINISTRATIVAS.

Artículo 88.- Situaciones. Las situaciones adminis-
trativas en las que pueden encontrarse los funcionarios
son las siguientes:

a) Servicio activo.
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b) Servicios especiales.

c) Excedencia voluntaria.

d) Excedencia por cuidado de familiares.

e) Excedencia por razón de violencia sobre la mujer
funcionaria.

f) Expectativa de destino.

g) Excedencia voluntaria incentivada.

h) Excedencia forzosa.

i) Situación de servicios en otras Administraciones
Públicas.

j) Suspensión.

Artículo 89.- Servicio activo. 1. Se encuentran en
situación de servicio activo los funcionarios que ocupan
una plaza incluida en la relación de puestos de trabajo,
tanto con carácter definitivo como temporal, o se
encuentran en situación de disponibilidad como conse-
cuencia de su cese. Igualmente se encuentran en esta
situación los funcionarios durante las licencias o
permisos con reserva de puesto de trabajo, así como en
los demás supuestos establecidos legalmente.

2. El reingreso al servicio activo de los funcionarios
que no tengan reserva de plaza y destino se efectuará
mediante su participación en las convocatorias de
concurso o de libre designación para la provisión de
puestos de trabajo.

3. Asimismo, el reingreso podrá efectuarse por
adscripción a un puesto con carácter provisional, condi-
cionado a las necesidades del servicio y siempre que se
reúnan los requisitos para el desempeño del puesto. El
funcionario reingresado con destino provisional tendrá la
obligación de participar en todos aquellos concursos que
se convoquen para los que reúna los requisitos exigidos
hasta que obtenga destino definitivo. Hasta dicho
momento se le aplicará lo dispuesto en el artículo 69.2.d)
de esta Ley.

Artículo 90.- Servicios especiales. 1. Los funcio-
narios públicos pasarán a la situación de servicios espe-
ciales:

a) Cuando sean autorizados para realizar una misión
por período determinado superior a seis meses en Orga-
nismos Internacionales, Gobiernos o Entidades públicas
extranjeras o en programas de cooperación internacional.

b) Cuando adquieran la condición de funcionarios al
servicio de Organizaciones internacionales o de carácter
supranacional.

c) Cuando sean nombrados miembros de la Junta de
Castilla y León, del Gobierno de la Nación o de los
órganos de gobierno de otras Comunidades Autónomas
así como cuando sean nombrados altos cargos de

aquellos, siempre que se trate de puestos que no deban
ser provistos necesariamente por funcionarios públicos.

d) Cuando sean elegidos por las Cortes Generales
para formar parte de los Órganos Constitucionales u
otros cuya elección corresponda a las Cámaras.

e) Cuando sean adscritos a los servicios del Tribunal
Constitucional o del Defensor del Pueblo o destinados al
Tribunal de Cuentas en los términos previstos en el
artículo 93.3 de la Ley 7/1988, de 5 de abril.

f) Cuando accedan a la condición de Diputado o
Senador de las Cortes Generales.

g) Cuando accedan a la condición de Procuradores de
las Cortes de Castilla y León o de miembros de las
Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas,
si perciben retribuciones periódicas por el desempeño de
la función.

Cuando no perciban dichas retribuciones podrán
optar entre permanecer en la situación de servicio activo
o pasar a la de servicios especiales.

h) Cuando desempeñen con dedicación exclusiva
cargos electivos retribuidos en las Entidades Locales, o
responsabilidades de órganos superiores y directivos
municipales, o responsabilidades de miembros de los
órganos locales para el conocimiento y la resolución de
las reclamaciones económico-administrativas, excepto
los funcionarios de administración local con habilitación
de carácter nacional, cuando desempeñen puestos
reservados a ellos, que se regirán por su normativa espe-
cífica, quedando en la situación de servicio activo.

i) Cuando presten servicio en los Gabinetes de la
Presidencia del Gobierno, de los Ministros y de los
Secretarios de Estado o como personal eventual en la
Administración de Castilla y León y no opten por
permanecer en la situación de servicio activo conforme a
la normativa de aplicación.

j) Cuando sean nombrados para cualquier cargo de
carácter político del que se derive incompatibilidad para
ejercer la función pública.

k) Cuando cumplan el servicio militar o prestación
sustitutoria equivalente.

l) Cuando sean nombrados Subsecretarios, Secre-
tarios generales técnicos o Directores generales.

m) Cuando sean nombrados Subdelegados del
Gobierno en las provincias o Directores Insulares de la
Administración General del Estado y no opten por
permanecer en la situación de servicio activo conforme a
la normativa de aplicación.

n) Cuando adquieran la condición de miembros del
Consejo Consultivo o del Consejo de Cuentas de Castilla
y León, o sean designados Procurador del Común.

2. A los funcionarios en situación de servicios espe-
ciales se les computará el tiempo que permanezcan en tal
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situación a efectos de ascensos, trienios y derechos
pasivos y tendrán derecho a la reserva de plaza y destino
que ocupasen. En todos los casos percibirán las retribu-
ciones del puesto o cargo efectivo que desempeñen y no
las que les correspondan como funcionarios, sin
perjuicio del derecho a la percepción de los trienios que
pudieran tener reconocidos como funcionarios. Lo
dispuesto en este apartado relativo al computo del
tiempo de permanencia en situación de servicios espe-
ciales, a efectos de ascensos, trienios y derechos pasivos,
no será de aplicación a los funcionarios públicos que,
habiendo ingresado al servicio de las Instituciones
Comunitarias Europeas, o al de Entidades y Organismos
asimilados, ejerciten el derecho de transferencias esta-
blecido en el artículo 11.2 del Anexo VIII del Estatuto de
los funcionarios de las Comunidades Europeas, aprobado
por el Reglamento 259/1968 del Consejo, de 29 de
febrero, modificado por el Reglamento 571/1992 del
Consejo, de 2 de marzo, sin perjuicio de los efectos
económicos que puedan derivar de los ascensos y
trienios consolidados hasta el momento del ejercicio de
este derecho.

3. Los Procuradores de las Cortes de Castilla y León,
los Diputados y Senadores de las Cortes Generales y los
miembros de las Asambleas Legislativas de las Comu-
nidades Autónomas que pierdan dicha condición por
disolución de cualquiera de ellas o por terminación del
mandato podrán permanecer en la situación de servicios
especiales hasta su nueva constitución.

Artículo 91.- Excedencia voluntaria. 1. Procederá
declarar en situación de excedencia voluntaria a los
funcionarios cuando se encuentren en situación de
servicio activo en otro Cuerpo o Escala de cualquiera de
las Administraciones Públicas, o pasen a prestar
servicios en Organismos o Entidades del sector público y
no les corresponda quedar en otra situación.

2. Podrá concederse igualmente la excedencia
voluntaria a los funcionarios cuando lo soliciten por
interés particular.

Para solicitar el pase a esta situación será preciso
haber prestado servicios efectivos en cualquiera de las
Administraciones Públicas durante los cinco años inme-
diatamente anteriores y en ella no se podrá permanecer
menos de dos años continuados.

Procederá asimismo declarar en excedencia
voluntaria a los funcionarios públicos cuando, finalizada
la causa que determinó el pase a una situación distinta a
la de servicio activo, incumplan la obligación de solicitar
el reingreso en el plazo establecido reglamentariamente.

Los funcionarios públicos que presten servicios en
organismos o entidades que queden excluidos de la
consideración de sector público a los efectos de la decla-
ración de excedencia voluntaria prevista en el apartado 1
del presente artículo, serán declarados en la situación de
excedencia voluntaria regulada en este apartado sin que

les sean de aplicación los plazos de permanencia en tal
situación.

3. Podrá concederse la excedencia voluntaria por
agrupación familiar, con una duración mínima de dos
años y máxima de quince, a los funcionarios cuyo
cónyuge resida en otro municipio por haber obtenido y
estar desempeñando un puesto de trabajo de carácter
definitivo como funcionario de carrera o como laboral en
cualquier Administración Pública, Organismos
Autónomos, Entidad Gestora de la Seguridad Social, así
como en Órganos Constitucionales o del Poder Judicial.

4. Los funcionarios excedentes no devengarán retri-
buciones, ni les será computable el tiempo permanecido
en tal situación a efectos de concursos, trienios y
derechos pasivos.

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, se
computará a efectos de trienios, el periodo de prestación
de servicios en organismos o entidades del sector
público, con la excepción de los prestados en sociedades
mercantiles en cuyo capital sea mayoritaria la partici-
pación directa o indirecta de las Administraciones
Públicas.

Artículo 92.- Excedencia por cuidado de familiares.
Los funcionarios tendrán derecho a un período de exce-
dencia de duración no superior a tres años para atender al
cuidado de cada hijo, tanto cuando lo sea por naturaleza
como por adopción o acogimiento permanente o prea-
doptivo, a contar desde la fecha de nacimiento o, en su
caso, de la resolución judicial o administrativa.

También tendrán derecho a un período de exce-
dencia, de duración no superior a un año, los funcio-
narios para atender al cuidado de un familiar que se
encuentre a su cargo, hasta el segundo grado inclusive de
consanguinidad o afinidad, que, por razones de edad,
accidente o enfermedad o discapacidad, no pueda valerse
por sí mismo, y no desempeñe actividad retribuida.

El período de excedencia será único por cada sujeto
causante. Cuando un nuevo sujeto causante diera origen
a una nueva excedencia, el inicio del período de ésta
pondrá fin al que se viniera disfrutando.

Esta excedencia constituye un derecho individual de
los funcionarios. En caso de que dos funcionarios fueran
titulares del derecho a disfrutarlo por el mismo sujeto
causante, la Administración podrá limitar su ejercicio
simultáneo por razones justificadas relacionadas con el
funcionamiento de los servicios.

El período de permanencia en esta situación será
computable a efectos de trienios, consolidación de grado
personal y derechos pasivos. Durante el primer año, los
funcionarios tendrán derecho a la reserva del puesto de
trabajo que desempeñaban. Transcurrido este período,
dicha reserva lo será a un puesto en la misma localidad y
de igual nivel y retribución.
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En el caso de la excedencia prevista en el párrafo
primero del presente artículo, el derecho a la reserva del
puesto de trabajo durante el primer año se extenderá
hasta un máximo de quince meses, cuando se trate de
miembros de unidades familiares que tengan reconocida
la condición de familia numerosa de categoría general, y
hasta un máximo de dieciocho meses, si tienen la
condición de familia numerosa de categoría especial.

Artículo 93.- Excedencia por razón de violencia
sobre la mujer funcionaria. Las funcionarias públicas
víctimas de violencia de género, para hacer efectiva su
protección o su derecho a la asistencia social integral,
tendrán derecho a solicitar la situación de excedencia sin
necesidad de haber prestado un tiempo mínimo de
servicios previos y sin que resulte de aplicación ningún
plazo de permanencia en la misma.

Las situaciones de violencia que dan lugar al recono-
cimiento de este derecho se acreditarán con la orden de
protección a favor de la víctima y de manera excepcional
en tanto se dicte la necesaria orden de protección, con el
informe del Ministerio Fiscal que indique la existencia
de indicios de que la funcionaria es víctima de violencia
de género.

Durante los seis primeros meses tendrán derecho a la
reserva del puesto de trabajo que desempeñaran, siendo
computable dicho período a efectos de ascensos, trienios
y derechos pasivos.

Si de las actuaciones de tutela judicial se
desprendiese que la efectividad del derecho de
protección de la víctima así lo exige, se podrá prorrogar
por períodos de tres meses, hasta un máximo de
dieciocho, el período en el que, de acuerdo con el párrafo
anterior, se tendrá derecho a la reserva del puesto de
trabajo, con los mismos efectos a los señalados en dicho
párrafo.

Artículo 94.- Expectativa de destino. Los funcio-
narios en expectativa de destino percibirán las retribu-
ciones básicas, el complemento de destino del grado
personal que le corresponda y el cincuenta por ciento del
complemento específico del puesto que desempeñaban al
pasar a esta situación.

Dichos funcionarios vendrán obligados a:

a) Aceptar los destinos en puestos de características
similares a los que desempeñaban que se les ofrezcan en
la provincia donde estaban destinados.

b) Participar en los concursos para puestos adecuados
a su Cuerpo, Escala o Categoría, situados en la provincia
donde estaban destinados.

c) Participar en los cursos de capacitación a que se
les convoque.

El período máximo de duración de la situación de
expectativa de destino será de un año, transcurrido el
cual se pasará a la situación de excedencia forzosa.

A los restantes efectos esta situación se equipara a la
de servicio activo.

Artículo 95.- Excedencia forzosa aplicable a funcio-
narios en expectativa de destino. 1. Los funcionarios
declarados en expectativa de destino pasarán a la
situación de excedencia forzosa, con las peculiaridades
establecidas en este apartado, por las causas siguientes:

a) El transcurso del período máximo fijado para la
misma.

b) El incumplimiento de las obligaciones deter-
minadas en el artículo anterior.

2. Quienes se encuentren en esta modalidad de exce-
dencia forzosa tendrán derecho a percibir las retribu-
ciones básicas y, en su caso, las prestaciones familiares
por hijo a cargo.

Dichos funcionarios vendrán obligados a participar
en los concursos convocados a puestos adecuados a su
Cuerpo, Escala o Categoría que les sean notificados, así
como a aceptar los destinos que se les señalen en puestos
de características similares y a participar en los cursos de
capacitación que se les ofrezcan.

3. No podrán desempeñar puestos de trabajo en el
sector público bajo ningún tipo de relación funcionarial o
contractual, sea ésta de naturaleza laboral o adminis-
trativa. Si obtienen puesto de trabajo en dicho sector,
pasarán a la situación de excedencia voluntaria regulada
en el artículo 91.1.

Pasarán a la situación de excedencia voluntaria por
interés particular cuando incumplan las obligaciones a
que se refiere el apartado anterior.

Artículo 96.- Excedencia voluntaria incentivada. 1.
Los funcionarios afectados por un proceso de reasig-
nación de efectivos que se encuentren en alguna de las
dos primeras fases a que hace referencia el artículo 52.4
a) y b) de esta Ley podrán ser declarados, a su solicitud,
en situación de excedencia voluntaria incentivada.

2. Quienes se encuentren en las situaciones de expec-
tativa de destino o de excedencia forzosa como conse-
cuencia de la aplicación de un Plan de Empleo tendrán
derecho a pasar, a su solicitud, a dicha situación.

3. La excedencia voluntaria incentivada tendrá una
duración de cinco años e impedirá desempeñar puestos
de trabajo en el sector público bajo ningún tipo de
relación funcionarial o contractual, sea ésta de naturaleza
laboral o administrativa. Concluido el plazo señalado, se
pasará automáticamente, si no se solicita el reingreso, a
la situación de excedencia voluntaria por interés
particular.
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4. Quienes pasen a la situación de excedencia
voluntaria incentivada tendrán derecho a una
mensualidad de las retribuciones de carácter periódico,
excluidas las pagas extraordinarias y el complemento de
productividad, devengadas en el último puesto de trabajo
desempeñado, por cada año completo de servicios
efectivos y con un máximo de doce mensualidades.

Artículo 97.- Situación de servicios en otras Adminis-
traciones Públicas. 1. En la situación de servicios en
otras Administraciones publicas serán declarados los
funcionarios de la Administración de Castilla y León
que, mediante los procedimientos de concurso o libre
designación, pasen a ocupar puestos de trabajo en otras
Administraciones Públicas, siéndoles de aplicación la
normativa de personal de la Administración en la que se
hallen destinados. Igualmente quedarán en esta situación
administrativa los funcionarios que resulten afectados
por un procedimiento de transferencias efectuado por la
Administración de Castilla y León.

2. Los funcionarios que se encuentren en esta
situación no tendrán derecho a retribución alguna con
cargo a los presupuestos de la Comunidad de Castilla y
León.

Artículo 98.- Suspensión. 1. La suspensión firme se
impondrá en virtud de sentencia dictada en causa
criminal o en virtud de sanción disciplinaria.

La suspensión firme por sanción disciplinaria no
podrá exceder de seis años.

2. El funcionario declarado en la situación de
suspensión quedará privado, durante el tiempo de perma-
nencia en ésta, del ejercicio de sus funciones y de todos
los derechos inherentes a la condición de funcionario.

TÍTULO V.

REPRESENTACIÓN DE LOS FUNCIONARIOS Y
SU PARTICIPACIÓN EN LA DETERMINACIÓN

DE LAS CONDICIONES DE TRABAJO.

CAPÍTULO I. PRINCIPIOS GENERALES.

Artículo 99.- Principios generales. 1. Los funcio-
narios de la Administración de la Comunidad de Castilla
y León tienen derecho a la representación y a la nego-
ciación colectiva. El ejercicio de tal derecho se realiza
mediante la interlocución con la Administración y la
participación en la determinación de sus condiciones de
trabajo, en los términos establecidos en la normativa
básica aplicable.

2. El principio de buena fe deberá inspirar el deber de
negociar y las relaciones entre los representantes de los
funcionarios y la Administración de la Comunidad.

CAPÍTULO II. SISTEMAS DE REPRESENTACIÓN.

Artículo 100.- Órganos de representación. 1. Sin
perjuicio de las formas de representación establecidas en
la Ley 11/1985, de 2 de agosto, de Libertad Sindical, los
órganos específicos de representación de los funcio-
narios de la Administración de Castilla y León son los
Delegados de Personal y las Juntas de Personal.

2. Las Juntas de Personal elegirán entre sus
miembros un Presidente y un Secretario y elaborarán su
propio reglamento de procedimiento, remitiendo copia
del mismo y de sus modificaciones al órgano competente
en materia de personal. El reglamento y sus modifica-
ciones deberán ser aprobados por los votos favorables
de, al menos, dos tercios de sus miembros.

Artículo 101.- Facultades de los órganos de repre-
sentación. Las Juntas de Personal y los Delegados de
personal tendrán las siguientes facultades en sus
respectivos ámbitos:

1. Recibir información que le será facilitada trimes-
tralmente sobre la política del personal.

2. Emitir informe, a solicitud de la Administración,
sobre las siguientes materias:

a) Traslado total o parcial de las instalaciones.

b) Planes de formación de personal.

c) Implantación o revisión de sistemas de organi-
zación y método de trabajo.

3. Ser informados de todas las sanciones impuestas
por faltas graves y muy graves.

4. Tener conocimiento y ser oídos en las siguientes
cuestiones y materias:

a) Establecimiento de la jornada laboral y horario de
trabajo.

b) Régimen de permisos, vacaciones y licencias.

c) Cantidades que perciba cada funcionario por
complemento de productividad.

5. Conocer, al menos trimestralmente, las estadísticas
sobre el índice de absentismo y sus causas, los acci-
dentes en acto de servicio y enfermedades profesionales
y sus consecuencias, los índices de siniestralidad, los
estudios periódicos o especiales del ambiente y las
condiciones de trabajo, así como de los mecanismos de
prevención que se utilicen.

6. Vigilar el cumplimiento de las normas vigentes en
materia de condiciones de trabajo, Seguridad Social y
empleo, y ejercer, en su caso, las acciones legales
oportunas ante los organismos competentes.

7. Vigilar y controlar las condiciones de seguridad e
higiene en el desarrollo del trabajo.
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8. Participar en la gestión de obras sociales para el
personal establecidas en la Administración correspon-
diente.

9. Colaborar con la Administración correspondiente
para conseguir el establecimiento de cuantas medidas
procuren el mantenimiento e incremento de la produc-
tividad.

10. Informar a sus representados en todos los temas y
cuestiones a que se refiere este artículo.

11. Se reconoce a las Juntas de Personal, colegia-
damente, por decisión mayoritaria de sus miembros y, en
su caso, a los Delegados de personal, mancomuna-
damente, legitimación para iniciar, como interesados, los
correspondientes procedimientos administrativos y
ejercitar las acciones en vía administrativa o judicial en
todo lo relativo al ámbito de sus funciones.

CAPÍTULO III. NEGOCIACIÓN COLECTIVA EN LA
ADMINISTRACIÓN DE CASTILLA Y LEÓN.

Artículo 102.- Mesas de negociación. 1. La nego-
ciación colectiva se efectuará mediante el ejercicio de la
capacidad representativa reconocida a las organizaciones
sindicales en los artículos 6 y 7 de la Ley Orgánica
11/1985, de 2 de agosto, de Libertad Sindical.

A este efecto se constituirán Mesas de Negociación
en las que estarán presentes, por una parte, los represen-
tantes de la Administración de la Comunidad de Castilla
y León, y por otra parte, las Organizaciones Sindicales
más representativas a nivel estatal y de la Comunidad de
Castilla y León, así como los Sindicatos que hayan
obtenido el 10% o más de los representantes en las elec-
ciones para Delegados y Juntas de Personal, en las
unidades electorales comprendidas en el ámbito terri-
torial y funcional específico al que se extienda la nego-
ciación.

2. En la Administración de la Comunidad de Castilla
y León se constituirá una Mesa General de Negociación
que incluirá en su ámbito a los funcionarios de la Admi-
nistración General y de sus Organismos Autónomos.

3. Dependiendo de la Mesa General de Negociación
de la Administración de Castilla y León se constituirán
Mesas sectoriales de negociación en los sectores espe-
cíficos, dentro de este grupo, se constituirán en todo caso
las siguientes Mesas Sectoriales:

- La de Función Pública referida al personal de admi-
nistración y servicios de la Administración General y sus
Organismos Autónomos.

- La de personal docente en los centros públicos no
universitarios.

- La de personal al servicio de las Instituciones Sani-
tarias Públicas.

- La de personal al servicio de Universidades, en
cuyo ámbito se negociarán únicamente aquellas cues-
tiones relativas al personal de competencia de la
Comunidad Autónoma.

4. Por acuerdo de la Mesa General podrán consti-
tuirse otras Mesas Sectoriales, en atención a las condi-
ciones específicas de trabajo de las Organizaciones
Administrativas afectadas o a las peculiaridades de
sectores concretos de funcionarios públicos y a su
número.

5. La Mesa General y las Mesas Sectoriales de nego-
ciación se reunirán, al menos, una vez al año.

Artículo 103.- Composición y funcionamiento. 1. Las
Mesas de negociación se compondrán de forma paritaria
por los representantes de la Administración de una parte
y por los representantes de las Organizaciones Sindicales
legitimadas, en proporción a su representatividad, de
otra. La composición numérica se determinará de mutuo
acuerdo entre las partes sin que ninguna de ellas pueda
superar el número de doce miembros.

2. La válida constitución de las Mesas requerirá la
presencia de los representantes de la Administración y de
las organizaciones sindicales que representen al menos la
mayoría absoluta de los órganos de representación de los
funcionarios del ámbito correspondiente.

Artículo 104.- Objeto de la negociación. 1. Serán
objeto de negociación, de acuerdo con la estructura
regulada en este Título, con el alcance que legalmente
proceda, y en relación con las competencias de la Admi-
nistración de Castilla y León las siguientes materias:

a) El incremento de retribuciones de los funcionarios
que proceda incluir en el proyecto de Ley de Presu-
puestos Generales de la Comunidad de Castilla y León.

b) La determinación y aplicación de las retribuciones
de los funcionarios públicos.

c) La preparación y diseño de los planes de oferta de
empleo.

d) La clasificación de puestos de trabajo.

e) La determinación de los programas y fondos para
la acción de promoción interna, formación y perfeccio-
namiento.

f) Las propuestas sobre derechos sindicales y de
participación.

g) Los sistemas de ingreso, provisión y promoción
profesional de los funcionarios públicos.

h) Las materias de índole económica, de prestación
de servicios, sindical, asistencial y, en general, cuantas
otras afecten a las condiciones de trabajo y al ámbito de
relaciones de los funcionarios públicos y sus Organiza-
ciones Sindicales con la Administración.
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i) Medidas sobre salud laboral.

j) Cualesquiera otras que sean establecidas por la
legislación vigente.

2. No existirá obligación de negociar cuando se trate
de decisiones de las Administraciones que afecten a sus
potestades de organización, al ejercicio de derechos de
los ciudadanos ante los funcionarios públicos y el proce-
dimiento de formación de los actos y disposiciones
administrativas. Cuando las consecuencias de las deci-
siones de las Administraciones que afecten a sus
potestades de organización puedan tener repercusión
sobre las condiciones de trabajo de los funcionarios
públicos se realizará consulta a las organizaciones
sindicales y sindicatos a que hace referencia el artículo
102 de la presente Ley.

Artículo 105.- Estructura de la negociación
colectiva. 1. La negociación colectiva en la Adminis-
tración de la Comunidad de Castilla y León se estructura
de acuerdo con los niveles, materias y principios
regulados en el presente artículo.

2. En el nivel de la Mesa General de Negociación de
la Administración podrán ser objeto de negociación las
materias que por su carácter común puedan afectar a
todos los empleados públicos integrados en su ámbito.
No obstante, previo acuerdo, la Mesa podrá remitir a la
negociación en las Mesas Sectoriales, total o
parcialmente, materias de su ámbito de competencia. En
este caso el acuerdo deberá expresar de forma concreta
las materias y la Mesa o Mesas sectoriales a las que se
remiten.

3. Las Mesas Sectoriales negociarán las materias
correspondientes a condiciones específicas de los
empleados públicos de su ámbito así como las que les
hubieren sido remitidas por la Mesa General o el desa-
rrollo de las negociadas en esta respecto de su sector. No
podrán ser objeto de negociación en las Mesas Secto-
riales materias cuya competencia negociadora se
encuentre atribuida a la Mesa General, salvo si existe
acuerdo de remisión.

Artículo 106.- Negociación de materias comunes al
personal funcionario y laboral. 1. La negociación de
materias que afecten a condiciones generales de trabajo
comunes al personal funcionario y laboral de la Admi-
nistración de la Comunidad de Castilla y León podrá
desarrollarse en sesiones conjuntas de la Mesa corres-
pondiente y del órgano de negociación legitimado del
personal laboral.

2. Los acuerdos que se adopten se formalizarán en los
instrumentos adecuados y tendrán la consideración
negocial que corresponda a cada ámbito jurídico.

3. A las sesiones negociadoras reguladas en el
presente artículo asistirán los miembros de los órganos
negociadores respectivos.

Artículo 107.- Pactos y acuerdos. 1. Los represen-
tantes de la Administración de la Comunidad de Castilla
y León y las Organizaciones Sindicales legitimadas
podrán llegar a Pactos y Acuerdos para determinar las
condiciones de trabajo de los funcionarios de la Admi-
nistración.

2. Los Pactos se celebrarán sobre materias que se
correspondan estrictamente con el ámbito competencial
del órgano administrativo que lo suscriba y vincularán
directamente a las partes.

3. Los Acuerdos versarán sobre materias compe-
tencia de la Junta de Castilla y León. Para su validez y
eficacia será necesaria la aprobación expresa y formal de
aquella.

4. Los Pactos y Acuerdos deberán establecer las
partes intervinientes, el ámbito personal, funcional, terri-
torial y temporal, así como el plazo de vigencia.

5. Los Acuerdos aprobados y los Pactos celebrados
se remitirán a la oficina pública a que hace referencia el
artículo 4 de la Ley Orgánica de Libertad Sindical, y
serán de inmediato publicados en el Boletín Oficial de
Castilla y León.

6. La Junta de Castilla y León podrá determinar las
instrucciones a que deberán atenerse sus representantes
cuando proceda la negociación con la representación
sindical establecida en este Título.

7. Corresponde a la Junta de Castilla y León esta-
blecer las condiciones de trabajo de los funcionarios
públicos en los casos en que no se produzca acuerdo en
su negociación o no se alcance la aprobación expresa y
formal a que alude el apartado 3 de este artículo.

CAPÍTULO IV. SOLUCIÓN EXTRAJUDICIAL DE
CONFLICTOS COLECTIVOS.

Artículo 108.- Procedimientos de solución extraju-
dicial de conflictos colectivos. 1. En los Pactos y
Acuerdos adoptados en las Mesas de negociación podrán
establecerse Comisiones de seguimiento con funciones
de vigilancia, interpretación, conciliación y resolución de
conflictos derivados de la aplicación e interpretación de
lo acordado.

2. Además de lo dispuesto en el número anterior, los
órganos competentes de la Administración de Castilla y
León y las Organizaciones Sindicales representativas, de
acuerdo con las normas a tal efecto establecidas en los
artículos 6 y 7 de la Ley Orgánica de Libertad Sindical,
podrán nombrar de mutuo acuerdo un mediador o
mediadores cuando no resulte posible llegar a un acuerdo
en la negociación o surjan conflictos en el cumplimiento
de los Acuerdos o Pactos.

Podrán someterse a dicho procedimiento los
conflictos derivados de la aplicación e interpretación de
los Pactos y Acuerdos sobre la materia a que se refiere el
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apartado 1 del artículo 107, excepto para aquellas en que
exista una reserva de Ley o prohibición legal, así como
los surgidos en su negociación cuando debido a la natu-
raleza de las diferencias impidan la continuación del
proceso negociador.

3. Mediante acuerdo las partes podrán compro-
meterse, en los supuestos previstos en el apartado
anterior, a la solución de los conflictos que pudieran
surgir a través de los procedimientos de mediación y
arbitraje.

El procedimiento de mediación se llevará a cabo por
uno o varios mediadores designados por las partes. La
mediación será obligatoria cuando así haya sido
acordado y lo solicite una de las partes negociadoras por
mayoría de sus componentes. Las cuestiones sometidas a
mediación deberán quedar delimitadas expresamente.
Una vez realizadas las propuestas de solución las partes
deberán aceptarlas o rechazarlas expresamente.

Las propuestas del mediador y la posición de las
partes, en su caso, deberán hacerse públicas de
inmediato.

TÍTULO VI.

RÉGIMEN ESTATUTARIO DE LOS FUNCIO-
NARIOS DE LA ADMINISTRACIÓN LOCAL EN
EL ÁMBITO DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA

DE CASTILLA Y LEÓN.

Artículo 109.- Selección. La selección de los funcio-
narios de Administración Local se regirá por lo dispuesto
en la presente Ley en lo no previsto por la legislación
estatal en materia de régimen local.

Artículo 110.- Situaciones administrativas. Las situa-
ciones administrativas de los funcionarios de la Adminis-
tración Local se regirán por lo dispuesto en la presente
Ley en lo no regulado por la legislación estatal,
teniéndose en cuenta las peculiaridades del régimen
local.

Artículo 111.- Permisos, licencias y vacaciones. Los
funcionarios de carrera de la Administración Local
tienen derecho a los permisos, licencias y vacaciones
retribuidas previstos en la presente Ley.

Artículo 112.- Obligaciones. A los funcionarios a los
que se refiere el presente Título les serán exigibles las
obligaciones establecidas en la presente Ley para los
funcionarios incluidos en su ámbito de aplicación, sin
perjuicio de las establecidas en la normativa básica del
Estado.

Artículo 113.- Responsabilidad disciplinaria. 1. Las
faltas graves y leves en que pueden incurrir los funcio-
narios de Administración Local son las tipificadas en los
artículos 82 y 83 de esta Ley.

2. La tramitación del expediente de responsabilidad
disciplinaria de tales funcionarios se ajustará a la
normativa prevista en el artículo 86.2 de esta Ley.

3. La cancelación de la inscripción en el registro
correspondiente, de las sanciones impuestas a los funcio-
narios de Administración Local, se regirá por lo esta-
blecido a este respecto en el artículo 87.3 de la presente
Ley y por las disposiciones de carácter reglamentario a
las que éste se refiere.

DISPOSICIONES ADICIONALES

Primera. Acceso al empleo público de las personas
con discapacidad. 1. La Junta desarrollará reglamenta-
riamente sistemas que faciliten la integración en la
Administración Autonómica de las personas con disca-
pacidad.

2. La Consejería competente en materia de Función
Pública, por sí misma o en colaboración con organiza-
ciones o asociaciones que promuevan los derechos de las
personas con discapacidad, desarrollará políticas activas
que incluyan, entre otras, acciones de sensibilización, de
información, de motivación y formación de las personas
con discapacidad, que faciliten su acceso al empleo
público.

Con el fin de lograr la mayor efectividad de las
acciones previstas se prestará especial atención a la fase
preparatoria de los procesos selectivos.

3. Igualmente se promoverán por vía reglamentaria
programas experimentales que permitan la ocupación de
las personas con discapacidad en condiciones especiales
y en puestos de trabajo no permanentes de la Adminis-
tración Autonómica.

4. Aunque las condiciones de acceso previstas en los
apartados anteriores sean excepcionales, no podrán ser
modificados los requisitos de titulación previstos en esta
Ley, debiendo los aspirantes demostrar, mediante
pruebas selectivas idóneas, la capacidad suficiente para
desempeñar los correspondientes puestos de trabajo.

Segunda. Acceso al empleo público de las personas
en situación o riesgo de exclusión social. 1. La Junta
desarrollará reglamentariamente sistemas que faciliten la
integración en la Administración Autonómica de las
personas en situación o riesgo de exclusión social.

2. La Consejería competente en materia de Función
Pública, por sí misma o en colaboración con organiza-
ciones o asociaciones que promuevan los derechos de las
personas con necesidad de inserción social, promoverán
por vía reglamentaria programas experimentales que
permitan su ocupación en condiciones especiales y en
puestos de trabajo no permanentes de la Administración
Autonómica.

3. Aunque las condiciones de acceso previstas en los
apartados anteriores sean excepcionales, no podrán ser
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modificados los requisitos de titulación previstos en esta
Ley, debiendo los aspirantes demostrar, mediante
pruebas selectivas idóneas, la capacidad suficiente para
desempeñar los correspondientes puestos de trabajo.

Tercera. Integración de los funcionarios transferidos.
Los funcionarios que se transfieran a la Administración
de Castilla y León se integrarán en su función pública en
alguno de los Grupos, Cuerpos o Escalas previstos en el
Título IV de esta Ley, de acuerdo con las siguientes
normas:

Primera. A) 1. En el Cuerpo Superior de Adminis-
tración se integran los funcionarios pertenecientes al
Cuerpo Superior de Administradores Civiles del Estado.

2. Asimismo se integran en este Cuerpo los funcio-
narios a los que les fue exigida, para su ingreso en el
Cuerpo o Escala de procedencia, la titulación académica
requerida en esta Ley para el ingreso en el Grupo A, y
desempeñen funciones previstas para este Cuerpo en el
artículo 31.

B) 1. En el Cuerpo de Gestión de la Administración
se integran los funcionarios pertenecientes al Cuerpo de
Gestión del Estado.

2. Se integran, asimismo, en este Cuerpo, los funcio-
narios a los que les fue exigida, para su ingreso en el
Cuerpo o Escala de procedencia, la titulación académica
requerida en esta Ley para el ingreso en el Grupo B y
desempeñen funciones previstas para este Cuerpo en el
artículo 31.

C) 1. En el Cuerpo Administrativo se integran los
funcionarios pertenecientes al Cuerpo General Adminis-
trativo de la Administración del Estado.

2. Asimismo se integran en este Cuerpo los funcio-
narios a los que les fue exigida para su ingreso en el
Cuerpo o Escala de procedencia la titulación académica
requerida en esta Ley, para el ingreso en el Grupo C y
desempeñen funciones previstas para este Cuerpo en el
artículo 31.

D) 1. En el Cuerpo Auxiliar se integran los funcio-
narios pertenecientes al Cuerpo General Auxiliar de la
Administración del Estado.

2. Asimismo se integran en este Cuerpo los funcio-
narios a los que les fue exigida para su ingreso en el
Cuerpo o Escala de procedencia la titulación académica
requerida en esta Ley para el ingreso en el Grupo D y
desempeñen funciones previstas para este Cuerpo en el
artículo 31.

E) 1. En el Cuerpo de Ingenieros Superiores, en sus
distintas Especialidades, se integran los funcionarios
pertenecientes a los Cuerpos y Escalas en los que se
exija para el ingreso la titulación de Ingeniero en la
Especialidad correspondiente.

2. En el Cuerpo de Arquitectos se integran los funcio-
narios pertenecientes a los Cuerpos de Arquitectos.

3. Se integran en el Cuerpo de Letrados de la
Comunidad de Castilla y León los funcionarios pertene-
cientes al Cuerpo de Abogados del Estado, así como a
otros Cuerpos o Escalas de Letrados, siempre que
desempeñen puestos de este carácter.

4. Se integran en el Cuerpo Superior de Adminis-
tración Económico Financiera los funcionarios pertene-
cientes a los Cuerpos Superior de Inspectores de
Hacienda del Estado, Superior de Interventores y
Auditores del Estado, Superior de Inspectores de
Seguros del Estado, Superior de Técnicos Comerciales y
Economistas del Estado, así como los pertenecientes a
otros Cuerpos o Escalas de Economistas y que
desempeñen puestos de este carácter.

F) 1. Se integran en el Cuerpo Facultativo Superior
los funcionarios a los que les fue exigida, para su ingreso
en el Cuerpo o Escala de procedencia, la titulación
superior específica y desempeñen funciones objeto de su
profesión específica y no tengan un carácter general o
común para los diversos Departamentos de esta Admi-
nistración, conforme se establece en esta Ley. También
se integran en este Cuerpo los funcionarios pertene-
cientes a las Escalas de Técnicos Facultativos Superiores
de Organismos Autónomos de los distintos Departa-
mentos Ministeriales, siempre que reúnan los requisitos
establecidos y no les corresponda la integración en otros
Cuerpos o Escalas.

2. Se integran en la Escala de Seguridad e Higiene en
el Trabajo de este Cuerpo, los funcionarios cuyo Cuerpo
o Escala de procedencia sea la de Titulados Superiores
del Instituto Nacional de Seguridad e Higiene en el
Trabajo (INSHT).

3. Se integran en la Escala de Archiveros de este
Cuerpo los funcionarios pertenecientes a los Cuerpos o
Escalas de Archiveros.

4. Se integran en la Escala de Bibliotecarios de este
Cuerpo los funcionarios pertenecientes a los Cuerpos o
Escalas de Bibliotecarios.

5. Se integran en la Escala de Conservadores de
Museos de este Cuerpo los funcionarios pertenecientes a
los Cuerpos o Escalas de Conservadores de Museos.

G) 1. En el Cuerpo de Ingenieros Técnicos, en sus
distintas Especialidades, se integran los funcionarios
pertenecientes a los Cuerpos o escalas en los que se exija
para el ingreso la titulación de Ingeniero Técnico en la
correspondiente Especialidad.

2. Se integran en el Cuerpo de Arquitectos Técnicos
y Aparejadores los funcionarios pertenecientes a los
Cuerpos de Arquitectos Técnicos y Aparejadores.
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3. Se integran en el Cuerpo de Técnicos y
Diplomados especialistas los funcionarios pertenecientes
a los Cuerpos de Topógrafos.

Asimismo se integran en este Cuerpo los funcio-
narios a los que les fue exigida, para su ingreso en el
Cuerpo o Escala de procedencia, la titulación académica
requerida en esta Ley para el ingreso en el Grupo B y
desempeñen funciones objeto de su profesión específica
y no tengan un carácter general o común para los
diversos Departamentos de esta Administración,
conforme se establece en esta Ley. También se integran
en este Cuerpo los funcionarios pertenecientes a la
Escala de Titulados de Escuelas Técnicas de Titulados
Universitarios de Primer Ciclo de Organismos
Autónomos de los distintos Departamentos Ministeriales,
siempre que reúnan los requisitos establecidos y no les
corresponda su integración en otros Cuerpos o Escalas.

4. Se integran en la Escala de Inspectores de Calidad
y Fraude Agroalimentario de este Cuerpo, los funcio-
narios cuyo Cuerpo o Escala de origen sea la de
Inspectores de Calidad del Servicio de Defensa contra
Fraudes.

5. Se integran en la Escala de Seguridad e Higiene en
el Trabajo de este Cuerpo, los funcionarios cuyo Cuerpo
o Escala de origen sea la de Titulados Medios del
Instituto Nacional de Seguridad e Higiene en el Trabajo
(INSHT).

6. Se integran en la Escala de Formación Ocupa-
cional, los funcionarios cuya Escala de origen sea la
Escala Media de Formación Ocupacional (EMFO).

7. Se integran en la Escala de Ayudantes de Archivo
de este Cuerpo los funcionarios pertenecientes a los
Cuerpos o Escalas de Ayudantes de Archivo.

8. Se integran en la Escala de Ayudantes de
Biblioteca de este Cuerpo los funcionarios pertenecientes
a los Cuerpos o Escalas de Ayudantes de Biblioteca.

9. Se integran en la Escala de Ayudantes de Museo
de este Cuerpo los funcionarios pertenecientes a los
Cuerpos o Escalas de Ayudantes de Museo.

10. Se integran en el Cuerpo de Gestión Económico-
Financiera los funcionarios pertenecientes a los Cuerpos
Técnico de Hacienda y Técnico de Auditoría y Conta-
bilidad, así como los de otros Cuerpos o Escalas de
Gestión Económico-Financiera que desempeñen
funciones propias del mismo.

H) En el Cuerpo de Ayudantes Facultativos se
integran los funcionarios a los que les fue exigida, para
su ingreso en el Cuerpo o Escala de procedencia, la titu-
lación académica requerida en esta Ley para el ingreso
en el Grupo C y desempeñen funciones objeto de su
profesión específica y no tengan un carácter general o
común para los diversos Departamentos de esta Admi-
nistración conforme se establece en esta Ley.

I) 1. En el Cuerpo de Auxiliares Facultativos se
integran los funcionarios pertenecientes a los Cuerpos o
Escalas de Auxiliares de Laboratorios, así como aquéllos
a los que para su ingreso en el Cuerpo o Escala de proce-
dencia les fue exigida la titulación académica requerida
en esta Ley para el ingreso en el Grupo D y desempeñen
funciones específicas que no tengan carácter general o
común para los diversos Departamentos de esta Admi-
nistración, conforme se establece en esta Ley.

2. Se integran en la Escala de Guardería “a extinguir”
de este Cuerpo los funcionarios pertenecientes a los
Cuerpos o Escalas de Guardería Forestal así como los
otros Cuerpos o Escalas de Guardería que cumplan los
requisitos mencionados en el número anterior.

J) En los Cuerpos, Escalas y Especialidades Sani-
tarias se integrarán los funcionarios procedentes de
Cuerpos y Escalas Sanitarios, conforme se determine en
la Ley que al efecto se dicte y normativa de desarrollo.

K) Los funcionarios de Cuerpos y Escalas docentes
transferidos a esta Comunidad se integran en la función
pública de Castilla y León en los Cuerpos y Escalas
docentes no universitarios de origen con las denomina-
ciones que se establezcan en su legislación específica.

Segunda. A). Los funcionarios transferidos que,
conforme a las normas establecidas en la presente Ley,
no puedan ser integrados en los Cuerpos o Escalas
previstos en esta Ley se integran en el Grupo de clasifi-
cación correspondiente con el que hayan sido trans-
feridos.

B) Los funcionarios transferidos de plazas no escala-
fonadas y como vario sin clasificar, serán agrupados y
clasificados previamente a su integración en los Cuerpos,
y, en su caso, Escalas que correspondan, atendiendo al
nivel de titulación y las funciones desempeñadas.

Tercera. Los funcionarios transferidos correspon-
dientes al Grupo E, se integran en una Escala Subalterna
a extinguir, con reconocimiento de cuantos derechos
profesionales y económicos les correspondan como
funcionarios.

Cuarta. Equivalencia de titulaciones. A los efectos de
lo dispuesto en esta Ley, se considerará equivalente al
Título de Diplomado Universitario, el haber superado
tres cursos completos de licenciatura.

Quinta. Promoción interna al Grupo C. El acceso a
Cuerpos y Escalas del grupo C podrá llevarse a cabo a
través de la promoción interna desde Cuerpos o Escalas
del grupo D del área de actividad o funcional correspon-
diente, cuando éstas existan, y se efectuará por el sistema
de concurso-oposición, con valoración en la fase de
concurso de los méritos relacionados con la carrera y los
puestos desempeñados, el nivel de formación y la anti-
güedad.
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A los efectos se requerirá la titulación establecida en
el artículo 28 de esta Ley o una antigüedad de diez años
en un cuerpo o escala del grupo D o de cinco años y la
superación de un curso específico de formación al que se
accederá por criterios objetivos.

Sexta. Excepciones a la permanencia voluntaria en la
situación de servicio activo. Los funcionarios de la
Escala de Agentes Medioambientales y de la Escala de
Guardería “a extinguir” quedan exceptuados de la posi-
bilidad de permanencia voluntaria en la situación de
servicio activo prevista en el artículo 38 de la presente
Ley.

Séptima. Procesos de laboralización. Con el fin de
lograr una más precisa correspondencia entre las acti-
vidades propias de los puestos de trabajo y la vinculación
jurídica de sus titulares con la Administración Auto-
nómica, bajo los principios del artículo 14.2 de esta Ley,
se faculta a la Junta de Castilla y León para establecer las
condiciones y el procedimiento de integración en el
colectivo de personal laboral de aquellos funcionarios
que, incorporados a la misma en virtud de cualquier
proceso de trasferencias de funciones y servicios y
conforme a las prescripciones de la presente Ley, sea
preciso. Dicho proceso tendrá carácter voluntario.

Octava. Procesos de funcionarización. 1. Si como
consecuencia de cualquier proceso de transferencias de
funciones y servicios, la Administración de la
Comunidad de Castilla y León hubiere asumido o
asumiere personal laboral fijo que desempeñe puesto de
trabajo que por la naturaleza de sus funciones deba estar
clasificado en las relaciones de puestos como propio de
funcionarios o cuando tal situación derive de otras
circunstancias de carácter excepcional, se arbitrará por
dos veces un procedimiento de acceso al Cuerpo o
Escala de funcionarios correspondientes a su grado de
titulación y a la naturaleza de las funciones desem-
peñadas, a través de la superación del correspondiente
proceso selectivo, en el que se garanticen los principios
de igualdad, mérito y capacidad, y de los cursos de adap-
tación que se convoquen al efecto. La participación del
referido personal en los procedimientos de selección que
se establezcan será voluntaria.

2. El proceso selectivo se ajustará al sistema
de concurso público, previsto en el artículo 40.3 de
esta Ley.

Se valorarán, a estos efectos, como méritos, entre
otros, los servicios realmente prestados en su condición
de laboral y las pruebas selectivas superadas para
acceder a la misma.

3. El referido personal laboral que no haga uso del
derecho a optar a la condición de funcionario en los
términos señalados en el apartado anterior o que no
supere las pruebas y cursos podrá permanecer en la
condición de laboral a extinguir.

Novena. Procesos de estatutarización. Al objeto de
homogeneizar las relaciones de empleo del personal de
cada uno de los centros, instituciones o servicios sani-
tarios de la Gerencia Regional de Salud, y con el fin de
mejorar la eficacia de la gestión, podrán establecerse
procedimientos para la integración directa, con carácter
voluntario, en la condición de personal estatutario, en la
categoría y titulación equivalente, de quienes presten
servicio en tales centros, instituciones o servicios sani-
tarios con la condición de funcionario de carrera o en
virtud de contrato laboral fijo.

Décima. Deducción de haberes en caso de huelga. 1.
Los empleados públicos que ejerciten el derecho de
huelga no devengarán ni percibirán las retribuciones
correspondientes al tiempo en que hayan permanecido en
esa situación, sin que la deducción de haberes que se
efectúe tenga, en ningún caso, carácter de sanción disci-
plinaria ni afecte al régimen respectivo de sus presta-
ciones sociales.

2. Los empleados públicos que por razones de repre-
sentatividad sindicales estén eximidos de la prestación
laboral, podrán solicitar una deducción de haberes equi-
valente al descuento que se hubiera efectuado como
consecuencia del ejercicio del derecho de huelga.

Undécima. Acumulación del crédito horario de los
representantes sindicales. 1. Cuando en el ejercicio del
crédito horario para la acción representativa o sindical se
produjera en favor de algún representante acumulación
de horas correspondientes a otro u otros representantes,
si el crédito horario total resultante superara el cincuenta
por ciento de la jornada de trabajo mensual, las
funciones del puesto correspondiente al representante
receptor de la acumulación podrán asignarse provisio-
nalmente y en la proporción que corresponda al crédito
horario, a otro funcionario. De todo ello deberá ser
informada previamente la Central Sindical afectada.

2. Sin perjuicio de los derechos económicos y profe-
sionales del representante con acumulación de crédito
horario, el funcionario que provisionalmente desempeñe
las funciones del puesto de aquél tendrá derecho a
percibir los complementos de destino y específico, en su
caso, de dicho puesto, si en su conjunto son superiores a
los devengados por el ejercicio del puesto que venía
desempeñando; en otro caso, seguirá percibiendo los
correspondientes al puesto que desempeñaba con
anterioridad a la asignación provisional.

3. A efectos de la participación de las Organizaciones
Sindicales del personal de la Administración de la
Comunidad Autónoma de Castilla y León, se estará a lo
dispuesto en la Ley 9/1987, de 12 de junio, de Órganos
de Representación, Determinación de las condiciones de
trabajo y Participación del personal al servicio de las
Administraciones Públicas.



12818 22 de Julio de 2005 B.O. Cortes C. y L. N.º 177

Duodécima. Personal Funcionario nombrado para el
desempeño de puestos comprendidos en el artículo 2,
apartados 1, 2 y 3a) de la Ley de Incompatibilidades de
los miembros de la Junta de Castilla y León y de otros
cargos de la Administración de la Comunidad
Autónoma. 1. El personal funcionario de la Adminis-
tración de la Comunidad de Castilla y León que, a partir
del 1 de enero de 2003, sean nombrados para el
desempeño de puestos en la Administración General o
Institucional de la Comunidad de Castilla y León,
comprendidos en el artículo 2º, apartados 1, 2 y 3a) de la
Ley 6/1989, de 6 de octubre, de Incompatibilidades de
los miembros de la Junta de Castilla y León, siempre que
tal desempeño se prolongue durante dos años o tres con
interrupción, tendrán derecho a percibir, desde su
reingreso al servicio activo, y mientras mantengan tal
situación, el complemento de destino correspondiente al
nivel del puesto de trabajo que desempeñen o a su grado
personal, incrementado en la cantidad necesaria para
igualarlo al valor del complemento de destino que la Ley
de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma
de Castilla y León fije anualmente para los puestos de
Director General.

2. Los funcionarios que, habiendo sido nombrados
con anterioridad al 1 de enero de 2003 para el
desempeño de los puestos contemplados en el artículo 23
de la Ley 17/1990, de 29 de diciembre, se mantengan en
esta condición a dicha fecha, tendrán derecho a percibir
desde su reingreso al servicio activo las retribuciones
atribuidas al grado personal que corresponda al nivel
más alto del intervalo asignado al Grupo en que se
encuentre clasificado el Cuerpo o Escala a que
pertenezca el funcionario, siempre que tengan a la misma
cumplidos los requisitos y condiciones exigidos.

3. Con efectos de 1 de enero de 2005, los funcio-
narios a los que se refiere el apartado anterior que
vinieran percibiendo las retribuciones que se señalan en
el mismo pasarán a percibir las establecidas en el
apartado primero de esta disposición adicional.

4. Con efectos de 1 de enero de 2005, los funcio-
narios que tuvieran reconocidos los beneficios recogidos
en el artículo 23 de la Ley 17/1990, de 29 de diciembre,
podrán optar entre mantenerse en la misma situación o
acogerse a los beneficios recogidos en el apartado
primero de esta disposición en cuyo caso deberán hacer
renuncia expresa a los beneficios derivados de dicha Ley
restableciéndose al grado personal que tuviera conso-
lidado o hubiera podido consolidar con arreglo a la
normativa de Función Pública.

Decimotercera. Derechos del personal afectado por
procesos de transferencia o delegación a las Corpora-
ciones Locales correspondientes a materias competencia
de la Comunidad de Castilla y León. En los procesos de
transferencia de facultades o de delegación de funciones
en materias competencia de la Comunidad Autónoma
que, al amparo de la previsión establecida en el articulo

26.3 del Estatuto de Autonomía de Castilla y León y
conforme a las previsiones legalmente establecidas,
puedan Ilevarse a cabo, la Junta de Castilla y León
adoptará las medidas necesarias para garantizar el
respeto por la Administración receptora de la transfe-
rencia o delegación de los derechos económicos,
laborales y de protección social que los afectados
tuvieran reconocidos, sin perjuicio de los que, en su
caso, mantengan respecto de la Administración de la
Comunidad Autónoma, de acuerdo con la declaración de
la correspondiente situación administrativa.

Decimocuarta. Inspección General de Servicios.
Mediante Decreto de la Junta de Castilla y León se
regulará la organización y funcionamiento de la
Inspección General de Servicios como órgano especia-
lizado de inspección sobre todos los servicios de la
Administración de la Comunidad de Castilla y León,
Entes y Organismos de ella dependientes.

La Inspección General de Servicios tiene, entre sus
funciones, la específica de vigilancia del estricto cumpli-
miento de la normativa vigente sobre todos los aspectos
de la Función Pública y las Actas que, en el ejercicio de
tal función, se levanten, gozarán de presunción de
veracidad.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Primera. Escala de guardería “a extinguir”. Los
funcionarios de la Escala de Guardería “a extinguir” del
Cuerpo de Auxiliares Facultativos pertenecientes al
Grupo D, que carezcan del título exigido para ingresar en
la Escala de Agentes Medioambientales del Cuerpo de
Ayudantes Facultativos, podrán participar en los
procesos de promoción a este Cuerpo siempre que
cumplan los requisitos establecidos en la disposición
adicional quinta de esta Ley.

Los funcionarios que en virtud de ello accedan a la
Escala superior, continuarán adscritos a los puestos de
trabajo que vinieran desempeñando con carácter defi-
nitivo, a cuyo efecto se procederá a la correspondiente
modificación de la Relación de Puestos de Trabajo de
Personal Funcionario.

Segunda. Personal interino. 1. El plazo de dos años
establecido en el artículo 15.4 letra e) se computará, para
el personal interino seleccionado con anterioridad a la
entrada en vigor de esta Ley, desde el primer día de su
vigencia.

2. La regulación del personal interino establecida en
la presente Ley será de aplicación al personal docente,
siempre que no exista normativa específica.

3. Al personal interino sanitario existente en el
momento de la entrada en vigor de esta Ley, le será de
aplicación el plazo de dos años recogido en el artículo
15.4 letra e), cuando se produzca la finalización del
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último de los procesos de consolidación de empleo
temporal iniciados en los dos años siguientes a la entrada
en vigor de esta Ley.

4. Excepcionalmente se excluirá de la aplicación del
plazo de dos años del artículo 15.4 letra e) al personal
interino que presente la singularidad de no haber podido
participar en procesos selectivos al Cuerpo o Escala que
corresponda por no haber sido estos convocados por la
Administración y que en cualquier caso, lleve prestando
servicios en la Administración durante más de diez años
de forma continuada. En tales supuestos la Adminis-
tración convocará los procesos de consolidación para
cada Cuerpo o Escala en el plazo de los dos años
siguientes a la entrada en vigor de esta Ley.

Tercera. Integración en los nuevos Cuerpos y
Escalas. A). Como consecuencia de la nueva ordenación
de los Cuerpos y Escalas de los Funcionarios de la
Administración de Castilla y León, establecida en la
presente Ley, se establecen las siguientes disposiciones:

1. Se integran en el Cuerpo de Ingenieros Superiores,
en sus distintas especialidades, los funcionarios pertene-
cientes al Cuerpo Facultativo Superior, de las especia-
lidades de Ingenieros Agrónomos, Ingenieros de Montes,
Ingenieros de Caminos, Canales y Puertos, Ingenieros
Industriales, Ingenieros de Minas e Ingenieros de Tele-
comunicaciones.

Los funcionarios pertenecientes al Cuerpo Facul-
tativo Superior, especialidad de Ingeniero Superior, se
integran en el Cuerpo de Ingenieros Superiores en la
especialidad correspondiente a su titulación o perma-
necerán, a su elección, en el Cuerpo y Especialidad de
origen con la consideración “a extinguir”. En caso de no
existir la especialidad equivalente a su titulación perma-
necerán, en todo caso, en el Cuerpo y especialidad de
origen con la consideración “a extinguir”.

2. Se integran en el Cuerpo de Arquitectos los funcio-
narios del Cuerpo Facultativo Superior, especialidad de
Arquitectos.

3. Se integran en el Cuerpo de Letrados de la
Comunidad de Castilla y León los funcionarios pertene-
cientes a la escala de Letrados del Cuerpo Superior de la
Administración.

4. Se integran en el Cuerpo Superior de Adminis-
tración Económico-Financiera los funcionarios pertene-
cientes a la Escala Económico-Financiera del Cuerpo
Superior de la Administración.

5. Se integran en la Escala de Archiveros del Cuerpo
Facultativo Superior los funcionarios pertenecientes al
Cuerpo Facultativo Superior, especialidad Archiveros.

6. Se integran en la Escala de Bibliotecarios del
Cuerpo Facultativo Superior, los funcionarios pertene-
cientes al Cuerpo Facultativo Superior, especialidad
Bibliotecarios.

7. Se integran en la escala de Conservadores de
Museo del Cuerpo Facultativo Superior, los funcionarios
pertenecientes al Cuerpo Facultativo Superior, espe-
cialidad Conservadores de Museo.

8. Se integran en el Cuerpo de Ingenieros Técnicos,
en sus distintas especialidades, los funcionarios pertene-
cientes al Cuerpo de Titulados Universitarios de Primer
Ciclo de las especialidades de Ingenieros Técnicos
Industriales, Ingenieros Técnicos de Minas, Ingenieros
Técnicos de Obras Públicas, Ingenieros Técnicos
Agrícolas, e Ingenieros Técnicos Forestales.

9. Se integran en el Cuerpo de Arquitectos Técnicos
y Aparejadores los funcionarios pertenecientes al Cuerpo
de Titulados Universitarios de Primer Ciclo, de las Espe-
cialidades de Arquitectos Técnicos y Aparejadores.

10. Se integran en el Cuerpo de Gestión
Económico–Financiera los funcionarios pertenecientes a
la Escala Económico–Financiera del Cuerpo de Gestión
de la Administración.

11. Se integran en la Escala de Inspectores de
Consumo del Cuerpo de Técnicos y Diplomados Espe-
cialistas los funcionarios pertenecientes a la Escala del
mismo nombre del Cuerpo de Titulados Universitarios
de Primer Ciclo.

12. Se integran en la Escala de Inspectores de calidad
y fraude alimentario, del Cuerpo de Técnicos y
Diplomados Especialistas, los funcionarios de la Escala
del mismo nombre del Cuerpo de Titulados Universi-
tarios de Primer Ciclo.

13. Se integran en la Escala de Formación Ocupa-
cional, del Cuerpo de Técnicos y Diplomados Especia-
listas, los funcionarios de la Escala del mismo nombre
del Cuerpo de Titulados Universitarios de Primer Ciclo.

14. Se integran en la Escala de Seguridad e Higiene
en el Trabajo, del Cuerpo de Técnicos y Diplomados
Especialistas, los funcionarios de la Escala del mismo
nombre del Cuerpo de Titulados Universitarios de
Primer Ciclo.

15. Se integran en la Escala de Ayudantes de
Biblioteca del Cuerpo de Técnicos y Diplomados espe-
cialistas, los funcionarios del Cuerpo de Titulados
Universitarios de Primer Ciclo, de la especialidad de
Ayudantes de Biblioteca.

16. Se integran en la Escala de Ayudantes de Archivo
del Cuerpo de Técnicos y Diplomados especialistas, los
funcionarios del Cuerpo de Titulados Universitarios de
Primer Ciclo, de la especialidad de Ayudantes de
Archivo.

17. Se integran en la Escala de Ayudantes de Museo
del Cuerpo de Técnicos y Diplomados especialistas, los
funcionarios del Cuerpo de Titulados Universitarios de
Primer Ciclo, de la especialidad de Ayudantes de Museo.
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18. Se integran en el Cuerpo de Técnicos y
Diplomados Especialistas, en sus distintas especia-
lidades, los funcionarios pertenecientes al Cuerpo de
Titulados Universitarios de Primer Ciclo y al Cuerpo de
Titulados de Grado Medio a los que no les corresponda
la integración en otros Cuerpos o Escalas.

19. Se integran en el Cuerpo Superior de la Adminis-
tración los funcionarios pertenecientes al Cuerpo Facul-
tativo Superior, Inspectores de Transporte Terrestre.

B) Los Cuerpos y Escalas declarados “a extinguir”
permanecerán con su denominación actual hasta que se
produzca su extinción.

C) Los Cuerpos y Escalas Sanitarios existentes hasta
la fecha de entrada en vigor de esta Ley mantendrán la
misma denominación y funciones que tuvieran, en tanto
en cuanto se lleva a cabo la regulación prevista en el
artículo 34.2 y Disposición Final Primera.

Cuarta. Integración de los Cuerpos y Escalas Sani-
tarios. Los funcionarios de los Cuerpos y Escalas Sani-
tarios que se transfieran a la Administración de Castilla y
León se integrarán, hasta tanto se lleve a cabo la regu-
lación específica prevista en el artículo 34.2 y Dispo-
sición Final Primera, en los Cuerpos y Escalas Sanitarios
existentes hasta la fecha de entrada en vigor de la
presente Ley.

Quinta. Acceso a la Función Pública del personal con
contrato administrativo de carácter temporal formalizado
con anterioridad al 24 de agosto de 1984. El personal al
servicio de la Administración de la Comunidad de
Castilla y León que a la entrada en vigor de esta Ley se
encuentre vinculado en virtud de contrato administrativo
de colaboración temporal formalizado con anterioridad
al 24 de agosto de 1984, podrá adquirir la condición de
personal laboral fijo, tras la superación del correspon-
diente proceso selectivo, en el que se garanticen los prin-
cipios de igualdad, mérito y capacidad, de conformidad
con lo previsto en la legislación vigente.

El proceso selectivo se ajustará al sistema
de concurso público, previsto en el artículo 40.3 de
esta Ley.

DISPOSICIÓN DEROGATORIA

Única. Queda derogado el Texto Refundido de la Ley
de Ordenación de la Función Pública de la Adminis-
tración de la Comunidad de Castilla y León, aprobado
por Decreto Legislativo 1/1990, de 25 de octubre, y
cuantas normas de igual o inferior rango se opongan a la
presente Ley.

DISPOSICIONES FINALES

Primera. Cuerpos y Escalas Sanitarios. En el plazo
de seis meses a partir de la entrada en vigor de la
presente Ley, la Junta de Castilla y León elaborará y
presentará a las Cortes Regionales un Proyecto de Ley de
Cuerpos y Escalas Sanitarios de la Administración de la
Comunidad de Castilla y León, conforme a las previ-
siones contenidas en el presente texto legal.

Segunda. Regulación del procedimiento para la apro-
bación de las relaciones de puestos de trabajo. En el
plazo de seis meses desde la entrada en vigor de esta
Ley, la Junta de Castilla y León aprobará el reglamento
regulador del procedimiento para la elaboración y apro-
bación de las relaciones de puestos de trabajo.

Tercera. Reglamento del Consejo de la Función
Pública. En el plazo de seis meses desde la entrada en
vigor de esta Ley se elaborará el Reglamento de funcio-
namiento del Consejo de la Función Pública de Castilla y
León. Una vez elaborado será remitido a la Junta de
Castilla y León para su aprobación y posterior publi-
cación.

Cuarta. Indemnizaciones por razón del servicio. En
el plazo de doce meses desde la entrada en vigor de la
presente Ley se aprobará un Reglamento sobre indemni-
zaciones por razón del servicio del personal funcionario
al servicio de la Administración de Castilla y León.

Quinta. Desarrollo reglamentario. Se faculta a la
Junta de Castilla y León para aprobar las disposiciones
necesarias en desarrollo de la presente Ley.

Sexta. Entrada en vigor. La presente Ley entrará en
vigor al mes de su publicación en el Boletín Oficial de
Castilla y León.

Castillo de Fuensaldaña, a 12 de abril de 2005.

EL SECRETARIO DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: Francisco J. Aguilar Cañedo

EL PRESIDENTE DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: José Manuel Fernández Santiago

P.L. 11-VII

PRESIDENCIA

El Pleno de las Cortes de Castilla y León, en Sesión
celebrada el 12 de abril de 2005, aprobó el Proyecto de
Ley por la que se establece el Programa de Actuación en
las Comarcas Mineras durante el período 2004-2007,
P.L. 11-VII.
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De conformidad con el artículo 64 del Reglamento se
ordena su publicación en el Boletín Oficial de las Cortes
de Castilla y León.

Castillo de Fuensaldaña, a 12 de abril de 2005.
EL SECRETARIO DE LAS CORTES DE 

CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: Francisco J. Aguilar Cañedo

EL PRESIDENTE DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: José Manuel Fernández Santiago

APROBACIÓN POR EL PLENO

PROYECTO DE LEY POR LA QUE SE
ESTABLECE EL PROGRAMA DE ACTUACIÓN
EN LAS COMARCAS MINERAS DURANTE EL

PERÍODO 2004-2007

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La minería, como sector productivo, en Castilla y
León, ha representado y representa, para las zonas donde
se ubican las explotaciones mineras, el motor económico
más importante de las mismas, empleando a un
porcentaje muy elevado de la población activa.

Para corregir los aspectos negativos derivados de los
cambios estructurales, este sector ha sido objeto de un
especial apoyo económico con cargo a los presupuestos
de las Administraciones Públicas, con la finalidad de
favorecer la continuidad y el desarrollo de las explota-
ciones mineras y de fomentar otras alternativas a la
minería del carbón, como la minería no energética u
otros sectores productivos que han comenzado a surgir
en las Comarcas Mineras.

En lo que afecta al sector del carbón en el ámbito
nacional, hay que destacar la trascendencia de los
cambios estructurales que se han producido en el mismo
desde 1997, habiéndose firmado el Plan del Carbón,
desarrollado por el Real Decreto 2020/1997, de 26 de
diciembre.

En el contexto de la Unión Europea es preciso
recordar que en el Libro Verde de la Comisión Europea
“Hacia una estrategia europea de seguridad del abasteci-
miento energético” se fija como principal objetivo
garantizar el abastecimiento energético en los países de
la Unión Europea, teniendo muy presente el respeto al
medio ambiente y el desarrollo sostenible, aplicando
para ello políticas de contención del previsible aumento
de la demanda energética. En este documento se basa el
Reglamento (CE) 1407/2002 del Consejo de 23 de julio,
de aplicación hasta el año 2010, que entre otras cues-
tiones introduce una nueva regulación de las ayudas
estatales a la industria del carbón, regulación que ha

sustituido el marco previsto en la decisión
3632/93/CECA y que clasifica las ayudas en: ayudas a la
reducción de la actividad, ayudas al acceso a reservas de
carbón, ayudas a la inversión inicial, ayudas a la
producción corriente y ayudas a la cobertura de cargas
excepcionales.

La experiencia adquirida desde el año 1992, por la
aplicación de tres Leyes de Actuación Minera, y la actual
coyuntura energética mundial implican que el apoyo al
sector minero no debe limitarse al ámbito técnico y
económico, referido a las empresas que componen el
sector, pues en cierta forma resultaría escaso e insufi-
ciente. Hay que tener en cuenta las repercusiones sobre
la economía de los territorios en los que se localiza la
actividad minera, con el consiguiente efecto sobre la
despoblación de estas zonas, ya que tradicionalmente
han venido dependiendo casi en exclusiva de esta
actividad. Por ello, se considera necesario aplicar
acciones concretas y específicas para paliar en lo posible
tales efectos.

El sector de la minería no energética, entendiendo
como tal toda la minería de Castilla y León que no es del
carbón, es decir, la minería de la pizarra, de la roca orna-
mental y la minería metálica, es un sector emergente con
un dinamismo muy importante en nuestra Comunidad
Autónoma y que representa un importante motor de
actividad para muchas zonas de nuestro territorio.

Las explotaciones suelen encontrarse en lugares de
difícil acceso, en los que en muchas ocasiones las infra-
estructuras no presentan las condiciones más adecuadas
para un correcto desarrollo y despegue del sector.

Por ello, debido a las diferencias sectoriales entre la
minería energética y no energética, se acometerán actua-
ciones y se apoyarán acciones en dos direcciones dife-
rentes, ya que cada uno de los sectores tiene necesidades
y características distintas.

Por lo anteriormente manifestado es precisa la inter-
vención pública, debiendo contemplar, de forma
adicional y complementaria con otro tipo de acciones, el
apoyo y el impulso de las siguientes actuaciones:

La primera incluye el conjunto de medidas destinadas
a las empresas del sector minero para la mejora de la
producción corriente. En el caso de la minería del
carbón, para cubrir cargas excepcionales, y conseguir
mayores niveles de seguridad, así como un mejor conoci-
miento de los recursos explotables mediante la explo-
ración e investigación; y en el caso de la minería no
energética, para impulsar la exportación a mercados
emergentes tanto dentro como fuera del espacio
económico europeo.

La segunda actuación comprende las medidas
dirigidas a materializar e impulsar la modernización, el
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desarrollo, la innovación, y la diversificación de las acti-
vidades económicas actualmente existentes en las zonas
mineras, pretendiendo así, compensar la debilidad con
que frecuentemente se manifiestan en las comarcas
mineras las ventajas competitivas para la localización de
una actividad productiva alternativa, priorizándose
aquellas zonas especialmente deprimidas.

En la tercera actuación se contemplan un conjunto de
medidas dirigidas a mejorar la dotación de infraes-
tructura de los municipios mineros con un doble
objetivo: por un lado, mejorar el hábitat de los mismos y,
por otro, mejorar las comunicaciones terrestres, las tele-
comunicaciones y el suministro de energía eléctrica, con
el fin de abaratar costes e impulsar el desarrollo y la
reactivación de las cuencas. En este sentido, se debe dar
un especial apoyo a la integración de las energías reno-
vables para conseguir la sostenibilidad medioambiental.

La cuarta actuación, relativa a la formación,
comprende un conjunto de acciones destinadas a mejorar
la cualificación profesional. Dichas acciones irán
dirigidas, por un lado, a los trabajadores del sector
minero y, por otro lado, y con el objeto de favorecer la
implantación de actividades alternativas a la minería, a
los habitantes de las comarcas mineras.

Esta formación debe abarcar todos los niveles
educativos y, en el ámbito de la minería, todas las fases
del ciclo de vida del producto.

Además, se cuenta con el III Plan Regional de
Empleo, como instrumento para lograr el pleno empleo y
contribuir a la reactivación de las comarcas mineras.

Estas actuaciones serán complementadas con
acciones sectoriales de la Administración en materia de
comunicaciones, reactivación industrial, creación de
empleo, recuperación medioambiental y turismo rural en
las zonas mineras. Asimismo, se complementarán con el
apoyo a la seguridad laboral en el sector, dando especial
relevancia a la disminución de la siniestralidad y a las
inversiones en seguridad laboral, al objeto de introdu-
cirlos como parámetros a tener en cuenta en el cálculo de
las ayudas a las empresas del sector.

Tras los resultados de las tres Leyes de Actuación
Minera para el período 1992-2003, que han propor-
cionado, sin ninguna duda, un horizonte temporal sufi-
cientemente amplio para la formulación de objetivos y
proyectos, las Cortes de Castilla y León instaron a la
Junta de Castilla y León a que presentara a las Cortes de
Castilla y León un nuevo Programa de Actuación en las
Comarcas Mineras 2004-2007 elaborado con el consenso
de los agentes económicos, sociales, políticos y Ayunta-
mientos mineros.

Artículo 1.– Objeto.

1.-La Administración de la Comunidad Autónoma de
Castilla y León desarrollará durante el período 2004-

2007 el Programa de Actuación en las Comarcas
Mineras, en el que se integran, además de los fondos
previstos en la presente Ley, aquellos otros programas
que, con referencia específica a la minería, pudieran arti-
cularse en el futuro con cargo a fondos comunitarios y a
los fondos procedentes de otras Administraciones
gestionados por la Junta de Castilla y León como conse-
cuencia de convenios suscritos al efecto.

2.- La duración del Programa de Actuación en
Comarcas Mineras para las empresas de la minería del
carbón sometidas al Reglamento (CE) 1407/2002 del
Consejo de 23 de julio de 2002 sobre las ayudas estatales
a la industria del carbón, se limitará a la vigencia de éste,
salvo que la misma sea prorrogada o el Reglamento
sustituido por otro que permita el tipo de ayudas que
aquí se establecen.

Artículo 2.– Municipios mineros.

A los efectos de esta Ley, tendrán la consideración de
municipios mineros aquellos en los que concurra alguna
de las siguientes circunstancias: que existan o hayan
existido explotaciones mineras o que exista una depen-
dencia de la minería para su economía.

Artículo 3.– Incentivos al sector minero energético.

1.- Con el fin de mantener la viabilidad de las explo-
taciones, mejorar las condiciones y la seguridad laboral,
compensar el desequilibrio competitivo del carbón
autóctono y permitir la creación de condiciones de abas-
tecimiento más seguras tendentes al fortalecimiento de la
seguridad energética de la Unión Europea, podrán ser
objeto de ayudas los proyectos que realicen las empresas
en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Castilla y
León relativos a la explotación (cobertura de cargas
excepcionales), investigación geológica minera,
formación y seguridad mineras, medio ambiente e inves-
tigación y desarrollo (I + D).

2.- Tendrán prioridad en la percepción de estas
ayudas las empresas que mantengan empleo estable y las
empresas que reduzcan el índice de siniestralidad.

3.- Estas ayudas no serán compatibles con las
compensaciones que pudieran percibirse en caso de
cierre o cese de actividad.

4.- La convocatoria, las condiciones y criterios de
concesión, y el pago de las ayudas previstas en el
presente artículo, se realizarán con plena sujeción a la
normativa europea en materia de ayudas de Estado y de
ayudas a la minería del carbón, así como a las correspon-
dientes autorizaciones que, de cada régimen de ayudas,
conceda la Unión Europea.
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Artículo 4.- Incentivos a la minería no energética.

1.- Con el objeto de compensar y paliar los desajustes
que existen en las explotaciones mineras no energéticas
en materia de infraestructuras de transporte, telecomuni-
caciones y energía, así como de incorporar nuevas y
avanzadas tecnologías en el sector, tanto desde el punto
de vista productivo como medioambiental, que permitan
una mayor competitividad tanto dentro como fuera del
espacio económico europeo, se podrán destinar fondos
económicos para apoyar proyectos que, con las fina-
lidades indicadas, se desarrollen en el ámbito de la
Comunidad de Castilla y León durante la vigencia del
Programa de Actuación en las Comarcas Mineras.

2.- Tendrán prioridad en la percepción de estas
ayudas las empresas que mantengan empleo estable y las
empresas que reduzcan el índice de siniestralidad.

3.- La convocatoria, las condiciones y criterios de
concesión, y el pago de las ayudas previstas en el
presente artículo, se realizarán con plena sujeción a la
normativa europea en materia de ayudas de Estado y de
ayudas a la minería, así como a las correspondientes
autorizaciones que, de cada régimen de ayudas, conceda
la Unión Europea.

Artículo 5.- Seguridad minera. Sector energético y no
energético.

1.- La Junta de Castilla y León, con el fin de
conseguir la máxima eficacia en su política de Seguridad
Laboral Sectorial, elaborará una estrategia de apoyo a las
empresas del sector minero de nuestra Comunidad, en
materia de riesgos laborales y aumento de la seguridad
que será aprobada previo Informe favorable de la
Comisión Regional de Minería.

2.- El apoyo económico en materia de seguridad se
concretará mediante convocatorias de subvenciones para
inversiones que tengan por objeto la reducción de la
siniestralidad y el aumento de la seguridad en las explo-
taciones mineras.

Artículo 6.– Incentivos para la diversificación
económica en cuencas mineras del carbón.

1.- A fin de favorecer la diversificación de la
actividad productiva en las cuencas mineras del carbón,
potenciar los recursos endógenos e impulsar la creación
y el mantenimiento de empresas, podrán concederse
ayudas a proyectos de inversión a las industrias y
empresas en general que se localicen en dichos terri-
torios, siempre que reúnan los requisitos de viabilidad
técnica, económica, financiera y medioambiental, y se
autofinancien en al menos un treinta por ciento de la
inversión, dando cabida a cualquier tipo de iniciativa que
genere o mantenga empleo.

2.- Estas ayudas serán compatibles con las que
puedan aportar otras Administraciones Públicas u otros
Entes Públicos o Privados, nacionales o internacionales,
siempre que en su conjunto no superen el coste de la
inversión, gasto o actividad que vaya a desarrollar el
beneficiario, ni se superen los límites máximos de
ayudas fijados por la Comisión Europea, así como por la
normativa sobre acumulación y supervisión de Fondos
Estructurales.

3.- Por parte de la Junta de Castilla y León, se tratará
de aunar esfuerzos con las diferentes Administraciones
para favorecer la reactivación económica de estas zonas.

4.- Tendrán un tratamiento más favorable y
prioritario los proyectos que se ubiquen en aquellos
municipios más afectados por la reestructuración de la
minería del carbón, en términos de pérdida de población,
de empleo y de explotaciones mineras.

5.- La convocatoria, tramitación y resolución de estos
incentivos corresponderá a la Agencia de Desarrollo
Económico de Castilla y León.

Artículo 7.– Mejora del Hábitat Minero.

1.- Podrán concederse subvenciones de hasta el
noventa por ciento del coste de los proyectos que
promuevan los Municipios y otras entidades locales de
ámbito territorial superior al municipal de las zonas
mineras de la Comunidad Autónoma que tengan por
objeto mejorar la calidad de vida de sus habitantes,
recuperar, siempre que el ordenamiento jurídico lo
permita, antiguas explotaciones o instalaciones mineras
para su uso y disfrute por la población en general o para
el establecimiento de otras actividades, así como
mantener las actividades económicas existentes o
favorecer la creación de fuentes de riqueza alternativas a
la minería.

2.- Tendrán atención preferente los proyectos que se
propongan corregir el impacto ambiental provocado por
las explotaciones mineras sobre el medio natural y los
que se refieran a necesidades básicas de los municipios.

3.- Las ayudas de la Junta de Castilla y León podrán
ser destinadas a cubrir los porcentajes de financiación
exigidos a los Municipios y otras entidades locales de
ámbito territorial superior al municipal para la cofinan-
ciación de proyectos en la normativa estatal.

4.- A través de convenios de colaboración firmados
entre los Municipios y otras entidades locales de ámbito
territorial superior al municipal y la Administración de la
Comunidad de Castilla y León, tanto general como insti-
tucional, que deberán someterse a la normativa vigente
en materia de convenios, se acometerán proyectos sobre
la integración de las energías renovables y la eficiencia y
el ahorro energético.
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5.- Se podrán conceder ayudas para el desarrollo de
Planes de dinamización en las cuencas mineras, y/o para
compensar la pérdida de ingresos económicos en los
municipios carboneros como consecuencia de la despo-
blación, estableciéndose normativamente los requisitos y
parámetros a tener en cuenta para la percepción de estas
ayudas.

Artículo 8.– Empleo y Formación Profesional.

1.- En materia de empleo, y en consonancia con los
objetivos fijados en el III Plan Regional de Empleo, se
potenciarán el espíritu emprendedor, el fomento del
desarrollo local a partir de una estrategia integrada por el
empleo, los nuevos yacimientos de empleo y la
economía social en el mundo rural, promoviendo la
creación de cooperativas y sociedades laborales, y el
desarrollo de iniciativas de búsqueda de nuevos yaci-
mientos de empleo.

2.- Estas acciones serán desarrolladas por el Servicio
Público de Empleo de Castilla y León.

3.- La Junta de Castilla y León estimulará la
adecuación de los trabajadores al mercado laboral y el
incremento de la productividad de la mano de obra de las
zonas afectadas por la reordenación del sector minero.

4.- A tal efecto se establecerán mecanismos de apli-
cación específica y prioritaria de las actuaciones cofinan-
ciadas por el Fondo Social Europeo en relación con la
formación profesional ocupacional, complementadas, en
su caso, con acciones de orientación profesional.

5.- Se establecerá un Plan de formación continuada
específica para Comarcas Mineras a todos los niveles,
con sometimiento a la normativa aplicable y utilizando
para su desarrollo los recursos materiales y humanos
actuales, como la Universidad, la Fundación Santa
Bárbara, empresas del sector minero, y otras entidades.

Artículo 9.– Comunicaciones, Agricultura, Protección
del Patrimonio y Promoción Turística, Protección
medioambiental, Programas de Acción Social y Actua-
ciones Sanitarias.

1.- En los territorios mineros se desarrollarán estra-
tegias de mejora de las comunicaciones, de fomento de
la agricultura y ganadería, de protección del patrimonio,
de promoción turística, de protección medioambiental y,
de asistencia social y sanitaria.

2.- Una vez aprobada la presente Ley, la Junta de
Castilla y León, en el plazo de seis meses, indicará las
acciones que se van a llevar a cabo en las distintas áreas
de actuación. La Comisión Regional de Minería será
informada, a través de la Consejería de Economía y
Empleo, de dichas acciones, con el objeto de que sus
miembros realicen las observaciones que consideren
oportunas.

3.- Las áreas de actuación previstas en el párrafo
anterior son las siguientes:

a) Comunicaciones:

Se desarrollarán las actividades necesarias enca-
minadas a la mejora de las comunicaciones en los muni-
cipios mineros de Castilla y León.

A tal fin la Junta de Castilla y León elaborará una
estrategia especial de comunicación de los municipios
mineros con las vías rápidas, con el objeto de facilitar su
desarrollo económico y la mejora de las condiciones de
vida de sus habitantes.

Por otra parte, se incluirán en esta estrategia las vías
de comunicación de los polígonos industriales de las
zonas mineras, para, en su caso, dar salida rápida y
eficaz hacia las grandes vías de comunicación terrestre.

b) Agricultura:

La Junta de Castilla y León, a través de la Consejería
de Agricultura y Ganadería, elaborará una estrategia de
fomento de la agricultura y la ganadería en los territorios
afectados por la reordenación minera.

c) Protección del Patrimonio y Promoción Turística:

La Junta de Castilla y León, a través de la Consejería
de Cultura y Turismo, seguirá desarrollando e
impulsando estrategias, acciones y proyectos específicos
sobre documentación, protección, conservación, recupe-
ración y fomento del patrimonio histórico referido a los
territorios mineros. Así mismo, impulsará la realización
de proyectos sobre el patrimonio industrial que
contribuyan al desarrollo social y cultural de las
comarcas.

Igualmente, se desarrollarán las infraestructuras
turísticas en los territorios mineros mediante líneas de
apoyo a proyectos integrales de inversión turística
ubicados en todas las zonas mineras, promovidos a
iniciativa de la Administración Autonómica o Adminis-
traciones Locales.

Durante cada año de vigencia de la presente Ley, la
Consejería competente en materia de turismo, a través de
los instrumentos adecuados, incluirá en sus campañas
promocionales actuaciones específicas sobre territorios
mineros.

d) Medidas medioambientales:

La Junta de Castilla y León supeditará la concesión
de ayudas y subvenciones a explotaciones mineras al
cumplimiento de las obligaciones medioambientales y de
restauración.

La Junta de Castilla y León, a través de la Consejería
de Medio Ambiente, seguirá desarrollando actividades
de recuperación de terrenos afectados por actividades
mineras abandonadas.
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e) Programas de acción social y actuaciones sani-
tarias:

La Junta de Castilla y León, a través de las Conse-
jerías de Sanidad, y de Familia e Igualdad de Oportu-
nidades, impulsará con especial interés los aspectos
sociales y sanitarios en los territorios afectados por la
reordenación del Sector Minero, contemplándolos en las
distintas estrategias sectoriales de Servicios Sociales
(personas mayores, personas con discapacidad, mujeres,
jóvenes, infancia y exclusión social) y en la planificación
sanitaria.

A través de los instrumentos financieros destinados a
tales actuaciones especiales, se priorizará a las Entidades
Locales y a las entidades sin ánimo de lucro que desa-
rrollen actuaciones en los territorios mineros recogidas
en los planes o programas de las Consejerías de Sanidad,
y de Familia e Igualdad de Oportunidades.

Artículo 10.– Beneficiarios.

Podrán acogerse a las subvenciones con los fondos
previstos en esta Ley las asociaciones, empresas privadas
y entidades públicas o privadas reconocidas por la Admi-
nistración de Castilla y León que lleven a cabo proyectos
o actuaciones dirigidos a la promoción, desarrollo y reac-
tivación económica de las Comarcas Mineras.

Artículo 11.– Convocatorias.

1.- Cuando la aplicación de fondos se realice a través
de subvenciones, éstas requerirán la convocatoria
pública.

2.- Las órdenes de convocatoria para la concesión de
las subvenciones a la inversión a que se refiere la
presente Ley se ajustarán a lo dispuesto en las normas
generales relativas a incentivos a la inversión en Castilla
y León y se publicarán en el «Boletín Oficial de Castilla
y León».

3.- Las órdenes de convocatoria contendrán, como
mínimo, además de los extremos exigidos en la
normativa vigente en materia de subvenciones, el
calendario de ejecución, con especificación de los
proyectos individuales o fases que correspondan a cada
anualidad.

Artículo 12.– Comisión de Seguimiento. Seguimiento del
Programa.

1.- Se establecerá una Comisión de Seguimiento,
integrada por representantes de los Departamentos
competentes por razón de la materia pertenecientes a la
Junta de Castilla y León y por el Comité Permanente de
Minería, cuya función será la de efectuar el seguimiento
necesario del desarrollo de las actuaciones contenidas en
la presente Ley.

2.- La coordinación de la Comisión de Seguimiento
anteriormente indicada corresponderá a la Dirección
General de Energía y Minas.

3.- La Comisión de Seguimiento realizará un segui-
miento permanente del cumplimiento presupuestario, de
la eficacia y de la eficiencia de la estrategia para las
actuaciones en las Comarcas Mineras en el marco de la
presente Ley.

A tal fin, la Consejería de Economía y Empleo
informará detalladamente sobre el grado de ejecución y
cumplimiento del Programa a la Comisión Regional de
Minería.

Asimismo, en el cuarto trimestre de cada año la Junta
de Castilla y León presentará ante la Comisión Regional
de Minería los proyectos de las inversiones previstas en
dicho Programa para el ejercicio siguiente.

4.- Los Grupos Parlamentarios de las Cortes de
Castilla y León recibirán copias de los documentos
remitidos por la Consejería de Economía y Empleo a la
Comisión Regional de Minería.

DISPOSICIONES ADICIONALES

Primera.

En los proyectos de Presupuestos Generales de la
Comunidad correspondientes a los ejercicios de 2006 y
2007, la Junta de Castilla y León preverá los créditos
necesarios para que, junto con los asignados en los ejer-
cicios 2004 y 2005, se alcance al cabo de los cuatro años
de vigencia del programa un total de ciento ochenta
millones trescientos tres mil trescientos trece euros,
destinados a financiar las acciones que se contemplan en
la presente Ley y que supondrá una aportación excep-
cional, adicional y complementaria a otras ayudas
económicas previstas por otras Administraciones tanto
comunitarias, como nacionales o locales, para las
Comarcas Mineras.

Segunda.

Los créditos relativos al Programa de Actuación en
las Comarcas Mineras que a la finalización de cada
ejercicio no estén vinculados al cumplimiento de obliga-
ciones ya reconocidas, podrán incorporarse al estado de
gastos del presupuesto, según establece la Ley 7/1986,
de 23 de diciembre, de la Hacienda de la Comunidad de
Castilla y León.

Tercera.

En el último año de vigencia, la Junta de Castilla y
León, tras la valoración de la efectividad del Programa,
presentará un nuevo Proyecto de Ley reguladora para un
nuevo período.
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DISPOSICIÓN DEROGATORIA

Queda derogada la Ley 1/2001, de 4 de mayo, por la
que se establece el Programa de Actuación en las
Comarcas Mineras 2000-2003, así como las normas
dictadas en el desarrollo de la misma y cualquier otra, de
igual o inferior rango, en lo que se oponga a lo dispuesto
en la presente Ley.

DISPOSICIONES FINALES

Primera.

Se autoriza a la Junta de Castilla y León para que, a
propuesta de la Consejería competente por razón de
la materia, dicte las disposiciones necesarias para el

desarrollo y ejecución de cuanto se dispone en la
presente Ley.

Segunda.

La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de
su publicación en el «Boletín Oficial de Castilla y
León».

Castillo de Fuensaldaña, a 12 de abril de 2005.

EL SECRETARIO DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: Francisco J. Aguilar Cañedo

EL PRESIDENTE DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: José Manuel Fernández Santiago
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